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Chihuahua, Chihuahua, uno de septiembre de dos mil veintiséis.5 

 

SENTENCIA del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua por medio de 

la cual se confirma en lo que fue materia de impugnación, el Acuerdo 

de clave IEE/CE67/2026 y, además, se emite la Declarativa de certeza 

de derechos, en los términos descritos en la presente resolución. 

GLOSARIO 

Acuerdo 
impugnado/Lineamientos 

controvertidos 

Acuerdo de clave IEE/CE67/2026, identificado como “Acuerdo 
del Consejo Estatal del Instituto Estatal Electoral, por el que 
se aprueba el dictamen técnico emitido por la Dirección 
Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos sobre la 
procedencia o improcedencia de las propuestas, sugerencias 
y observaciones recibidas durante la consulta previa, libre e 
informada a los pueblos y comunidades indígenas del estado 
de Chihuahua en materia del procedimiento de verificación de 
constancias de autoadscripción calificada indígena y el 
registro de candidaturas en los procesos electorales locales y 
en consecuencia, se emiten los lineamientos y formatos 
correspondientes.”, específicamente por lo que hace a los 
Lineamientos contenidos en dicho Acuerdo. 

 
1 RAP-138/2026 y JDC-139/2026. 
2 Por conducto de Mariana de Lachica Huerta, representante de dicho Partido Político. 
3 Por conducto de Oscar Antonio Núñez López, representante de la citada Institución Política. 
4 En su calidad de persona indígena. 
5 Todas las fechas señaladas en la presente resolución corresponden al año dos mil veintiséis, salvo 
mención en contrario. 
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Autoridad Responsable/Consejo 
Estatal 

Consejo Estatal del Instituto Estatal Electoral 
 

Constitución Federal 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Constitución Local 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Chihuahua 
 

Consulta 

Consulta previa, libre e informada a los pueblos y 
comunidades indígenas del Estado de Chihuahua, en materia 
del procedimiento de verificación de constancias de 
autoadscripción calificada indígena para el registro de 
candidaturas en los procesos electorales locales. 
 

Convenio 169 de la OIT 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países 

independientes 
 

Declaración 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas 
 

Decretos 
Decretos LXVIII/RFCNT/0557/2026 VIII P.E. y 

LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E. 
 

Instituto 
Instituto Estatal Electoral de Chihuahua. 

 

Ley Electoral 
Ley Electoral para el Estado de Chihuahua 

 

Ley de Partidos 
Ley General de Partidos Políticos 

 

Partes 
actoras/impugnantes/recurrentes 

Partido Acción Nacional, Partido Revolucionario Institucional 
y DATO PERSONAL PROTEGIDO 

 

PAN 
Partido Acción Nacional 

 

PRI 
Partido Revolucionario Institucional 

 

Protocolo 

Protocolo para Juzgar con Perspectiva Intercultural: 
Personas, Pueblos y Comunidades Indígenas, elaborado por 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

RAP 
Recurso de Apelación 

 

JDC 
Juicio para la Protección de los Derechos Políticos y 

Electorales de la Ciudadanía 

Sala Superior  Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. 

 

Sala Regional Guadalajara Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación 

 

Suprema Corte 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

TEPJF 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
 

Tribunal 
Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua. 

 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Sentencia SG-JDC-395/2024. Con fecha treinta de mayo de dos mil 

veinticuatro, la Sala Regional Guadalajara dictó una sentencia en el 

expediente SG-JDC-395/2024, en la cual se analizó la controversia 
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planteada por DATO PERSONAL PROTEGIDO, DATO PERSONAL 

PROTEGIDO. 

 

1.2. Sentencia JDC-257/2024 y sus acumulados. Con fecha veintitrés de 

julio de dos mil veinticuatro, el Pleno de este Órgano Jurisdiccional 

emitió sentencia en el expediente de clave JDC-257/2024 y sus 

acumulados, en el que vinculó al Instituto, a efecto de que 

reglamentara un procedimiento o protocolo a seguir, mediante el cual, 

previo a la aprobación del registro de una candidatura indígena, se 

verifique la validez y la autenticidad de la voluntad de la comunidad de 

reconocer el vínculo con la persona postulante. 

 

1.3. Acuerdo IEE/CE36/20266. Con fecha veinte de abril, el Consejo Estatal 

aprobó la realización de la Consulta, así como el protocolo, la 

convocatoria, el cuestionario, el cuadernillo informativo y la convocatoria 

a personas observadoras. 

 

1.4. De la Consulta. La Consulta señalada en el numeral que antecede se 

llevó a cabo conforme a lo siguiente: 

 

Etapa Periodo en que se 
llevó a cabo 

Observaciones 

Acuerdos 
previos 

Del veinte de abril al 
diez de mayo 

El Instituto realizó actividades de acercamiento con 
las autoridades indígenas, a efecto de hacer de su 
conocimiento el proceso de Consulta. 
 

Informativa 
Del once al treinta y 

uno de mayo 

El Instituto acudió a los pueblos y comunidades 
indígenas para promover y hacer de su 
conocimiento la convocatoria respectiva, además 
se les hizo entrega del cuadernillo informativo y del 
cuestionario respectivo. 
 

Deliberativa  
Del veintiuno al treinta 

y uno de mayo 

Periodo para reflexionar en plena libertad sobre los 
temas relacionados con la Consulta. 
 

Consultiva 
Del uno al diez de 

junio 

Se recabaron los cuestionarios de las personas 
asistentes. 
 

Seguimiento y 
decisión 

Inició el dieciséis de 
junio 

La Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 
Políticos del Instituto llevó a cabo el análisis y la 
valoración de los resultados de la etapa que 
antecede y elaboró el dictamen técnico respectivo, 
a efecto de someterlo a consideración del Consejo 
Estatal. 

 

 

 
6 Consultable en los estrados electrónicos del Consejo Estatal, en la siguiente dirección 
https://ieechihuahua.org.mx/estrados/0/1/17898.pdf 
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1.5. Reforma a la legislación local. Con fecha treinta de junio, se 

publicaron en el Periódico Oficial del Estado los Decretos de claves 

LXVIII/RFCNT/0557/2026 VIII P.E., LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., 

por medio de las cuales se reformaron, adicionaron y derogaron 

diversas disposiciones tanto de la Constitución Local, como de la Ley 

Electoral y del Código Municipal para el Estado de Chihuahua, así como 

el diverso LXVIII/DRFCT/0560/2026 II D.P., a través del cual se declaró 

aprobada la reforma a la Constitución Local. 

 

1.6. Dictámen Técnico. Con fecha siete de julio, la Dirección Ejecutiva de 

Prerrogativas y Partidos Políticos emitió el dictámen técnico respectivo 

y lo remitió a la Secretaría Ejecutiva del Instituto, con el propósito de 

que fuese sometido a consideración del Consejo Estatal, para los 

efectos a que hubiese lugar. 

 

1.7. Acuerdo IEE/CE67/2026. Con fecha diecisiete de julio, en la Décima 

Segunda Sesión Extraordinaria del Consejo Estatal, se emitió el 

Acuerdo impugnado, a través del cual dicho órgano colegiado aprobó el 

dictámen técnico descrito en el numeral que antecede y además, emitió 

los lineamientos y formatos correspondientes. 

 

1.8. Publicación del Acuerdo IEE/CE67/2026 en el Periódico Oficial del 

Estado. Con fecha veinticinco de julio, se publicó en el Periódico Oficial 

del Estado el referido acuerdo, para los efectos a que hubiese lugar. 

 

1.9. Medio de impugnación interpuesto por el PAN. Con fecha cuatro de 

agosto, Mariana de Lachica Huerta, representante suplente del PAN en 

el Consejo Estatal, interpuso medio de impugnación en contra del 

Acuerdo de clave IEE/CE67/2026. 

 

1.10.  Medio de impugnación interpuesto por el PRI. Con fecha cinco de 

agosto, Oscar Antonio Nuñez López, representante del PRI en el 

Consejo Estatal, interpuso medio de impugnación en contra del Acuerdo 

señalado en el numeral que antecede. 

 

1.11. Medio de impugnación interpuesto por una persona indígena. Con 

fecha seis de agosto, DATO PERSONAL PROTEGIDO, en su calidad 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 5 

de persona indígena y Diputado Local del Distrito 22 del estado de 

Chihuahua, interpuso medio de impugnación en contra del multicitado 

Acuerdo. 

 

1.12. Personas Terceras Interesadas. Comparecieron como personas 

interesadas en los medios de impugnación descritos en los numerales 

1.9 y 1.10 del presente apartado, las ciudadanas DATO PERSONAL 

PROTEGIDO y DATO PERSONAL PROTEGIDO ambas por su propio 

derecho, en su carácter de mujeres indígenas pertenecientes al pueblo 

DATO PERSONAL PROTEGIDO. 

 

1.13. Recepción de los informes circunstanciados en el Tribunal. Con 

fechas once, trece y catorce de agosto, respectivamente, se recibieron 

en este Órgano Jurisdiccional los informes circunstanciados rendidos 

por la autoridad responsable, por conducto del Titular de la Secretaría 

Ejecutiva del Instituto. 

 

1.14.  Formación, registro y turno del medio de impugnación interpuesto 

por el PAN. Con fecha doce de agosto, el Magistrado Hugo Molina 

Martínez, Presidente de este Órgano jurisdiccional, ordenó formar y 

registrar el expediente con la clave RAP-136/2026 y lo turnó a su 

Ponencia, por así corresponder al turno respectivo, para su 

sustanciación. 

 

1.15. Formación, registro y turno de los medios de impugnación 

interpuestos por el PRI y por DATO PERSONAL PROTEGIDO. Con 

fecha trece y catorce de agosto, respectivamente, el Magistrado Hugo 

Molina Martínez, Presidente de este Órgano Jurisdiccional, ordenó 

formar y registrar los expedientes con la clave RAP-138/2026 y JDC-

139/2026, turnándolos a su Ponencia, por guardar relación con el similar 

de clave RAP-136/2026, descrito en el numeral anterior. 

 

1.16. Requerimiento y diligencias para mejor proveer. A efecto de contar 

con la totalidad de las constancias necesarias para la sustanciación del 

presente asunto, la Ponencia Instructora realizó lo siguiente: 
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• En el expediente RAP-136/2026, a través del proveído de fecha 

veinticuatro de agosto, se solicitó a DATO PERSONAL 

PROTEGIDO y DATO PERSONAL PROTEGIDO, por conducto 

de la Defensoría Pública de Derechos Políticos y Electorales de la 

Ciudadanía Chihuahuense, a efecto de que informaran a esta 

Autoridad Jurisdiccional, su adscripción étnica y lengua indígena, 

con el objeto de que las actuaciones dentro del presente juicio le 

sean comunicadas de manera efectiva en una lengua o idioma 

que pueda comprender fácilmente, en aras de garantizar su 

acceso a la justicia 

 

• Respecto del RAP-138/2026, mediante Acuerdo de fecha 

veinticinco de agosto, se requirió a la Autoridad Responsable a fin 

de que remitiera a este Órgano Jurisdiccional, la documentación 

relativa a la convocatoria a la representación del Partido 

Revolucionario Institucional para la celebración de la Décimo 

Segunda Sesión Extraordinaria del Consejo Estatal del Instituto Estatal 

Electoral, así como, en su caso, la documentación anexa a la 

misma.  

 

Aunado a lo anterior, se instruyó a la Secretaría General de este 

Tribunal, realizar la diligencia de inspección ocular y 

levantamiento del acta correspondiente respecto del desarrollo de 

la Sesión del Consejo Estatal en comento, en los términos 

descritos en el proveído descrito en el párrafo anterior.  

 

1.17. Admisión de los medios de impugnación. Mediante proveídos de 

fechas veinticinco y treinta y uno de agosto, respectivamente, se 

admitieron a trámite los medios de impugnación, se declaró abierta la 

instrucción y se tuvieron por presentadas y admitidas las pruebas 

ofrecidas por las partes recurrentes, atendiendo a su propia y especial 

naturaleza. 

 

1.18. Cierre de instrucción, circulación del proyecto y convocatoria. El 

treinta y uno de agosto, el Magistrado instructor ordenó el cierre de 

instrucción y la circulación del proyecto para la consideración de las 
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Magistraturas que integran el Pleno de este Tribunal; solicitando citar a 

sesión pública para la discusión del proyecto y, en su caso, su 

aprobación. 

 

2. COMPETENCIA 

 

Este Tribunal es competente para conocer y resolver la presente 

controversia, al tratarse de dos Recursos de Apelación y un Juicio para 

la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía, 

pues las partes actoras aducen una trasgresión a su esfera jurídica, 

derivada de los Lineamientos controvertidos.  

 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 37 de la Constitución Local; 

302; 303, numeral 1), incisos b) y d); 305; 307; 316; 317; 350, numeral 

1) incisos b) y c); 359; y 370 de la Ley Electoral; y 7, fracción II; y 10 del 

Reglamento Interior del Tribunal Estatal Electoral. 

 

3. ACUMULACIÓN 

 

Atendiendo a que los medios de impugnación que aquí se resuelven, se 

promueven contra idéntico acto reclamado, aun cuando las partes 

actoras son distintas, al existir conexidad en la causa, se decreta la 

acumulación de los medios de impugnación identificados con las 

claves RAP-138/2026 y JDC-139/2026, al diverso RAP-136/2026 por 

ser el primero en formarse y registrarse en el índice de este órgano 

jurisdiccional, debiendo agregar copia certificada de la presente 

sentencia a los expedientes acumulados. 

 

Lo anterior, en términos de los artículos 343, párrafos 1) y 3) y, 344 

párrafo 1) de la Ley Electoral.  

 

4. PROCEDENCIA DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

 

4.1 Procedencia de los Recursos de Apelación7. 

 
7 De claves RAP-136/2026 y RAP-138/2026, del índice de este Tribunal. 
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• Forma. Se cumple con el requisito, toda vez que los medios de 

impugnación fueron presentados por escrito ante la autoridad 

responsable, contienen -entre otras cuestiones- nombre y firma 

autográfa de las partes, la mención expresa del acto impugnado, 

autoridad responsable y los hechos y agravios bases de sus 

impugnaciones.  

 

• Oportunidad. Tal requisito se satisface toda vez que los medios 

de impugnación se presentaron dentro del plazo establecido para 

tal efecto, según lo precisado en el artículo 307, numeral 1) de la 

Ley Electoral.  

 

• Legitimación e interés jurídico. Los Recursos de Apelación 

fueron promovidos por quienes cuentan con legitimación e interés 

jurídico, ya que se trata de la representación suplente y propietaria 

de los Partidos Acción Nacional y Revolucionario Institucional 

respectivamente, ante el Consejo Estatal. Lo anterior en términos 

del el artículo 317, numeral 1), inciso a), fracción I de la Ley 

Electoral.  

 

• Definitividad. Se cumple con el requisito toda vez que de la 

normativa aplicable no se desprende algún medio de impugnación 

previo para controvertir el acto que se impugna, por ello, no existe 

instancia previa que deba agotarse.  

 

4.2 Procedencia del JDC.  

 

• Forma. Se satisface dicho requisito, toda vez que el medio de 

impugnación fue presentado por escrito ante la autoridad 

responsable, se desprende -entre otras cuestiones- nombre y firma 

autográfa, la mención expresa del acto impugnado, autoridad 

responsable y los hechos y agravios bases de sus impugnaciones. 
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• Oportunidad. Tal requisito se colma toda vez que los medios de 

impugnación se presentaron dentro del plazo establecido para tal 

efecto, según lo precisado en el artículo 307, numeral 1) de la Ley 

Electoral.  

 

• Legitimación e interés jurídico. De conformidad con diversos 

precedentes de la Sala Superior8, la conciencia de identidad de 

pertenencia a una comunidad indígena es suficiente para legitimar 

la procedencia del Juicio de la Ciudadanía, como es el caso de 

promovente. 

 

Al respecto, de la interpretación sistemática del artículo 2 de la 

Constitución Federal, se colige que la conciencia de identidad es 

suficiente para acreditar la legitimación para promover el Juicio 

de la Ciudadanía, con el objeto de que se tutelen sus derechos 

conforme a las normas constitucionales y consuetudinarias. Por 

tanto, basta que el ciudadano afirme que pertenece a una 

comunidad indígena, para que se le reconozca como tal. 

 

Por tanto, se tiene por satisfecho el requisito de legitimación, toda 

vez que la parte actora promueve el presente juicio por su propio 

derecho y se autoadscribe como persona indígena, a fin de 

controvertir una determinación que, desde su perspectiva, incide 

en el ejercicio de los derechos político-electorales que estima le 

corresponden en esa calidad. 

 

Además, cabe precisar que el artículo 2, apartado A, fracción VIII, 

de la Constitución Federal reconoce el derecho de los pueblos y 

comunidades indígenas, así como de sus integrantes, de acceder 

plenamente a la jurisdicción del Estado, lo que impone a las 

autoridades jurisdiccionales el deber de adoptar una perspectiva 

intercultural y remover, en la medida de lo jurídicamente posible, 

 
8 Jurisprudencia 4/2012, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. LA CONCIENCIA DE IDENTIDAD ES 
SUFICIENTE PARA LEGITIMAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO” 
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aquellos obstáculos procesales que puedan traducirse en una 

restricción a su derecho efectivo a la justicia. 

 

En consonancia con ese mandato, la Sala Superior ha sostenido 

que, tratándose de personas integrantes de pueblos y 

comunidades indígenas, el análisis de la legitimación activa debe 

realizarse de manera flexible, atendiendo a las particularidades 

jurídicas, sociales y culturales que pueden incidir.9 

 

Atendiendo a lo ello y bajo esa perspectiva, se actualiza un 

interés real y directo del promovente, pues el acto impugnado 

desconoce una excepción constitucional para las personas 

protegidas por un régimen transitorio que involucra a grupos 

prioritarios. 

 

En ese contexto y con el propósito de que el promovente acceda 

a una instancia jurisdiccional y sobre todo, que su queja sea 

escuchada, analizada desde su cosmovisión indígena, es que 

se considera acreditado el citado interés, pues con el acto 

reclamado, la parte actora reciente una afectación real y directa a 

su esfera de derechos como persona indígena en el ejercicio de 

un cargo de elección popular, lo que se traduce en la 

incertidumbre acerca del marco normativo que se deberá tomar 

como base por las autoridades del estado. 

 

Por ello y con una perspectiva intercultural, es que se busca dar 

certeza al promovente, atendiendo a su particular situación de 

vulnerabilidad. 

 

• Definitividad. Se cumple con el requisito toda vez que de la 

normativa aplicable no se desprende algún medio de impugnación 

previo para controvertir el acto que se impugna, por ello, no existe 

instancia previa que deba agotarse. 

 
9 Jurisprudencia 27/2011, de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. EL ANÁLISIS DE LA LEGITIMACIÓN 
ACTIVA EN EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL 
CIUDADANO, DEBE SER FLEXIBLE.” 
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5. PROCEDENCIA DE LOS ESCRITOS DE LAS PERSONAS 

TERCERAS INTERESADAS 

 

De conformidad con lo precisado en el punto 1.12 del apartado 

ANTECEDENTES, se procede con el estudio de los escritos de 

comparecencia de quienes comparecieron como tercerías interesadas. 

 

5.1 Análisis de procedencia de los escritos de las personas 

terceras interesadas.  

 

De conformidad con el artículo 326 de la Ley Electoral, se tiene que 

los escritos de comparecencia de DATO PERSONAL PROTEGIDO 

y DATO PERSONAL PROTEGIDO, cumplen con los requisitos 

establecidos en la normativa aplicable, conforme lo siguiente: 

 

• Forma. En los escritos se asienta nombre y firma autógrafa de las 

comparecientes, señalando domicilio para oír y recibir 

notificaciones así como las personas autorizadas para tales 

efectos. 

 

• Oportunidad. Los escritos fueron presentados dentro del plazo 

legal establecido, es decir, dentro del término de setenta y dos 

horas.  

 

• Legitimación e interés. Se colma, pues acude al presente juicio 

por su propio derecho, como mujeres integrantes de la comunidad 

DATO PERSONAL PROTEGIDO, y con una pretensión contraria 

a la de las partes actoras.  

 

6. DE LOS INFORMES CIRCUNSTANCIADOS RENDIDOS POR 

LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
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Previo a pronunciarse acerca de los agravios esgrimidos por cada una 

de las partes promoventes, la autoridad responsable estableció el marco 

jurídico del acto impugnado10. 

En dicho apartado, señala que los lineamientos impugnados no 

constituyen el ejercicio espontáneo de una potestad reglamentaria del 

Consejo Estatal, sino que por el contrario, son el resultado del 

cumplimiento de obligaciones concretas derivadas de Autoridades 

Jurisdiccionales, así como del proceso de consulta indígena, de igual 

manera expresamente ordenado por Tribunales electorales. 

A efecto de ejemplificar lo anterior, la autoridad responsable inserta el 

siguiente recuadro: 

Fecha Actuación Consecuencia jurídica 

30 de mayo 2024 SG-JDC-395/2024 Ordena Verificar autenticidad 
y validez de las constancias. 

23 de julio 2024 JDC-257/2024 y sus 
acumulados JDC-258/2024 y 

JDC-259/2024 

Ordena emitir un 
procedimiento reglamentario 

previo al registro 

20 abril Acuerdo IEE/E36/2026 Se aprueba la consulta 
indígena 

Mayo-junio Consulta Se reciben propuestas 

7 julio Dictamen técnico Se sistematizan resultados 

17 de julio Acuerdo IEE/CE67/2026 Se aprueban los Lineamientos 

 

Precisado lo anterior, se tiene que a consideración de la autoridad 

responsable, los agravios esgrimidos tanto por el PAN como por el PRI 

y DATO PERSONAL PROTEGIDO resultan infundados, lo anterior en 

virtud de las siguientes consideraciones: 

 

I. Afirma que los Lineamientos impugnados no restringen derechos 

ni imponen cargas adicionales, sino que se limitan a aplicar el 

marco normativo vigente en respuesta a la consulta indígena 

realizada en materia de autoadscripción y adscripción calificada. 

 

II. Argumenta que actuó en ejercicio legítimo de su potestad 

reglamentaria, sin modificar los requisitos previstos en el artículo 

104 de la Ley Electoral. 

 

III. Señala que la metodología de verificación prevista en los 

Lineamientos no constituye un exceso en el ejercicio de la 

potestad reglamentaria, sino que responde a la necesidad de 

 
10 Mismo que replicó en cada uno de los informes rendidos ante este Órgano Jurisdiccional. 
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dotar de certeza jurídica al cumplimiento del ya citado artículo 104 

de la Ley Electoral. 

 

IV. Precisa además que los anexos insertos en los Lineamientos 

únicamente constituyen instrumentos auxiliares para facilitar la 

integración de la información y promover requisitos homogéneos 

de revisión, sin embargo, en ningún momento sustituyen 

requisitos autónomos para acceder al registro de una candidatura. 

 

V. Aduce que los Lineamientos responden a la necesidad objetiva de 

evitar la usurpación de acciones afirmativas indígenas, una “deuda 

recurrente y sentida por los pueblos y comunidades que así lo manifestaron 

en la consulta”. 

 

VI. Afirma que la identificación de autoridades emisoras de las 

constancias de adscripción calificada, no vulnera la libertad de las 

comunidades para designar a sus representantes, sino que 

buscan brindar un marco de referencia que impida la presentación 

de constancias apócrifas o expedidas por autoridades carentes de 

representatividad real en la comunidad, lo que traería como 

consecuencia la nulificación de la representatividad de las 

personas indígenas y, por ende, su invisibilización en la toma de 

decisiones. 

 

VII. Argumenta también que existe una distinción clave entre los 

requisitos legales de elegibilidad y las reglas administrativas de 

comprobación, ya que los primeros únicamente pueden ser 

establecidos por el legislador en virtud de que determinan quién 

puede acceder al registro de una candidatura; mientras que las 

segundas regulan exclusivamente la manera en que la autoridad 

administrativa verifica el cumplimiento de los requisitos previstos 

en la Ley. 

 

VIII. Además, refiere como base toral de su argumento el hecho de que 

la Sala Regional Guadalajara, en el expediente de clave SG-JDC-

395/2024, hubiese determinado que la sola existencia material de 

una constancia de adscripción calificada no resultaba suficiente 
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para acreditar la misma, pues también debía existir validez y 

certeza respecto de su autenticidad por parte de la autoridad 

tradicional que la emite, situación que además fue reforzada por 

el Pleno de este Órgano Jurisdiccional en la sentencia dictada en 

el expediente de clave JDC-257/2024 y acumulados. 

 

IX. En razón de tales consideraciones, afirma que el Consejo Estatal 

debía establecer reglas capaces de identificar a la autoridad 

emisora, la posibilidad de su localización, corroborar la autoría de 

la misma y conocer si existió voluntad y conocimiento respecto de 

la expedición de documentos, tal y como se reguló en los 

lineamientos impugnados. 

 

X. Afirma que los promoventes parten de una premisa jurídica 

incorrecta al identificar toda actuación verificadora con un 

requisito sustantivo de registro, ya que el hecho de que un 

procedimiento administrativo establezca diligencias para 

corroborar la autenticidad, autoría, consentimiento, conocimiento 

o validez de un documento no implica, por sí misma, la creación 

de nuevos requisitos para acceder a la candidatura. 

 

XI. Aduce que el acuerdo impugnado respetó el principio de 

progresividad y que además se armonizó con el principio de 

autoorganización y autodeterminación de los partidos políticos, 

mismo que a su juicio, no debe considerarse en un nivel de 

jerarquía mayor que los derechos de los pueblos y comunidades 

indígenas. 

 

XII. Concluye mencionando que el problema jurídico que dio origen a 

las sentencias previamente referidas no consistió en la ausencia 

material de los documentos previstos en la Ley Electoral, sino en 

la imposibilidad de tener certeza sobre su autenticidad, validez y 

conocimiento por parte de las autoridades tradicionales que 

aparecían como suscriptoras, circunstancia que a su 

consideración explica la necesidad jurídica de los Lineamientos 

controvertidos. 
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Por otra parte, por lo que hace al agravio aducido por DATO 

PERSONAL PROTEGIDO, relacionado con la presunta omisión del 

Instituto de establecer en los Lineamientos respectivos que las personas 

que busquen la elección consecutiva y cuya pertenencia indígena ya 

está legal y constitucionalmente reconocida, no serán sujetos a un 

nuevo escritinio, la autoridad responsable señaló que el mismo resulta 

infundado, lo anterior en virtud de las siguientes consideraciones: 

 

I. Afirma que el promovente parte de la premisa incorrecta de que 

en el Acuerdo impugnado y los lineamientos controvertidos 

desconocen o dejan sin efectos el régimen especial previsto en 

los artículos terceros transitorios de los Decretos 

LXVIII/RFCNT/0557/2026 VIII P.E. y LXVIII/RFLYC/0558/2026 

VIII. P.E., lo anterior en virtud de que los Lineamientos de mérito 

regulan con carácter general el procedimiento mediante el cual el 

Instituto verificará la autenticidad de las constancias de 

adscripción calificada indígena presentadas con motivo del 

registro de candidaturas. 

 

II. En ese orden de ideas, aduce que el promovente construye su 

agravio a partir de una supuesta incompatibilidad normativa que 

no se actualiza, ya que a su consideración, la existencia de una 

regulación general sobre el procedimiento de verificación no 

implica, por sí misma, el desconocimiento de los preceptos 

constitucionales. 

 

III. Afirma además que las disposiciones transitorias aludidas por el 

promovente forman parte del orden jurídico aplicable al Proceso 

Electoral Local 2026-2027 y, por tanto, deberán ser observadas 

por el Instituto al momento de revisar la situación concreta en la 

que se actualicen los supuestos normativos previstos en ella. 

 

IV. Por ello, la autoridad responsable concluye que no existe 

incompatibilidad normativa entre los lineamientos y los artículos 

terceros transitorios de los Decretos LXVIII/RFCNT/0557/2026 
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VIII P.E. y LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII. P.E., ya que ambos 

pueden coexistir. Lo anterior en virtud de que la ley es de 

observancia obligatoria para todos los organismos electorales y 

que la emisión de los lineamientos impugnados no exime ni anula 

la existencia, obligación de observancia y aplicación de las 

disposiciones contenidas tanto en la Constitución Local como en 

la Ley Electoral. 

 

7. PERSONAS TERCERAS INTERESADAS 

 

De los informes circunstanciados rendidos por la autoridad responsable, 

en relación con los medios de impugnación presentados por el PAN y 

por el PRI, así como de la cédula de retiro de la publicación de estos, 

se advierte que comparecieron como personas terceras interesadas 

DATO PERSONAL PROTEGIDO y DATO PERSONAL PROTEGIDO, 

ambas por su propio derecho, en su carácter de mujeres indígenas 

pertenecientes al pueblo rarámuri, quienes en síntesis manifestaron los 

siguiente: 

 

I. Mencionan que las personas que pertenecen a pueblos indígenas 

han sido históricamente vulneradas, además de que la falta de 

representación en los cargos públicos ha incrementado dicha 

vulnerabilidad para sus comunidades, por ello reconocen que las 

acciones afirmativas implementadas por el Instituto para los 

procesos electorales 2020-2021 y 2023-2024 aseguraron la 

presencia de candidaturas pertenecientes a pueblos y 

comunidades indígenas. 

 

Además, refieren que dichas medidas afirmativas permitieron la 

visibilización de las conductas de incumplimiento o fraude de los 

partidos políticos y personas mestizas, encaminadas a la 

usurpación de personas de pueblos indígenas, que no eran 

reconocidas por las comunidades.  

 

II. Afirman que los Lineamientos impugnados no corresponden a un 

exceso de la Jurisprudencia P./J.30/2007 de rubro “FACULTAD 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 17 

REGLAMENTARIA. SUS LIMITES.”, relativa a la facultad 

reglamentaria del Instituto, pues a su consideración el hecho de 

que el artículo 104 de la Ley Electoral enliste una serie de 

requisitos para acceder a una candidatura indígena, no significa 

que la documentación presentada resulte auténtica por sí misma, 

sino que estiman indispensable que la autoridad responsable 

establezca un protocolo para verificar la validez y autenticidad de 

estos. 

 

III. Señalan que los impugnantes realizan una interpretación 

incorrecta de la autonomía de los pueblos y comunidades 

indígenas, pues los parámetros establecidos por el Instituto 

“recogen la voz de las personas de pueblos y comunidades indígenas que 

estuvimos en la consulta y que de manera reiterada hemos buscado ser 

escuchados”. 

 

IV. Argumentan que la Sala Regional Guadalajara expresamente 

delegó al Instituto el diseño del protocolo de verificación, sin fijar 

contenido específico del mismo, precisamente porque a su 

consideración, corresponde a la autoridad administrativa electoral, 

con base en el resultado de la consulta indígena, definir los 

mecanismos idóneos para el fin ordenado, que es precisamente 

lograr la representación de quienes pertenecen a pueblos y 

comunidades indígenas. 

 

V. Además, respecto a la consulta previa, libre e informada que se 

llevó a cabo para la elaboración de los lineamientos, 

expresamente señalan que: 

 

“…soy una persona que estuve en la consulta, que participe de 
ella y puedo señalar que quienes pertenecemos a pueblos 
indígenas expresamos de manera clara nuestra voluntad 
respecto al diseño técnico del protocolo que se impugna y el 
cual cumple con las exigencias de nuestros pueblos 
indígenas…” 

 

Por lo que, a su consideración, la consulta cumple una función 

constitucionalmente exigida que es precisamente legitimar el 

ejercicio de una competencia y obligación del Instituto, dotando al 
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diseño de los Lineamientos de razonabilidad sustantiva conforme 

al artículo 2 de la Constitución Federal y al Convenio 169 de la 

OIT. 

 

VI. Por último, las terceras interesadas afirman que el actuar del 

Instituto contiene la voz de quienes han sido históricamente 

vulnerados, garantizando la seguridad ante los ya documentados 

fraudes que realizan los partidos políticos, por lo que a su 

consideración, la verificación establecida en los Lineamientos 

establece un “piso razonable” para que la misma resulte suficiente, 

además de que aseguran que no amplían el contenido normativo 

ni exceden lo ordenado por las autoridades jurisdiccionales. 

 

En consecuencia, señalan que su pretensión es que este Órgano 

Jurisdiccional confirme el Acuerdo impugnado y que se mantenga la 

validez y aplicabilidad del mismo para los procesos electorales. 

 

8. SUPLENCIA DE LA QUEJA PERSONAS TERCERAS 

INTERESADAS 

 

No debe perderse de vista que el promovente del Juicio para la 

Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía, así 

como las personas que comparecen como terceras interesadas, se 

autoadscriben como integrantes de una comunidad indígena; en ese 

sentido, la Sala Superior del TEPJF, en principio ha sostenido que la 

autoadscripción basta para reconocer la identidad indígena de los 

integrantes de las comunidades y así gozar de los derechos que de esa 

pertenencia se derivan.11 

 

Ahora bien, la suplencia de la queja, dada su regulación en la 

Constitución Federal,12 es un una institución procesal conforme la cual, 

bajo determinadas circunstancias establecidas por el legislador 

 
11 Véase la Jurisprudencia 12/2013 de rubro “COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE 
AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES.” 
12 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 107, fracción segunda, párrafo 
quinto: “En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación o agravios 
de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria”. 
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ordinario, los juzgadores están obligados a examinar de oficio la 

legalidad de las resoluciones reclamadas ante ellos y, de advertir alguna 

irregularidad que impacta en una violación a los derechos humanos, 

procederán a revisar si hubo o no argumento coincidente con la 

violación detectada, a fin de declararlo fundado y, en caso contrario, 

suplir la deficiencia.13 

 

En ese sentido, la suplencia de la queja, como principio constitucional, 

debe ser observado por las personas encargadas de impartir justicia al 

dictar una sentencia en los medios de impugnación que se someten a 

su estudio, con el objeto de asegurar a los justiciables su derecho a una 

tutela judicial efectiva y, en su caso, la protección de sus derechos 

fundamentales que hagan valer en su escrito de demanda. 

 

Al respecto, es frecuente que determinados recurrentes acudan a 

instancias jurisdiccionales sin los conocimientos jurídicos necesarios 

para defender debidamente sus derechos, lo cual pone en riesgo la 

posibilidad de que obtengan una justicia completa por el 

desconocimiento de la ley y de los procedimientos respectivos 

 

Es por esta razón que la Constitución general estableció el principio de 

suplencia de la deficiencia de la queja, como un mecanismo para 

compensar las desventajas procesales en las que acuden ciertos 

quejosos –ya sea culturales, económicas o sociales desfavorables– para que los 

operadores jurídicos suplieran las omisiones y mejoraran las razones 

expresadas por los recurrentes en sus escritos de demanda para 

garantizarles su derecho a una tutela judicial efectiva. 

 

Por tales consideraciones, resulta procedente y atendible la solicitud de 

las partes terceras interesadas así como la aplicación en el caso de 

DATO PERSONAL PROTEGIDO, respecto a la solvencia de la 

deficiencia de la queja, pues es obligación de los órganos 

jurisdiccionales el garantizar un estudio de la controversia con 

 
13 Sirve de apoyo la tesis aislada de la Segunda Sala de la SCJN XCII/2014 (10ª) de rubro 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. ES UNA INSTITUCIÓN DE RANGO CONSTITUCIONAL QUE 
RESTRINGE VÁLIDAMENTE EL DERECHO A SER JUZGADO CON IGUALDAD PROCESAL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013), publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo I, pág. 924. 
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perspectiva intercultural, es decir, tutelando las particularidades del 

sector poblacional al que los promoventes pertenecen en la emisión de 

la determinación correspondiente. 

 

 

9. SÍNTESIS DE AGRAVIOS 

 

Del análisis integral de los medios de impugnación, se advierte que los 

promoventes hacen valer agravios que parten de la misma premisa, 

aunque hicieron valer motivos de disenso diversos14, por lo que a efecto 

de no incurrir en repeticiones innecesarias, esta Autoridad Jurisdiccional 

procederá a efectuar la síntesis respectiva partiendo del planteamiento 

en que se basa su argumento: 

 

9.1. La autoridad responsable excedió su facultad reglamentaria al 

emitir los Lineamientos respectivos. 

 

9.1.1. Agravios aducidos tanto por el PAN como por DATO PERSONAL 

PROTEGIDO 

 

Los promoventes sostienen, esencialmente, que el Consejo Estatal 

excedió los límites de su facultad reglamentaria al emitir los 

Lineamientos controvertidos, pues incorporó requisitos, condiciones y 

consecuencias jurídicas adicionales a las expresamente previstas por 

el legislador local para acreditar los requisitos necesarios para acceder 

al registro de una candidatura indígena. 

 

Su planteamiento parte de la premisa de que la legislación local previó 

los elementos necesarios para acreditar dicha calidad, al únicamente 

exigir la manifestación correspondiente en la solicitud de registro, la 

carta de autoadscripción calificada y la constancia expedida por la 

 
14 Resultan aplicables, por su razón esencial, las siguientes jurisprudencias: 
 

a) Clave de identificación 2/98, de rubro: “AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER 
PARTE DEL ESCRITO INICIAL”;  

b) Clave de identificación 4/99, de rubro “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL 

RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 

VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR”; y  
c) Clave de identificación 3/2000, de rubro: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE 

CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR.” 
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autoridad existente en el pueblo o comunidad indígena respectiva. De 

ahí que, a su consideración, la autoridad administrativa carecía de 

atribuciones para complementar, modificar o redefinir tales exigencias 

mediante disposiciones reglamentarias. 

A partir de lo anterior, estiman que los Lineamientos impugnados 

vulneran, por una parte, los principios de reserva de ley y 

autodeterminación de los partidos políticos15, al incorporar 

parámetros relativos a la suficiencia, vigencia y autoridad emisora de 

las constancias de adscripción calificada, así como consecuencias 

probatorias no contempladas por el legislador, lo que a su concepto se 

traduce en cargas adicionales para los institutos políticos y las personas 

que pretendan ser postuladas por ese tipo de candidatura. 

 

Por otra parte, aducen una afectación al derecho a la libre 

determinación y autonomía de los pueblos y comunidades 

indígenas, ya que consideran que la autoridad responsable sustituyó el 

reconocimiento que corresponde efectuar a las propias comunidades, 

conforme a sus sistemas normativos e instituciones, por un esquema 

uniforme de valoración y jerarquización de autoridades definido 

externamente por el Consejo Estatal. 

 

En consecuencia, estiman que se acredita una transgresión a lo 

dispuesto por los artículos 2, 14 y 16 segundo párrafo, 35 fracción II y 

41 Base I de la Constitución Federal; 28 y 36 de la Constitución Local, 

así como 3 párrafo tercero y 104 numeral 2 inciso a) de la Ley Electoral. 

 

9.1.2. Agravios aducidos por el PRI 

 

El partido político promovente controvierte los Lineamientos, 

esencialmente, por considerar que la autoridad responsable excedió su 

facultad reglamentaria al establecer un régimen para el registro de 

candidaturas indígenas que incorpora requisitos, cargas y condiciones 

adicionales a las previstas por el legislador local. 

 

 
15 Motivo de agravio hecho valer únicamente por el PAN. 
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En ese sentido, sostiene que el exceso reglamentario incide 

indebidamente en el principio de autodeterminación de los partidos 

políticos, en virtud de que condiciona su libertad para postular 

candidaturas indígenas al cumplimiento de exigencias administrativas 

que, desde su perspectiva, carecen de sustento legal. 

 

Asimismo, plantea una vulneración a los derechos de libre 

determinación y autonomía de los pueblos y comunidades 

indígenas, al considerar que los requisitos establecidos por la 

responsable desconocen sus sistemas normativos internos, prácticas 

comunitarias y particularidades culturales. Al respecto, refiere que dicha 

deficiencia tiene origen, entre otras cuestiones, en que la Consulta 

realizada por el Instituto no permitió obtener información culturalmente 

pertinente para conocer la diversidad de los sistemas normativos 

indígenas ni generó una auténtica deliberación intercultural con las 

comunidades involucradas. 

 

Por otra parte, hace valer violaciones al proceso de aprobación de 

los Lineamientos, ya que, a su consideración, la documentación 

correspondiente no fue circulada con la anticipación necesaria ni en 

versiones consolidadas; además, afirma que se realizaron 

modificaciones durante la sesión y se sometieron a votación 

disposiciones sustantivas sin posibilitar su análisis previo, lo que habría 

impedido a las representaciones partidistas ejercer de manera efectiva 

su derecho a deliberar respecto del contenido de la regulación. 

 

Finalmente, sostiene que los Lineamientos vulneran los principios de 

proporcionalidad, certeza, seguridad jurídica y progresividad, 

además de generar un trato discriminatorio en perjuicio de las 

candidaturas indígenas. Ello, porque considera que las exigencias 

adicionales implementadas por la responsable: i) no satisfacen los 

parámetros de idoneidad, necesidad y proporcionalidad; ii) contienen 

disposiciones confusas o contradictorias que generan incertidumbre 

respecto de su cumplimiento y consecuencias; y iii) imponen cargas y 
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formalidades burocráticas ajenas a los sistemas normativos internos de 

los pueblos y comunidades indígenas. 

 

9.2. La autoridad responsable incurrió en una desviación del 

cumplimiento jurisdiccional, lo que trajo como consecuencia una 

motivación aparente de los Lineamientos controvertidos. 

 

9.2.1. Agravio hecho valer tanto por el PAN, como por el PRI y DATO 

PERSONAL PROTEGIDO 

 

Los promoventes sostienen, esencialmente, que al momento de emitir 

los Lineamientos controvertidos, el Consejo Estatal no se limitó a 

instrumentar los precedentes jurisdiccionales invocados16 sino 

que los utilizó para justificar la imposición de cargas que, en su 

concepto, éstos no autorizaron. 

 

En particular, aducen que la autoridad responsable pretendió justificar 

los Lineamientos en el cumplimiento de diversas ejecutorias emitidas 

por la Sala Regional Guadalajara y este Tribunal, en criterios 

relacionados con la adscripción calificada, en los resultados de la 

Consulta indígena y en la autonomía constitucional del Instituto; sin 

embargo, a su juicio, ninguno de esos elementos le confiere 

atribuciones para modificar o ampliar el régimen previsto en el artículo 

104 de la Constitución Local. 

 

Al respecto, señalan que las ejecutorias invocadas únicamente 

vincularon a la autoridad administrativa electoral a establecer un 

procedimiento que permitiera verificar la autenticidad, validez, voluntad 

y conocimiento del contenido de las constancias de adscripción, bajo 

parámetros temporalmente idóneos y con perspectiva intercultural, sin 

ordenar ni autorizar la creación de requisitos adicionales, la prevalencia 

de determinadas autoridades comunitarias, la exigencia de un número 

específico de elementos de acreditación o la limitación de las 

posibilidades de subsanación. 

 
16 Sentencia SG-JDC-395/2024, emitida por la Sala Regional Guadalajara, así como la sentencia 
dictada en el expediente JDC-257/2024, del índice de este Órgano Jurisdiccional. 
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Asimismo, refieren que tales ejecutorias fueron emitidas en dos mil 

veinticuatro, mientras que el artículo 36 de la Constitución Local fue 

reformado el treinta de junio de dos mil veintiséis, de manera que, al 

momento de aprobarse los Lineamientos, ya se encontraba vigente la 

prohibición constitucional que, desde su perspectiva, impedía a la 

autoridad administrativa innovar el sistema normativo. Por ello, estiman 

que la autoridad responsable debió armonizar el cumplimiento de las 

determinaciones jurisdiccionales con el nuevo parámetro constitucional, 

en lugar de utilizar aquellas como fundamento para establecer cargas 

adicionales. 

 

De igual forma, argumentan que la Consulta no constituye una fuente 

autónoma de competencia ni una delegación legislativa, pues su 

finalidad consiste en garantizar la participación de los pueblos y 

comunidades indígenas respecto de las medidas susceptibles de 

afectarles, sin que sus resultados puedan equipararse a un 

procedimiento de reforma constitucional o legal. 

 

En términos similares, sostienen que la autonomía constitucional 

reconocida al Instituto no implica soberanía normativa, dado que su 

independencia funcional no lo exime de sujetar su actuación al principio 

de legalidad ni le permite establecer disposiciones contrarias o 

adicionales a las previstas en la constitución o la ley. 

 

Además, consideran que la actuación de la responsable incide 

directamente en la autoorganización y autodeterminación partidista17, al 

condicionar la forma en que los partidos políticos deben seleccionar, 

documentar y postular candidaturas indígenas, así como la relación que 

deben mantener con las comunidades y sus autoridades, generando 

incluso el riesgo de una eventual negativa de registro. 

 

De ahí que estimen que la motivación de los Lineamientos es 

insuficiente y aparente, al sustentarse en criterios cuya razón decisoria 

 
17 Motivo de agravio hecho valer únicamente por el PRI y por el PAN. 
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no habilita la creación de requisitos adicionales a los establecidos en la 

normativa electoral. 

 

9.3. La autoridad responsable transgredió los principios de igualdad 

sustantiva, no discriminación indirecta, progresividad e 

interculturalidad. 

 

Las partes actoras sostienen, esencialmente, que los Lineamientos 

controvertidos establecen un procedimiento uniforme de acreditación y 

verificación de la pertenencia indígena que, pese a su aparente 

neutralidad, genera efectos diferenciados y desproporcionados en 

perjuicio de determinadas personas, pueblos y comunidades indígenas. 

En particular, aducen que las exigencias documentales y formalidades 

previstas resultan materialmente más gravosas para aquellas 

comunidades geográficamente dispersas, con prácticas 

predominantemente orales, acceso limitado a servicios tecnológicos o 

documentales, bajos niveles de escolaridad o altos índices de 

analfabetismo, así como para aquellas cuyas autoridades tradicionales 

no emplean identificaciones oficiales, sellos, números telefónicos, 

domicilios convencionales o actas escritas. 

 

A partir de ello, consideran que los Lineamientos generan una 

discriminación indirecta, pues, aunque establecen formalmente las 

mismas reglas para todas las personas destinatarias de la acción 

afirmativa, su aplicación coloca en una situación de desventaja a 

quienes pertenecen a comunidades cuyas formas de organización y 

prácticas tradicionales se apartan de las estructuras y mecanismos 

documentales propios de las instituciones estatales. 

 

En ese sentido, argumentan que la efectividad de la acción afirmativa 

indígena no debe valorarse exclusivamente a partir del número de 

espacios reservados, sino atendiendo también a la accesibilidad 

material de los procedimientos establecidos para que sus destinatarios 

puedan ocuparlos. Por tanto, estiman que las exigencias controvertidas, 

lejos de remover los obstáculos que históricamente han limitado la 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 26 

representación política de los pueblos y comunidades indígenas, 

introducen cargas que dificultan el acceso efectivo a la medida 

compensatoria. 

 

Finalmente, sostienen que la autoridad responsable omitió incorporar 

ajustes con perspectiva intercultural y establecer reglas congruentes 

con las particularidades de las comunidades destinatarias y con los 

resultados obtenidos en la consulta indígena, por lo que, a su juicio, los 

lineamientos reducen las condiciones materiales para el ejercicio 

efectivo de la acción afirmativa y vulneran los principios de igualdad, no 

discriminación y objetividad. 

 

9.4. Agravio esgrimido únicamente por DATO PERSONAL PROTEGIDO. 

 

9.4.1. Los Lineamientos impugnados desconocen una situación jurídica 

individualizada, lo que transgrede el principio de jerarquía 

normativa, así como el relativo a certeza, seguridad jurídica, 

progresividad y derecho a ser votado mediante elección 

consecutiva. 

 

El promovente sostiene que el Consejo Estatal indebidamente sujetó a 

las reglas generales previstas en los Lineamientos a las personas cuya 

pertenencia indígena ya se encuentra reconocida por disposición 

transitoria, con lo cual desconoció los efectos jurídicos de los artículos 

terceros transitorios de las reformas constitucional y legal en materia 

electoral. 

 

En su concepto, dichas disposiciones transitorias constituyen normas 

vigentes, obligatorias y de aplicación especial, tanto de rango 

constitucional como legal, que vinculan al Consejo Estatal y, por tanto, 

debieron ser armonizadas con los Lineamientos controvertidos. De ahí 

que afirma que la autoridad responsable carecía de margen para 

establecer su aplicación general sin prever una excepción respecto de 

quienes se ubiquen en el supuesto regulado por tales disposiciones. 
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En particular, refiere que actualmente ejerce el cargo de Diputado Local 

de mayoría relativa por el Distrito Electoral 22, al cual accedió mediante 

una candidatura postulada en cumplimiento de una acción afirmativa 

indígena y que pretende participar nuevamente para el mismo cargo y 

ámbito territorial mediante elección consecutiva. 

 

A partir de ello, considera que su pertenencia al grupo indígena debe 

tenerse por acreditada para efectos de la elección consecutiva, sin que 

resulte jurídicamente válido exigirle nuevamente el cumplimiento de 

tales mecanismos de acreditación previstos en los Lineamientos. 

 

Por tanto, su motivo de disenso parte de que el artículo 2 de los 

Lineamientos, al establecer su aplicación general y obligatoria para 

todas las candidaturas indígenas, sin exceptuar a las personas 

comprendidas en los artículos terceros transitorios previstos tanto en la 

constitución como en la ley, le impone indebidamente la carga de 

acreditar nuevamente la calidad que, a su juicio, debe tenerse por 

reconocida. 

10. PRETENSIÓN Y CAUSA DE PEDIR 

 

10.1.  Respecto a la pretensión de las partes actoras. 

 

o Por lo que hace al PAN y al PRI 

 

La pretensión de las partes actoras consiste en que se revoquen 

parcialmente los Lineamientos controvertidos o, en su caso, se dejen 

sin efectos aquellas disposiciones que a su consideración, exceden lo 

previsto por el artículo 104, numeral 2), inciso a) de la Ley Electoral. 

 

o Por lo que hace a DATO PERSONAL PROTEGIDO 

 

Su pretensión de igual manera es que se revoquen parcialmente los 

Lineamientos controvertidos, por las consideraciones vertidas con 

anterioridad, pero además, su intención es que en los mismos se 
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reconozca la prerrogativa establecida en los artículos terceros 

transitorios de los Decretos. 

 

 

10.2. En cuanto a la causa de pedir. 

 

Su causa de pedir se sustenta, escencialmente, en que el Consejo 

Estatal excedió los límites de su facultad reglamentaria al establecer un 

régimen que, a juicio de las partes promoventes, modifica idebidamente 

los requisitos previstos por el legislador para el registro de candidaturas 

indígenas. 

11. METODOLOGÍA DE ESTUDIO 

 

A consideración de este Órgano Jurisdiccional y ante la similitud de las 

temáticas de los agravios aducidos por las partes, el estudio de los 

mismos se realizará de manera conjunta, atendiendo al planteamiento 

en que se basa su argumento, en el siguiente orden: 

 

11.1. En primer término, se estudiarán en conjunto los agravios 

identificados con los numerales 9.1. y 9.2. de la presente 

resolución, relativos al presunto exceso de la facultad 

reglamentaria de la autoridad responsable, en correlación con 

el atinente a la supuesta desviación del cumplimiento 

jurisdiccional y motivación aparente del acto reclamado. 

11.2. Posteriormente, se procederá con el estudio conjunto de los 

motivos de disenso identificados con el numeral 9.3., relativo a 

la presunta violación a los principios de igualdad sustantiva, no 

discriminación indirecta, progresividad e interculturalidad. 

11.3. Por último, se efectuará el estudio individual del agravio 

correspondiente al supuesto desconocimiento de una situación 

jurídica individualizada, identificado con el numeral 9.4. 

  

Lo anterior, de conformidad con la Jurisprudencia 4/2000 de la Sala 

Superior, de rubro “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, 

NO CAUSA LESIÓN”, que establece que la examinación de los agravios 
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de forma conjunta o separada no causa afectación jurídica alguna, ya 

que, lo trascendental es que todos los agravios sean estudiados. 

 

 

12. PLANTEAMIENTO DEL CASO 

 

12.1.  Contexto del caso concreto. 

 

En virtud de la complejidad del presente asunto, resulta necesario para 

este Órgano Jurisdiccional puntualizar el marco contextual que dio lugar 

al acto impugnado, con el propósito de comprender el motivo de su 

emisión. 

 

En primer término resulta indispensable abordar el Juicio de la 

Ciudadanía identificado con el numeral SG-JDC-395/2024, en el que 

con fecha treinta de mayo de dos mil veinticuatro, la Sala Regional 

Guadalajara analizó la impugnación promovida por una persona que se 

autoadscribió como integrante de la comunidad Rarámuri y como 

autoridad tradicional de DATO PERSONAL PROTEGIDO, Chihuahua, 

quien cuestionó el registro de una fórmula de candidaturas postuladas 

en cumplimiento de una acción afirmativa indígena. 

 

Al estudiar el fondo de la controversia, la citada Sala Regional consideró 

inválidas las constancias presentadas por las candidaturas 

cuestionadas, en virtud de que la autoridad tradicional a quien se 

atribuía su expedición desconoció haberlas emitido de manera libre y 

consciente, por lo que determinó que aun cuando los documentos 

contuvieran la huella y sello de misma, carecía de un elemento esencial 

para su validez: la voluntad de la persona facultada para expedirlos, 

pues habían sido obtenidos mediante el error, sin consentimiento ni 

conocimiento de sus alcances. Por ello, dichas constancias no podían 

producir los efectos jurídicos pretendidos ni acreditar el requisito de 

adscripción calificada. 
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Además, la Sala Regional Guadalajara advirtió que la adscripción 

calificada indígena no se agota en la presentación formal de una 

constancia ante el Instituto, sino que exige que ésta sea auténtica, 

válida y emitida de manera libre y consciente por la autoridad indígena 

competente. 

Por ello, la citada autoridad jurisdiccional vinculó al Instituto a 

establecer un protocolo o procedimiento -antes del siguiente proceso 

electoral local-18 que permitiera verificar, antes de validar el registro de una 

candidatura, la autenticidad y validez de las constancias de adscripción 

calificada expedidas por las autoridades tradicionales indígenas. 

 

Así, el precedente evidencia que la acreditación calificada indígena no 

se cumple con la presentación formal de una constancia, sino que exige 

que ésta sea auténtica, válida y emitida de manera libre y consciente 

por la autoridad indígena competente, por lo que se impuso a la 

autoridad responsable el deber de contar con mecanismos que 

permitan verificar esas condiciones antes de otorgar el registro 

correspondiente. 

 

Posteriormente y bajo ese mismo orden de ideas, con fecha veintitrés 

de julio de dos mil veinticuatro, este Órgano Jurisdiccional emitió la 

sentencia de clave JDC-257/2024 y sus acumulados, en la que se 

resolvieron diversos juicios promovidos por personas integrantes del 

pueblo Rarámuri, quienes cuestionaron la falta de un procedimiento que 

permitiera al Instituto verificar la autenticidad de las constancias 

utilizadas para acreditar la adscripción calificada indígena. 

 

Al respecto, este Tribunal declaró existente la omisión reglamentaria 

atribuida al Instituto, al considerar que no basta con exigir la 

presentación de una constancia de adscripción calificada, sino que 

deben existir mecanismos que permitan verificar su validez y 

autenticidad, particularmente la voluntad libre de la autoridad indígena 

que la expide, su conocimiento sobre el contenido y alcance del mismo, 

 
18 Es decir, antes del inicio del Proceso Electoral Local 2026-2027 
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así como la existencia del vínculo efectivo entre la persona postulada y 

la comunidad indígena. 

 

Por ello, el Pleno de este Tribunal ordenó al Instituto reglamentar un 

procedimiento o protocolo que, antes de aprobar el registro de una 

candidatura indígena, permitiera verificar la validez y autenticidad de las 

constancias de adscripción calificada, bajo una perspectiva intercultural 

y de debida diligencia. 

 

En ese orden de ideas y con la finalidad de dar cumplimiento a lo 

ordenado tanto por la Sala Regional Guadalajara como por este 

Tribunal, el Instituto procedió a realizar las acciones tendientes a 

implementar el procedimiento o protocolo de verificación ordenado por 

las autoridades jurisdiccionales, conforme a lo siguiente: 

 

Con fecha veinte de abril, el Consejo Estatal emitió el Acuerdo de clave 

IEE/CE36/2026, por medio del cual se aprobó la realización de una 

consulta previa, libre e informada a los pueblos y comunidades 

indígenas del Estado, con el objetivo de recabar sus opiniones, 

propuestas y planteamientos, así como propiciar la construcción de 

acuerdos respecto del procedimiento que se habría de implementar 

para verificar la autenticidad de las constancias de adscripción indígena 

y la existencia del vínculo comunitario, tratándose del registro de 

candidaturas en los procesos electorales locales. 

 

Además, como materia de la consulta se contemplaron, entre otros 

aspectos, la identidad y pertenencia comunitaria; el proceso de 

expedición de las constancias; los mecanismos para verificar su 

autenticidad y validez del vínculo comunitario; la coordinación 

institucional y las medidas dirigidas a prevenir la simulación y el uso 

indebido de la acción afirmativa indígena. 

 

En ese sentido, para instrumentar el proceso consultivo, el Consejo 

Estatal aprobó el protocolo, la convocatoria, el cuestionario, el 

cuadernillo informativo y la convocatoria para personas observadoras, 
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destacando que se designó a la Coordinación de Grupos Étnicos y 

Pueblos Indígenas como responsable de su organización y a la 

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos para la etapa 

de seguimiento y decisión, además de ordenar la traducción de diversos 

materiales a las lenguas originarias del estado. 

 

Posteriormente, con fecha treinta de junio, se publicaron en el Periódico 

Oficial del Estado los Decretos por medio de los cuales se reformaron, 

adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Local 

y de la Ley Electoral, respecto de las cuales se ahondará en el estudio 

de fondo de la presente resolución.  

 

12.2.  Lineamientos impugnados. 

 

Una vez precisado el contexto en que fue emitido el acto reclamado, se 

procederá a efectuar un breve análisis de este, con el propósito de que 

esta Autoridad Jurisdiccional se encuentre en posibilidad de examinar 

el mismo a la luz de los agravios esgrimidos por las partes actoras en el 

apartado correspondiente al estudio de fondo de la presente resolución. 

 

Con fecha diecisiete de julio, el Consejo Estatal emitió el Acuerdo 

impugnado, mediante el cual se aprobó el dictamen técnico elaborado 

por la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos respecto 

de la información reabada durante la Consulta y como consecuencia de 

dicho ejercicio, se expidieron los Lineamientos para la verificación de 

las constancias de adscripción calificada indígena para el registro de las 

candidaturas en los procesos electorales locales. 

 

En ese orden de ideas, la autoridad responsable señala que se llevó a 

cabo una consulta previa, libre e informada, estructurada por distintas 

fases: 

 

a) Inicialmente se llevaron a cabo acciones de acercamiento y 

acuerdos previos con las autoridades indígenas tradicionales, 

comunitarias e instituciones representativas. 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 33 

b) Posteriormente, se desarrolló una etapa informativa, en la cual se 

difundieron tanto la convocatoria, el cuadernillo informativo y el 

cuestionario respectivo. 

c) Asimismo, se llevó a cabo una etapa deliverativa, destinada a que 

las comunidades reflexionaran sobre los temas consultados 

conforme a sus propias formas de organización y toma de 

decisiones, sin la intervención de la autoridad electoral. 

d) En ese mismo orden de ideas, se efectuó una etapa consultiva, 

en la que se celebraron diversas reuniones y se recabaron las 

respuestas correspondientes. 

e) Por último, se llevó a cabo una etapa de seguimiento y decisión, 

en la cual la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 

Políticos sistematizó y valoró los resultados para elaborar el 

dictamen técnico que posteriormente fue aprobado por la 

autoridad responsable. 

 

De igual manera, en el acuerdo impugnado el Instituto sostuvo que la 

regulación de la adscripción calificada no puede construirse a partir de 

parámetros uniformes, ajenos a la diversidad cultural. 

 

En cuanto a los elementos que permiten acreditar el vínculo de una 

persona con su comunidad, el dictamen destacó que los requisitos 

reconocidos por las propias comunidades son diversos, de manera que 

no resultaba adecuado establecer un único elemento obligatorio para 

todos los casos.  

 

En consecuencia estableció una serie de parámetros o indicadores 

susceptibles de demostrar el vínculo comunitario, así como la forma y 

contenido que debían incluir las constancias de adscripción y las 

autoridades facultadas para emitir tales documentos, circunstancias que 

serán analizadas por este Órgano Jurisdiccional en el apartado 

correspondiente al estudio de fondo de la presente resolución. 

 

13. ESTUDIO DE FONDO 

 

Perspectiva Intercultural 
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Toda vez que el presente asunto se encuentran involucrados aspectos 

relacionados con los sistemas normativos indígenas, su autonomía y 

libre determinación, autoridades tradicionales, representación política 

indígena, autoadscripción, adscripción calificada, Consultas y 

participación política, este Órgano Jurisdiccional tiene el deber de 

efectuar el análisis del mismo a través de una perspectiva intercultural. 

 

Lo anterior en virtud de que la controversia involucra derechos de 

personas, pueblos y comunidades indígenas, por lo que la función 

jurisdiccional no puede agotarse con la aplicación formalmente neutral 

de las normas generales, sino que exige incorporar una perspectiva 

intercultural que permita comprender la controversia a partir del contexto 

social, cultural y normativo en que se desarrolla. 

 

En ese orden de ideas, este Órgano Jurisdiccional considera 

indispensable efectuar el análisis del presente asunto a partir de los 

parámetros establecidos en el Protocolo para Juzgar con Perspectiva 

Intercultural de la Suprema Corte. 

 

En el citado Protocolo se establece que la perspectiva intercultural es 

un método de análisis de las relaciones de poder entre personas 

pertenecientes a culturas distintas e identifica tanto las demandas de 

derechos como las condiciones que obstaculizan su pleno ejercicio 

dentro de una sociedad multicultural.  

 

Ahora bien, la obligación de juzgar con perspectiva intercultural 

encuentra sustento en el reconocimiento constitucional19 de la 

composición pluricultural del Estado Mexicano y, particularmente, en la 

obligación de tomar en consideración las costumbres, especificidades 

culturales y sistemas normativos propios de los pueblos y comunidades 

indígenas. Asimismo, obliga a los Tribunales a analizar los asuntos 

puestos a consideración a partir de la situación histórica de desigualdad 

estructural, discriminación y exclusión que han enfrentado dichas 

 
19 Prevista en el artículo 2 de la Constitución Federal. 
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colectividades, pues tales condiciones pueden constituir obstáculos 

materiales para el ejercicio efectivo de sus derechos. 

 

Por ello, juzgar con perspectiva intercultural no constituye una 

concesión procesal ni supone otorgar automáticamente la razón a una 

persona o comunidad por su pertenencia indígena, sino que versa sobre 

una metodología jurisdiccional diferenciada dirigida a evitar que la 

aplicación aparentemente neutral del derecho reproduzca situaciones 

de desigualdad, desconozca la diversidad cultural o imponga una 

concepción jurídica ajena a las comunidades indígenas. 

 

En ese sentido y de conformidad con el Protocolo, la perspectiva 

intercultural se sustenta en tres pilares fundamentales: igualdad y no 

discriminación, libre determinación y acceso a la justicia. El primero 

exige considerar las dimensiones formal, material y estructural de la 

igualdad, así como incorporar, cuando corresponda, enfoques 

diferenciados e interseccionales; el segundo elemento obliga a 

reconocer la autonomía, autogobierno y los sistemas normativos 

internos de los pueblos y comunidades indígenas; mientras que el 

tercero comprende tanto el acceso a los tribunales como el 

reconocimiento de los mecanismos comunitarios de solución de 

controversias. 

 

Por otra parte, al emitir la sentencia, la perspectiva intercultural exige 

que la autoridad jurisdiccional no examine los hechos, las pruebas y las 

normas desde una concepción exclusivamente estatal o culturalmente 

homogénea. 

 

Por lo que, en primer término, debe identificar y desechar 

estereotipos étnicos o raciales, incluso implícitamente, en la 

comprensión de los hechos, la valoración probatoria o la interpretación 

jurídica. 

 

En segundo lugar, debe reconocer las especificidades culturales 

relevantes para la controversia y valorar si estas inciden en el 
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significado de determinada conductas, hechos, instituciones o medios 

de prueba, por ello la Suprema Corte ha sostenido que el acceso a la 

justicia en estos casos requiere una interpretación culturalmente 

sensible e incluyente, que considere las características de la cultura 

involucrada y al mismo tiempo, garantice los derechos humanos de 

todas las personas. 

 

En tercer término, el Tribunal debe identificar el sistema indígena 

aplicable, cuando exista y articularlo con el sistema jurídico estatal. 

Esto implica reconocer que los sistemas normativos indígenas no 

constituyen simples prácticas sociales carentes de relevancia jurídica, 

sino manifestaciones del derecho a la libre determinación y autonomía 

que deben ser consideradas al resolver la controversia. 

 

En cuarto lugar, cuando exista una posible tensión entre el ejercicio de 

la libre determinación y otros derechos, la autoridad deberá efectuar una 

ponderación contextualizada, procurando maximizar la autonomía de la 

comunidad sin desconocer los derechos fundamentales de las personas 

que la integran. 

 

Finalmente, tanto la decisión como los efectos de la sentencia deben 

ser culturalmente adecuados. Esto significa que la resolución no debe 

centrarse exclusivamente en los parámetros ordinarios del sistema 

jurídico estatal, sino que debe considerar las condiciones, instituciones, 

prácticas y necesidades de las comunidades involucradas, procurando 

que la misma sea eficaz dentro de la realidad cultural. 

 

La relevancia de esta metodología deriva de que la igualdad ante la 

jurisdicción no se alcanza necesariamente mediante un tratamiento 

idéntico, ya que cuando las personas pertenecientes a pueblos y 

comunidades indígenas enfrentan condiciones históricas de 

discriminación, exclusión, marginación o desconocimiento de sus 

instituciones, la aplicación indiferenciada de las reglas ordinarias 

puede producir precisamente desigualdades que el orden constitucional 

pretende superar. 
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De ahí que la perspectiva intercultural opere como una herramienta para 

alcanzar una igualdad sustantiva en el acceso a la justicia, al permitir 

que la autoridad jurisdiccional identifique barreras estructurales, 

lingüísticas, económicas, geográficas, institucionales y procesales que 

podrían impedir el ejercicio efectivo de sus derechos. 

 

Asimismo, su importancia radica en reconocer el pluralismo jurídico 

derivado de la composición pluricultural del Estado Mexicano, ya que 

juzgar con perspectiva intercultural supone abandonar la idea de que 

existe una única forma culturalmente válida de comprender las 

instituciones, los hechos y las relaciones sociales y, en su lugar, 

reconocer que los pueblos y comunidades indígenas cuentan con 

sistemas normativos, instituciones, autoridades y formas propias de 

organización que deben interactuar con el derecho estatal, sin que este 

último se sobreponga al resto. 

 

En consecuencia, esta perspectiva no implica sustituir automáticamente 

el derecho estatal por el sistema normativo indígena ni otorgar 

prevalencia absoluta a uno sobre otro, sino que su finalidad consiste en 

establecer las condiciones necesarias para un análisis intercultural que 

permita resolver la controversia respetando simultáneamente la 

diversidad cultural, la libre determinación, la autonomía y los derechos 

humanos. 

 

Por ello, los Tribunales deben analizar los asuntos sometidos a su 

jurisdicción evitando interpretaciones que perpetúen situaciones de 

desigualdad estructural. Incluso cabe destacar que el Protocolo enfatiza 

que los estándares jurídicos constituyen la base interpretativa a partir 

de la cual las personas juzgadoras deben maximizar los derechos de 

las poblaciones indígenas. 

 

En suma, juzgar con perspectiva intercultural constituye una 

metodología integral de decisión judicial que obliga a identificar la 

presencia de personas indígenas, reconocer su autoadscripción, 
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estudiar el contexto y las asimetrías del poder, garantizar condiciones 

reales de participación, valorar hechos desde una perspectiva 

culturalmente pertinente, reconocer los sistemas normativos, eliminar 

estereotipos, maximizar la autonomía y libre determinación, ponderar 

las eventuales tensiones entre derechos y emitir decisiones 

culturalmente adecuadas. 

 

La observancia de estos parámetros permite que el acceso a la 

jurisdicción deje de ser meramente formal y se convierta en una tutela 

efectiva, materialmente igualitaria y respetuosa del pluralismo jurídico y 

cultural, evitando que el proceso jurisdiccional reproduzca condiciones 

históricas de exclusión que el orden constitucional y convencional 

buscan superar. 

 

En esa medida, la perspectiva intercultural no constituye solamente una 

técnica intepretativa, sino una condición necesaria para hacer efectivos 

los derechos de las personas, pueblos y comunidades indígenas en 

condiciones reales de igualdad. 

 

Una vez precisado lo anterior, se procederá a efectuar el análisis del 

marco normativo tomado en consideración para el dictado de la 

presente resolución, para posteriormente efectuar el análisis de los 

motivos de disenso aducidos por las partes. 

 

13.1. Marco normativo 

 

• De la facultad reglamentaria del Instituto a la luz del principio de 

reserva de ley y de subordinación jerárquica. 

 

En primer término, cabe destacar que de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 41 Base IV incisos b) y c) de la Constitución Federal, el 

Instituto es un organismo público autónomo que tiene a su cargo el 

ejercicio de la función electoral, es decir, de la organización de las 

elecciones, por lo que goza de autonomía en su funcionamiento e 

independencia en sus decisiones. 
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La Suprema Corte, ha destacado las características definitorias de los 

organismos autónomos:20 i) se prevén en la Constitución; ii) mantienen 

relaciones de coordinación con los órganos del Estado; iii) cuentan con 

autonomía e independencia funcional y financiera; y iv) realizan 

funciones primarias u originarias del Estado que requieren ser 

eficazmente atendidas en beneficio de la sociedad. 

 

Con base en lo anterior, la autonomía de la que goza el Instituto proviene 

de su naturaleza constitucional, que consiste en ejercer su competencia 

sin intervención o injerencia de ninguna autoridad, siempre que esta se 

lleve dentro de los límites que marca la Constitución Federal, la 

Constitución Local y la Ley Electoral. 

 

Al respecto, conviene poner de manifiesto que la finalidad constitucional 

que tienen asignada los Institutos Estatales Electorales no solamente 

se reduce a la implementación de las reglas y procedimientos de 

organización de los procesos electorales, sino que comprenden un 

espectro más amplio, en razón de que al lado de la vertiente formal del 

régimen democrático, encontramos un ámbito sustantivo, el cual se 

compone de un conjunto de derechos fundamentales y prerrogativas 

que son, finalmente, el contenido material de todo el entramado 

instrumental de los procesos.21 

 

Por lo anterior, la referida autonomía que es característica del Instituto 

se manifiesta en el ámbito normativo a través de su facultad 

reglamentaria para emitir los acuerdos generales, lineamientos, 

reglamentos y resoluciones que correspondan. 

 

Ahora bien, la facultad reglamentaria es la potestad atribuida por el 

ordenamiento jurídico para emitir normas jurídicas abstractas, 

impersonales y obligatorias, con el fin de proveer en la esfera 

 
20 Jurisprudencia P./J. 12/2008 de rubro “ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. SUS 
CARACTERÍSTICAS.” 
21 Similar criterio sostuvo la sala superior en el expediente SUP-RAP-2017 Y ACUMULADOS. 
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administrativa el exacto cumplimiento de la Ley, por lo que tales 

normas deben estar subordinadas a esta. 

 

Cabe precisar que dicha facultad reviste suma relevancia para el 

derecho electoral, en virtud de que si bien es cierto tanto la Constitución 

Local como la Ley Electoral establecen normas sustantivas -reconocen 

derechos e imponen obligaciones- resulta indispensable la creación de 

normas de carácter adjetivo -a través de las cuales sea posible hacer efectivo 

el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley-22 

 

Acorde con lo previamente señalado, el artículo 36 duodécimo párrafo  

de la Constitución Local expresamente reconoce la facultad 

reglamentaria del Instituto para emitir los acuerdos generales, 

lineamientos, reglamentos y resoluciones que correspondan, siempre y 

cuando se sujete estrictamente a lo previsto en las disposiciones legales 

aplicables. 

 

Además, dicha limitación se replica en idénticos términos en el artículo 

3 párrafo tercero de la Ley Electoral. 

 

Dicha limitación resulta acorde con la Jurisprudencia P./J.30/2007 de 

rubro “FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LIMITES.”,23 en la que el Pleno 

de la Suprema Corte determinó que la facultad reglamentaria se 

encuentra limitada por los principios de reserva de ley y subordinación 

jerárquica. 

 

El principio de reserva de ley tiene verificativo cuando una norma 

constitucional reserva expresamente a la ley la regulación de una 

determinada materia, por lo que excluye la posibilidad de que los 

aspectos de esa reserva sean regulados por disposiciones de 

naturaleza distinta a la ley. 

 

 
22 Jurisprudencia de la otrora Segunda Sala de la Suprema Corte, identificada con el numeral 2a./J 
128/2011. 
23Consultable en la siguiente dirección electrónica: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/172521 
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Por otro lado, el principio de jerarquía normativa consiste en que el 

ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el 

contenido de una ley, es decir, los reglamentos tienen como límite 

natural los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la 

ley que reglamentan, detallando su hipótesis y supuestos normativos de 

aplicación, sin que pueda contener mayores posibilidades o imponga 

distintas limitantes a las de la propia ley que va a reglamentar. 

 

En síntesis, la reserva de ley impide que la facultad reglamentaria 

aborde materias exclusivas del legislador, mientras que la 

subordinación jerárquica se constriñe a la norma secundaria para que 

solamente desarrolle y complemente lo que dispone la ley, sin ir más 

allá de ella. 

 

Precisado lo anterior, se tiene que dichos principios son aplicables a las 

disposiciones administrativas, ya que corresponden a un conjunto de 

reglas sometidas al ordenamiento que desarrollan, con el objeto de 

lograr su plena y efectiva aplicación.24 

 

No obstante, en el caso de los órganos constitucionales autónomos, 

como lo es la autoridad responsable, la facultad reglamentaria adquiere 

una trascendencia y significado particular, ya que el parámetro de 

control constitucional de su actuación tiene como fundamento una base 

constitucional propia. 

 

En el caso del Instituto, este tiene una facultad regulatoria, en su calidad 

de órgano constitucional autónomo, que cuenta con una naturaleza y 

atribuciones concretas previstas en los artículos 116 fracción IV de la 

Constitución Federal, 36 duodécimo párrafo de la Constitución Local y 

3 párrafo tercero de la Ley Electoral. 

 

Al respecto, la Sala Superior ha sostenido25 que las materias reservadas 

expresamente al legislador no pueden ser sujetas de regulación por la 

 
24 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en el expediente de clave SUP-JE-
27/2024 
25 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en la sentencia de clave SUP-JE-27/2024 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 42 

autoridad administrativa y que en los casos en que sea posible ejercer 

la facultad reglamentaria, esta se debe ejercer dentro de los límites que 

establece la Constitución Federal, Local y las leyes aplicables. 

 

Así también, la Suprema Corte sostuvo, en la acción de 

inconstitucionalidad 15/2017 y acumuladas, que los derechos humanos 

son responsabilidad compartida entre todos los poderes públicos, 

respetando el parámetro constitucional y el ámbito competencial de 

cada uno de ellos. 

 

En ese sentido, reconocer que otras autoridades tienen atribuciones 

para expedir dentro de sus competencias normas de derechos humanos 

-incluso los de carácter político electoral- implica cumplir con una obligación 

internacional del Estado Mexicano. 

 

De ahí que los organismos públicos locales electorales pueden ejercer 

su facultad reglamentaria cuando: 

 

a) No exista una reserva legal; 

b) Se realice dentro del marco de sus competencias constitucionales 

y legales; y 

c) Sin ir más allá de la norma que le da origen. 

 

De lo anterior puede señalarse que si la ley define el “qué”, “para quién” 

o “para quiénes”, “en dónde” y “cuándo” puede darse una situación 

jurídica general, hipotética y abstracta, a los reglamentos, lineamientos 

y acuerdos generales les corresponde definir el “cómo” de esos 

supuestos jurídicos, pues se parte del supuesto de que desarrollan la 

aplicabilidad y obligatoriedad de un principio ya definido por la ley -en 

sentido amplio- sin que pueda ir más alla con la finalidad de contradecirla 

o extenderla a supuestos que resulten inaplicables, pues en todo caso 

debe concretarse a indicar la forma y los medios para cumplirla. 

 

Por tanto, si se respetan las garantías apuntadas, es válido que en un 

reglamento se desarrollen derechos, modalidades, variables 
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normativas26, restricciones u obligaciones a cargo de los sujetos que 

en ellos se vinculen, siempre y cuando estos tengan sustento en el 

sistema normativo, es decir, en las disposiciones, principios y valores 

tutelados por la ley que regulan, por la Constitución e incluso, tratándose 

de derechos humanos, por los Convenios en esa materia que haya 

celebrado el Estado Mexicano.27 

 

En conclusión, la facultad reglamentaria no tiene un alcance tal que 

pueda modificar o alterar el contenido de una Ley, pero si puede 

detallar los supuestos normativos para su aplicación, sin incluir 

otros que sean contrarios al orden jurídico, ni crear límites 

distintos a los previstos expresamente en la Ley, pues esta finalidad 

tiende a la modulación de las previsiones legales para, entre otros 

aspectos, dar alcance, sentido y aplicabilidad a las normas legales 

de acuerdo con la finalidad que se busca y con el contexto al que 

se pretende aplicar. 

 

• De los derechos de los pueblos y comunidades indígenas en 

materia político-electoral 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1 de la Constitución 

Federal, todas las personas gozan de los derechos humanos 

reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte. 

 

Además, dicho precepto normativo establece que las normas relativas 

a los derechos humanos se interpretarán de modo que más favorezcan 

a las personas y permitan la protección más amplia. 

 

En ese mismo orden de ideas, todas las autoridades del Estado 

Mexicano, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 

 
26 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente 
de clave SUP-RAP-135/2016 
27 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente 
de clave SUP-RAP-232/2017 Y ACUMULADOS. 
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conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. 

 

Por su parte, la noción de igualdad se desprende directamente de la 

unidad del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de 

la persona, mientras que la no discriminación, junto con la igualdad, son 

elementos constitutivos de un principio básico y general relacionado con 

la protección de los derechos humanos. 

 

En el caso de los derechos de los pueblos y comunidades indígenas, el 

artículo 2 de la Constitución Federal contempla, entre otros aspectos, lo 

siguiente: 

 

a) La Nación Mexicana es única e indivisible, con una composición 

pluricultural y multiétnica sustentada originalmente en sus pueblos 

indígenas, que son aquellas colectividades con una continuidad 

histórica de las sociedades precoloniales establecidas en el 

territorio nacional y que conservan, desarrollan y transmiten sus 

instituciones sociales, normativas, culturales y políticas o parte 

ellas. 

 

b) La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio 

fundamental para determinar a quiénes se aplican las 

disposiciones sobre pueblos indígenas. 

 

c) Las comunidades integrantes de un pueblo indígena son aquellas 

que forman una unidad social, económica y cultural, asentadas en 

un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo a 

sus sistemas normativos. 

 

d) Reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comunidades 

indígenas a la libre determinación y en consecuencia su 

autonomía para decidir, conforme a sus sistemas normativos, sus 

formas internas de gobierno, de convivencia y de organización 

social, económica, política y cultural. 
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e) Tutela el derecho de los pueblos y comunidades indígenas de ser 

consultados sobre las medidas legislativas o administrativas que 

se pretendan adoptar, cuando estas puedan causar afectaciones 

o impactos significativos en su vida o entorno, con la finalidad de 

obtener su consentimiento o, en su caso, llegar a un acuerdo 

sobre tales medidas 

Por su parte, en el ámbito internacional, los derechos político-

electorales de los pueblos y comunidades indígenas encuentran 

sustento, entre otros instrumentos, en el Convenio 169 de la OIT, así 

como en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas. 

 

Estos instrumentos parten del reconocimiento de que los pueblos 

indígenas son titulares de derechos tanto individuales como colectivos 

y que su participación política no se agota con el ejercicio de los 

derechos reconocidos a la ciudadanía en general, sino que comprende 

una dimensión específica vinculada a la libre determinación, autonomía, 

autogobierno, conservación de sus instituciones representativas y 

participación efectiva en las decisiones públicas. 

 

En ese sentido, el Convenio 169 de la OIT establece como uno de sus 

postulados fundamentales el derecho de los pueblos indígenas a 

mantener y fortalecer sus culturas, formas de vida e instituciones 

propias, así como a participar de manera efectiva en las decisiones 

que les afecten.  

 

En relación con el ejercicio de los derechos de participación política, el 

artículo 6 del Convenio impone a los Estados el deber de establecer 

mecanismos que permitan a los pueblos indígenas participar libremente 

en la adopción de decisiones dentro de instituciones electivas, 

organismos administrativos y demás instancias. 

 

De lo anterior se desprende que el derecho de participación política de 

los pueblos indígenas posee una doble dimensión. Por una parte, 

comprende su participación, en condiciones de igualdad y sin 
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discriminación, en las instituciones políticas y electorales del Estado, 

mientras que la otra, tutela el ejercicio de sus propias formas de 

organización, representación y adopción de decisiones, conforme con 

sus instituciones y procedimientos internos. 

 

Particular relevancia adquiere el derecho de los pueblos indígenas a 

intervenir directamente en la conformación de su representación 

política, pues en la Declaración se establece que tienen derecho a 

participar en la adopción de decisiones respecto de las cuestiones que 

afecten sus derechos, por conducto de representantes elegidos por 

ellos. 

 

En ese mismo orden de ideas, la Convención Internacional sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial28, establece 

que las acciones afirmativas deben ser adoptadas con el fin exclusivo 

de asegurar el adecuado progreso de los pueblos indígenas, por ello 

son necesarias para garantizar, en condiciones de igualdad, el ejercicio 

de los derechos fundamentales, como lo son los político-electorales. 

 

Por su parte, la Constitución Local29, reconoce el derecho de los pueblos 

indígenas de ejercer su autonomía, entendida como la libre 

determinación para establecer sus formas de organización que les 

permitan vivir y desarrollarse libremente. 

 

Por tanto, del marco normativo local, nacional e internacional 

previamente referido se desprende que la tutela de los derechos 

político-electorales de las personas, pueblos y comunidades indígenas 

exige reconocer que su ejercicio debe analizarse desde una perspectiva 

colectiva, intercultural y de igualdad sustantiva, que permita armonizar 

su derecho a participar plenamente en las instituciones representativas 

del Estado con el respeto a sus propias formas de organización política. 

 

En conclusión, México es un país de composición pluricultural, una 

nación en la cual 39.2 millones de personas se autoadscriben como 

 
28 Artículo 1 numeral 4 
29 Artículo 8 
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pertenecientes a pueblos o comunidades indígenas30, por lo que es 

indispensable que exista diversidad cultural en los cargos de elección 

popular. 

• Autodeterminación partidista  

 

Los partidos políticos son el resultado del ejercicio de la libertad de 

asociación en materia política, previsto en los artículos 9 primer párrafo, 

35 fracción III y 41 párrafo segundo, fracción I de la Constitución 

Federal; 22 y 25 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 

Políticos, así como 16 y 23 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 

 

Derivado de lo anterior, el artículo 41, base I de la Constitución Federal 

reconoce que los partidos políticos son entidades de interés público que 

tienen como fines promover la participación ciudadana en la vida 

democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir a la 

integración de órganos de representación política y hacer posible el 

acceso de la ciudadanía al ejercicio del poder público. 

 

Asimismo, se dispone31 expresamente que las autoridades electorales 

solamente pueden intervenir en los asuntos internos de los partidos 

políticos, en los términos que señale la propia Constitución y las leyes. 

 

De dicho entramado normativo se desprenden los denominados 

principios de autoorganización y autodeterminación, de los partidos 

políticos, los cuales tienen el propósito fundamental de proteger los 

actos relativos a los asuntos internos de esas entidades de interés 

público. 

 

Sobre dicho tópico, la Sala Superior ha establecido el criterio de que las 

autoridades electorales deben respetar la vida interna de los partidos 

políticos en la toma de sus decisiones, siendo deber de las autoridades 

 
30 INEGI, “Estadísticas a propósito del día internacional de los pueblos indígenas” (9 de agosto) disponible 
en la liga: 
 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2025/EAP_PuebIndig_25.pDF, 
relativa a información recabada en el 2023. 
31 Artículo 41 base I párrafo tercero, en correlación con el similar 116, fracción IV, inciso f) de la 
Constitución Federal 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2025/EAP_PuebIndig_25.pDF
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jurisdiccionales observar los referidos principios al resolver las 

impugnaciones relacionadas con aspectos internos de los institutos 

políticos. 

 

De igual forma, la Sala Superior ha sostenido que el principio de 

autoorganización y autodeterminación de los partidos políticos implica 

el derecho de gobernarse internamente en los términos que se ajusten 

a su ideología e intereses políticos, siempre que sean acordes con los 

principios del orden democrático. 32 

 

Es decir, esa libertad o capacidad autoorganizativa de los partidos 

políticos no es ilimitada, ya que es susceptible de delimitación legal, 

siempre y cuando se respete su núcleo básico o esencial de su derecho 

político-electoral de asociación, así como otros derechos 

fundamentales. 

 

En esa tesitura, cabe destacar que la Ley de Partidos33 establece que 

los asuntos internos de los partidos comprenden el conjunto de actos 

y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con 

base en las disposiciones previstas en la Constitución Federal, la Ley, 

así como su respectivo Estatuto y los reglamentos que aprueben sus 

órganos de dirección. 

 

En conclusión, tanto la Constitución Federal como la Ley de Partidos 

reconoce los derechos de autoorganización y autodeterminación de los 

partidos políticos, pero a su vez establecen que dichas prerrogativas no 

son ilimitadas y se circunscriben a aspectos específicos que además no 

eximen a las instituciones políticas de atender a lo ordenado en la 

Constitución y en las leyes respectivas. 

 

• Consulta previa, libre e informada 

 

 
32 De conformidad con lo razonado por la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente de 
clave SUP-JDC-2456/2020 
33 Artículo 34 numerales 1 y 2. 
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De la interpretación de los artículos 1 y 2 Apartado B de la Constitución 

Federal, en relación con el numeral 6 del Convenio 169 de la OIT, se 

advierte que las autoridades administrativas electorales de cualquier 

orden de gobierno, tienen el deber de consultar a las comunidades 

indígenas mediante mecanismos eficaces que garanticen su 

conocimiento y por conducto de sus instituciones representativas, cada 

vez que pretendan emitir alguna medida susceptible de afectarles 

directamente, con el objeto de garantizar la vigencia de sus derechos y 

el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades.34 

 

De conformidad con lo señalado por el Convenio 169 de la OIT, el 

derecho a la consulta constituye una manifestación específica del 

derecho de participación y libre determinación. 

 

El citado derecho consiste en que los pueblos indígenas deben ser 

consultados, mediante procedimientos apropiados y a través de sus 

instituciones representativas, siempre que se prevean medidas 

legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. 

Dichas consultas deben realizarse de buena fe, de manera apropiada a 

las circunstancias y con la finalidad de lograr el consentimiento respecto 

de las medidas propuestas. 

 

En términos coincidentes, la Declaración dispone que los Estados 

deben consultar y cooperar de buena fe con los pueblos indígenas, por 

conducto de sus instituciones representativas, antes de adoptar o 

aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, con el 

propósito de obtener su consentimiento libre, previo e informado. 

 

Por tanto, la consulta indígena no constituye un mecanismo para 

recabar la opinión de las comunidades, sino una garantía vinculada con 

su derecho a intervenir efectivamente en aquellas decisiones estatales 

que incidan directamente en sus derechos; por ello, su realización debe 

 
34 De conformidad con lo establecido por la jurisprudencia 37/2015 de rubro “CONSULTA PREVIA A 
COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE REALIZARSE POR AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 
ELECTORALES DE CUALQUIER ORDEN DE GOBIERNO, CUANDO EMITAN ACTOS SUSCEPTIBLES DE 
AFECTAR SUS DERECHOS.” 
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reconocer como interlocutores a las instituciones representativas de los 

propios pueblos. 

 

Al respecto, tanto la Suprema Corte como la Sala Superior, siguiendo 

diferentes estándares internacionales, han identificado elementos 

mínimos que deben guiar el proceso de consulta, determinando que la 

misma debe ser: i) previa; ii) culturalmente adecuada; iii) informada, a 

través de sus representantes o autoridades tradicionales; y iv) de buena 

fe.35 

 

En primer término, la consulta debe ser previa a la adopción de la 

medida que pueda afectar los derechos de las comunidades, con el 

objetivo de que los pueblos indígenas puedan verdaderamente 

participar e influir en el proceso de adopción de decisiones. 

 

Asimismo, debe ser culturalmente adecuada, es decir, el deber estatal 

de consultar a los pueblos indígenas debe cumplirse de acuerdo con 

sus costumbres y tradicionales. 

 

A su vez, el carácter informativo de la consulta supone que se brinde 

información completa y que exista una comunicación constante entre 

las partes. 

 

Por último, la consulta debe hacerse de buena fe, es decir, no debe 

agotarse en un mero trámite formal, sino que debe concebirse como un 

verdadero instrumento de participación, que debe responder al objetivo 

último de establecer un diálogo entre las partes. 

 

Además, cabe destacar que la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos36 ha concluido que no hay un único modelo apropiado para 

implementar las consultas, sino que se debe atender a la finalidad de la 

 
35 De conformidad con lo señalado en la Tesis LXXXVII/2015, de rubro “CONSULTA PREVIA A 
COMUNIDADES INDÍGENAS. REQUISITOS DE VALIDEZ DE LA REALIZADA POR AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA ELECTORAL, CUANDO EMITA ACTOS SUSCEPTIBLES DE AFECTAR SUS 
DERECHOS.” 
36 Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs Ecuador, dictada el veintisiete de junio de dos mil 
doce. 
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misma, las circunstancias nacionales, las de los pueblos y comunidades 

indígenas, así como la naturaleza de las medidas consultadas. 

 

 

 

 

• Carta de autoadscripción y constancia de adscripción calificada 

indígena 

 

La Sala Superior ha sido reiterativa37 en el sentido de que la efectividad 

de la acción afirmativa indígena debe pasar por el establecimiento de 

candados que eviten una autoadscripción no legítima y un fraude al 

ordenamiento jurídico, es decir, que personas no indígenas quieran 

situarse en esa circunstancia con el propósito de obtener una ventaja 

indebida al reclamar para sí derechos que constitucional y 

convencionalmente solamente corresponden a los pueblos y 

comunidades indígenas. 

 

En ese orden de ideas, la Sala Superior ha determinado como 

pertinente y necesaria la adscripción calificada para quienes 

pretenden ocupar una candidatura a partir de una acción afirmativa 

indígena, en virtud de que dichas acciones se han diseñado para 

contrarrestar la invisibilización y subrepresentación de las personas que 

integran los pueblos y comunidades indígenas, por lo que debe evitarse 

cualquier uso contrario a esa finalidad. 

 

Por tanto, dicha Autoridad Jurisdiccional ha determinado que los 

partidos políticos y las autoridades electorales tienen un deber especial 

de diligencia para garantizar que esos espacios sean efectivamente 

ocupados por quienes representarán las voces, cuerpos y agendas de 

personas que históricamente han sido excluídas de los espacios de 

deliberación y toma de decisiones.38 

 

 
37 A partir de la sentencia dictada en el recurso de apelación SUP-RAP-726/2017 y acumulados 
38 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente 
de clave SUP-JDC-474/2024 
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Ante la importancia de garantizar que las personas que se postulen a 

través de una medida afirmativa indígena efectivamente integren una 

comunidad, la Sala Superior39, desde el año dos mil veintiuno, le ordenó 

al Instituto Nacional Electoral emitir lineamientos que permitieran 

verificar de manera certera el cumplimiento de la adscripción calificada, 

con el propósito de que, al momento del registro de la candidatura 

correspondiente, las autoridades electorales contaran con los 

elementos objetivos e idóneos necesarios que permitieran acreditarla. 

 

Lo anterior pues, a consideración de la Sala Superior, que además 

comparte este Órgano Jurisdiccional, la salvaguarda de las acciones 

afirmativas, como mecanismo idóneo para garantizar la 

representatividad política de aquellos grupos, colectivos y personas, a 

quienes se les ha privado de la participación activa en la vida pública, 

debe ser prioridad, en tanto ello atiende al principio constitucional de 

igualdad, así como a una obligación convencional. 

 

En ese sentido, se han establecido dos requisitos indispensables para 

acreditar que la persona postulante a una candidatura indígena 

efectivamente forma parte integrante de una, a saber: 

 

a) Carta de autoadscripción, la cual es un documento suscrito por 

la persona que pretende postularse, en el que se manifiesta su 

autoadscripción a un pueblo o comunidad indígena; 

b) Constancia de adscripción indígena, la cual consiste en un 

documento expedido por un tercero, en su carácter de autoridad 

a partir del cual manifiesta reconocer a la persona que pretende 

ser postulada a una candidatura, como perteneciente al pueblo y 

a la comunidad indígena que aspira representar.40 

 

Precisado lo anterior, cabe destacar que con el solo hecho de que una 

persona se asuma como indígena, la autoridad debe considerarla con 

tal carácter, por lo que por regla general, la autoadscripción genera la 

presunción de validez respecto del acto unilateral por el que una 

 
39 Al resolver el expediente de clave SUP-REC-1410/2021 y acumulados. 
40Definición realizada por la Sala Superior en el expediente de clave SUP-JDC-474/2024 
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persona se identifica como miembro de una comunidad indígena, 

puesto que al tratarse de una identificación subjetiva con una identidad 

cultural, quien se autoadscribe como tal no tiene la carga de la prueba 

sobre esa circunstancia. 

 

Situación contraria ocurre con la constancia de adscripción indígena, 

ya que esta tiene como finalidad que, al menos, una autoridad indígena, 

tradicional o comunitaria con legitimidad dentro de la comunidad a la 

que se pretende representar mediante una candidatura por acción 

afirmativa indígena, sea quien corrobore si la persona postulante es 

parte o no de la comunidad. 

 

Es decir, además del dicho de su adscripción, las personas que se 

autoadscriban como indígenas deben aportar pruebas para demostrar 

vínculos con la comunidad a la que pretenden representar al momento 

de la postulación de una candidatura. 

 

Dicho requisito se sustenta en el artículo 2 tercer párrafo de la 

Constitución Federal, al señalar que una persona indígena es aquella 

que se autoadscriba como tal; sin embargo, al tratarse de escaños 

especificamente reservados para la representatividad indígena, la 

carga probatoria adicional materializa la formalidad de la norma 

constitucional. 

 

Por tanto, dichas figuras tienen como propósito la debida observancia 

del deber constitucionalmente previsto de establecer protecciones 

jurídicas especiales a fin de que las personas, pueblos y comunidades 

indígenas tengan un acceso real a los espacios públicos de 

representación. 

 

Por ello, la Sala Superior ha considerado necesario acreditar la 

adscripción calificada, es decir, determinó que la misma debía basarse 

en elementos objetivos, a fin de que no quede duda de que la 

autoconciencia -autoadscripción- está justificada41, para lograr con ello 

 
41 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente 
de clave SUP-JDC-656/2021 
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que la acción afirmativa efectivamente se materialice en las personas 

a las que va dirigida. 

 

En ese mismo orden de ideas, la Sala Superior reconoció42 que la 

adscripción calificada debía ser comprobada con los medios 

probatorios idóneos para ello, para lo cual resulta indispensable que 

se corrobore la existencia de un vínculo efectivo entre una comunidad o 

pueblo indígena y la persona que se adscribe como su integrante. 

 

Lo anterior, como se ha señalado en diversas ocasiones, tiene como 

propósito garantizar que se votará efectivamente por candidaturas 

indígenas, asegurando que las personas electas representarán los 

intereses reales del grupo en cuestión y no que, por el contrario, se 

adjudicaron derechos constitucionales que no se encontraban dirigidos 

a ellos. 

 

Cabe precisar que dichos requisitos no desconocen la exigencia 

respecto a que, en casos relacionados con el derecho electoral 

indígena, todos los órganos y autoridades realicen el estudio de las 

constancias que se les presenten con una perspectiva intercultural, 

ponderando las circunstancias especiales y particulares que se 

presenten en cada caso concreto.  

 

Es decir, la perspectiva intercultural obliga a que las pruebas sobre ese 

aspecto se analicen considerando el sistema normativo interno de la 

comunidad, su cosmovisión y sobre todo atenderse elementos 

culturales que los identifiquen. 

 

Cabe precisar además que la Sala Superior ya ha determinado que la 

exigencia de la adscripción calificada no elimina la perspectiva 

intercultural, sino que por el contrario, afirma que son necesarios los 

juicios con un análisis probatorio intercultural, en el cual se 

observe que la adscripción esté relacionada con la identidad 

 
42 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente 
de clave SUP-JDC-656/2021 
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cultural y que las pruebas presentadas adviertan la cultura a la que 

la persona se autoadscribe.43 

Bajo esa lógica, los documentos presentados para actualizar la 

adscripción calificada deben analizarse con la ausencia de formalismos 

administrativos o procesales que eviten constatar que quien los emite 

son personas con la calidad con la que firman, en el que se advierta que 

es el lugar al que pertenece, conoce y en el que habita, para que 

represente una cultura en particular, por ello se reitera que las pruebas 

deben ser analizadas desde una perspectiva intercultural y con 

reconocimiento al pluralismo jurídico que existe en nuestro país. 

 

• Alcance constitucional del derecho al sufragio pasivo y el derecho 

a ser postulado a una candidatura44 

 

La Sala Superior ha reiterado que los derechos fundamentales de 

carácter político electoral (derechos de votar, ser votado) con todas las 

facultades inherentes a tales derechos, tienen como principal 

fundamento promover la democracia representativa, por lo que su 

interpretación no debe ser restrictiva, sin que ello signifique que tales 

derechos sean absolutos o ilimitados.45 

 

En ese sentido, se debe reconocer que determinados derechos pueden 

ser limitados o modulados por otros bienes o principios constitucionales 

del propio ordenamiento. 

 

Ahora bien, el artículo 35 fracción II de la Constitución Federal reconoce 

el derecho fundamental a ser votado en condiciones de paridad para 

todos los cargos de elección popular y nombrado para cualquier otro 

 
43 Jurisprudencia 19/2018 de rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL. ELEMENTOS 
PARA SU APLICACIÓN EN MATERIA ELECTORAL” , en correlación con la tesis LII/2016 de rubro 
“SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. SE INTEGRA POR EL DERECHO INDÍGENA Y EL DERECHO 
FORMALMENTE LEGISLADO”. 
44 El presente marco normativo se retoma de la sentencia dictada por la Sala Superior en el 
expediente de clave SUP-JDC-552/2021 
45 Jurisprudencia 29/2002 de rubro “DERECHOS FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLÍTICO-

ELECTORAL. SU INTERPRETACIÓN Y CORRELATIVA APLICACIÓN NO DEBE SER RESTRICTIVA”, así 
como la Jurisprudencia P.J. 122/2009 de rubro “DERECHOS Y PRERROGATIVAS CONTENIDOS EN LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SON INDISPONIBLES PERO NO 
LIMITADOS” 
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cargo o comisión, siempre y cuando cuente con las calidades que 

establezca la ley. 

 

Por su parte, tratándose del derecho fundamental de ser votado para 

todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que 

establezca la ley, la restricción a su ejercicio está condicionada a los 

aspectos intrínsecos del ciudadano o ciudadana y no así a aspectos 

extrínsecos. 

 

Lo anterior de conformidad con lo determinado por el Pleno de la SCJN, 

que ha determinado que el derecho a ser votado esta sujeto al 

cumplimiento de los requisitos que tanto la Constitución Federal como 

las leyes generales, constituciones locales y leyes locales establecen. 

 

En ese sentido, la Sala Superior ha reiterado en diversas ocasiones el 

criterio de que las normas de corte restrictivo en relación con el ejercicio 

de derechos político-electorales, específicamente al de ser votado, su 

interpretación debe ser estricta, a fin de lograr plena vigencia, cierta y 

efectiva del citado derecho, mediante la elección de una persona que 

posea todas las cualidades exigidas por la normatividad y cuya 

candidatura no vaya en contra de alguna de las prohibiciones 

expresamente previstas.46 

 

En ese orden de ideas, cualquier limitación o restricción a un derecho 

fundamental debe estar encaminada a protegerle e incluso 

potencializarlo. 

 

Por ello, los requisitos de elegibilidad son las condiciones, cualidades, 

características, capacidad y aptitudes establecidas tanto en la 

Constitución como en la Ley respectiva, que una persona debe cumplir 

para ocupar un cargo de elección popular. 

 

 
46 Jurisprudencia 14/2019 de rubro “DERECHO A SER VOTADO. EL REQUISITO DE SEPARACIÓN DEL 

CARGO DEBE ESTAR EXPRESAMENTE PREVISTO EN LA NORMA”, así como en las sentencias 
dictadas por la Sala Superior en los expedientes de clave SUP-REC-220/2015 y SUP-JRC-406/2017 
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En ese sentido, es factible concluir que la elegibilidad es la posibilidad 

real y jurídica de que las y los ciudadanos, en ejercicio de su 

prerrogativa de ser votados, esté en cabal aptitud de asumir un cargo 

de elección popular, al satisfacer las calidades previstas como 

exigencias inherentes a su persona, tanto para ser registradas como 

para ocupar el cargo en caso de triunfar en la elección, es decir, por 

reunir los requisitos indispensables para participar en el proceso 

electoral. 

 

Ahora bien, cabe precisar que existen dos tipos de requisitos de 

elegibilidad, a saber: 

 

a) Los positivos, que se refieren al conjunto de condiciones que se 

requieren para poseer la capacidad de ser elegible, es decir, son 

características subjetivas que debe reunir el o la interesada para 

que surja el derecho individual a ser elegible a un cargo de 

elección popular, por ejemplo, en el caso de las candidaturas 

indígenas, acreditar su adscripción calificada como tal. 

 

b) Los negativos, que constituyen condiciones para un ejercicio 

preexistente y en principio, se pueden eludir, por ejemplo 

mediante la separación o renuncia del cargo o impedimento que 

las origina. 

 

El establecimiento de estos requisitos alude a la importancia que 

revisten los cargos de elección popular, mismos que constituyen la base 

en la que descansa la representación para el ejercicio de la soberanía 

del pueblo -cobrando especial relevancia al tratarse de la representación de un 

grupo históricamente discriminado, como lo es la población indígena-; de manera 

tal que dichos requisitos buscan garantizar la idoneidad de las 

personas que aspiran a ocupar los cargos atinentes a través de 

ciertas exigencias. 

 

En ese orden de ideas, en la sentencia de clave SUP-REC-1410/2021 

y acumulado, la Sala Superior reconoció que los requisitos de carácter 
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positivo, en términos generales, deben ser acreditados por las personas 

que aspiran a una candidatura, así como por los partidos políticos que 

los postulen, ello mediante la exhibición de los documentos 

atinentes, por lo que a éstos les corresponde la carga de la prueba. 

 

En conclusión, si el registro de una candidatura se realiza afirmado que 

se trata de una persona indígena, resulta válido afirmar que se hace así 

atendiendo a una característica o cualidad inherente a la persona, por 

lo que en dichos casos éstas son equiparables a los requisitos de 

elegibilidad47, por lo que las mismas pueden validamente ser revisadas 

al momento del registro correspondiente, así como durante la 

determinación de la validez de la elección y asignación correspondiente. 

 

En virtud de que de lo contrario, se desnaturalizaría la esencia de la 

candidatura indígena establecida con el fin de cumplir la obligación del 

Estado Mexicano de lograr una igualdad sustantiva con dicho grupo 

vulnerable, con lo cual indirectamente se podrían legitimar fraudes a 

éstas.48 

 

• Decretos LXVIII/RFCNT/0557/2026 VIII P.E. y 

LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E. 

 

Con fecha treinta de julio, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, 

los Decretos en cita, por medio de los cuales se reformaron, adicionaron 

y derogaron diversas disposiciones tanto de la Constitución Local, como 

de la Ley Electoral, los cuales fueron aprobados a través del similar 

LXVIII/DRFCT/0560/2026 II D.P. 

 

Ahora bien, en el Decreto LXVIII/RFCNT/0557/2026 VIII P.E., relativo a 

las modificaciones efectuadas a la Constitución Local se establecieron 

los siguientes artículos transitorios: 

 

 
47 Similar criterio sostuvo la Sala Superior en el expediente de clave SUP-REC-1410/2021 y 
acumulados 
48 Criterio sostenido por la Sala Superior en las sentencias dictadas en los expedientes SUP-REC-
876/2018 y su acumulado. 
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“ARTÍCULO SEGUNDO.- Las reformas realizadas a la 
Constitución política del Estado Libre y Soberano de 
Chihuahua, respecto de la prohibición de reelección de las 
personas servidoras públicas en ellas mencionadas, serán 
aplicables a partir de los procesos electorales locales a 
celebrarse en el año 2030. En consecuencia, las personas que 
en el año 2030 se encuentren ejerciendo los cargos públicos a 
que hace referencia la presente reforma, no podrán postularase 
para procesos de reelección. 
 
Las personas que estén en posibilidad de reelegirse en el año 
2027 deberán cumplir de manera objetiva y formal con los 
requisitos expresamente establecidos en la Constitución y en 
la ley. Quienes pretendan reelegirse podrán optar por 
separarse o no de su cargo. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- A las personas que actualmente 
ejerzan un cargo de elección popular, habiendo sido postuladas 
en cumplimiento a alguna acción afirmativa y que pretendan 
participar bajo la modalidad de elección consecutiva por el 
mismo cargo y ámbito territorial en el proceso electoral loca 
2026-2027, tendrán por acreditado su pertenencia al grup de 
atención prioritaria 
 
En consecuencia, las personas que pretendan participar bajo 
la modalidad de elección consecutiva por el mismo cargo y 
ámbito territorial conservarán su derecho a solicitar el registro 
correspondiente, sin que la entrada en vigor del presente 
Decreto constituya, por sí misma, impedimento para su 
postulación” 

 

Por su parte, en el Decreto LXVIII/RFLYC/0558/2026 VIII P.E., relativo 

a las modificaciones efectuadas a la Ley Electoral, se establecieron de 

igual manera los artículos segundo y tercero transitorios, en los mismos 

términos que los previamente citados. 

 

De los preceptos normativos referidos con anterioridad se advierte que 

fue intención del legislador que: 

 

1. Por cuanto hace a la reelección. Establece que las reformas 

respecto a la prohibición de reelección serán aplicables hasta el 

año 2030. 

 

Por lo que las personas que estén en posibilidad de reelegirse en 

el año 2027, podrán válidamente hacerlo, siempre y cuando 

cumplan con los requisitos establecidos en la Constitución Local 

y en la Ley. 
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2. Por cuanto hace a la acreditación de su pertenencia a un 

grupo vulnerable. Refiere que aquellas personas que i) 

actualmente ejercen un cargo de elección popular; ii) fuesen 

postuladas en cumplimiento de alguna acción afirmativa; y iii) 

pretendan participar bajo la modalidad de elección consecutiva 

por el mismo cargo y ámbito territorial en el proceso electoral local 

2026-2027, tendrán por acreditada su pertenencia al grupo de 

atención prioritaria. 

 

13.2. Análisis de los motivos de disenso esgrimidos por las partes 

actoras 

 

13.2.1.  La autoridad responsable excedió su facultad reglamentaria al 

emitir los Lineamientos controvertidos y además incurrió en una 

desviación al cumplimiento jurisdiccional. 

En el presente apartado, esta Autoridad Jurisdiccional procederá a dar 

respuesta a las siguientes interrogantes, a partir de los agravios aducidos 

por los promoventes: 

 

a) En primer término, se analizará si la autoridad responsable 

excedió los limites de su facultad reglamentaria al emitir los 

Lineamientos controvertidos y además, si utilizó los precedentes 

jurisdiccionales invocados para justificar dicha transgresión, en 

contravención al principio de reserva de ley. 

 

b) Posteriormente, se verificará si el acto controvertido transgrede el 

derecho de autodeterminación de los partidos políticos; ii) el 

derecho a la libre determinación y autonomía de los pueblos y 

comunidades indígenas, los principios de proporcionalidad, 

certeza, seguridad jurídica y progresividad y el derecho de no 

discriminación en favor de los pueblos y comunidades indígenas, 

ello en correlación con las supuestas deficiencias advertidas 

durante el desarrollo de la Consulta. 

 

c) Por último, se dilucidará si existieron violaciones en el proceso de 

aprobación de los Lineamientos controvertidos. 
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Precisado lo anterior, este Órgano Jurisdiccional determina que el 

agravio esgrimido por los promoventes, en el sentido de que la autoridad 

responsable excedió los limites de su facultad reglamentaria al emitir los 

Lineamientos controvertidos y que además, utilizó los precedentes 

jurisdiccionales invocados para justificar dicha transgresión, deviene 

infundado, por consiguiente, no se advierte transgresión alguna al 

principio de reserva de ley, por las razones que se exponen a 

continuación: 

 

Como se mencionó en el marco normativo de la presente resolución, la 

facultad reglamentaria con la que cuenta la autoridad responsable, 

consiste en la potestad atribuida por el ordenamiento jurídico para emitir 

normas jurídicas abstractas, impersonales y obligatorias, con el fin de 

proveer en la esfera administrativa el exacto cumplimiento de la Ley. 

 

Al respecto, este Tribunal no desconoce que dicha facultad se encuentra 

limitada por los principios de reserva de ley y subordinación 

jerárquica49:  

 

i. El primero de ellos, relativo a que cuando una norma 

constitucional reserva expresamente a la ley la regulación de una 

determina materia, se excluye la posibilidad de que los aspectos 

de esa reserva sean regulados por disposiciones de naturaleza 

distinta a la ley, como son precisamente los reglamentos;  

ii. Por otro lado, el segundo principio se refiere a que un reglamento 

no puede modificar o alterar el contenido de una ley. 

 

En consecuencia, resulta evidente que un reglamento tiene como límite 

natural los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la 

ley que reglamentan, detallando su hipótesis y supuestos normativos de 

aplicación. 

 

 
49 Jurisprudencia P./J.30/2007 de rubro “FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LIMITES.” 
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Acorde a lo anterior, el artículo 28 de la Constitución Local establece 

que el ejercicio del poder público se limita a las facultades 

expresamente consignadas en dicho ordenamiento jurídico, la 

Constitución Federal y las leyes que se expidan de conformidad con las 

mismas. 

 

En ese mismo orden de ideas, el artículo 36 párrafo duodécimo de la 

Constitución Local establece que el Instituto cuenta con una facultad 

reglamentaria para emitir los acuerdos generales, lineamientos, 

reglamentos y resoluciones que correspondan, precisando que para ello 

deberá sujetarse estrictamente a lo previsto en dicho ordenamiento, en 

la Constitución Federal y la Ley Electoral, disposición replicada en los 

mismos términos en el artículo 3 párrafo tercero de la última de las 

disposiciones citadas. 

 

Por su parte, el artículo 104, numeral 2), inciso a), de la Ley Electoral 

establece que para el registro de candidaturas indígenas, se deberá 

acreditar lo siguiente: i) la manifestación de la persona en la solicitud de 

registro; ii) la carta de autoadscripción calificada; y iii) la constancia de 

adscripción calificada expedida por una autoridad existente en la 

comunidad o población indígena a la que pertenece y por la cual 

pretende postularse. 

 

En ese contexto, se tiene que los artículos 28 y 36 párrafo duodécimo 

de la Constitución Local, así como el similar 3 párrafo tercero de la Ley 

Electoral, delimitan el ejercicio del poder público de conformidad con las 

facultades atribuidas a cada autoridad y además, reiteran la naturaleza 

inherente a la facultad reglamentaria, que es precisamente atender a 

los principios de reserva de ley y jerarquía normativa. 

 

Por su parte, resulta evidente que el legislador local contempló de 

manera expresa los requisitos que deben reunir aquellas personas que 

pretendan registrarse como una candidatura indígena, por lo que la 

autoridad responsable no se encuentra facultada para establecer 
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nuevos requisitos para tal efecto, atendiendo al ya citado principio de 

reserva de ley. 

 

Lo anterior en virtud de que el legislador reservó para sí el 

establecimiento de tales requisitos, sin embargo, el legislador no 

estableció los mecanismos que permitan verificar la validez y 

autenticidad de los elementos probatorios que se presenten para 

acreditar dichos requisitos, así como tampoco el procedimiento que 

deberá seguirse ante la autoridad administrativa electoral; al respecto, 

la Sala Regional Guadalajara50 ya se ha pronunciado respecto a que la 

adscripción calificada indígena no se acredita con la mera 

presentación formal de una constancia ante el Instituto, sino que 

exige que esta sea auténtica, emitida de manera libre y consciente por 

la autoridad indígena competente. 

 

De ahí que resulte indispensable que existan mecanismos que permitan 

verificar la validez y autenticidad de la documentación presentada por 

las personas que pretendan registrarse con dicha calidad. 

 

Por tanto, el hecho de que el legislador local se limitara a establecer los 

requisitos que deben cumplir las personas que pretendan registrarse 

como una candidatura indígena son insuficientes, por lo que resulta 

necesaria la actuación de la autoridad administrativa electoral para 

lograr la plena y efectiva aplicación de las exigencias establecidas en la 

Ley Electoral, ello dentro de los limites mismos de dicha disposición, es 

decir, atendiendo al principio de jerarquía normativa. 

 

La anterior afirmación encuentra sustento en el hecho de que si bien es 

cierto la Ley Electoral establece normas sustantivas -es decir, los requisitos 

para acceder al registro de una candidatura indígena- resulta indispensable la 

creación de normas de carácter adjetivo -a través de las cuales sea posible 

hacer efectivo el cumplimiento de dichos requisitos-51 

 

 
50 En la sentencia dictada en el expediente de clave SG-JDC-395/2024. 
51 Jurisprudencia de la otrora Segunda sala de la Suprema Corte 2a./J 128/2011 
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Además, cabe precisar que el establecimiento de normas de carácter 

adjetivo por parte del Instituto forma parte de su finalidad constitucional, 

en virtud de que ésta no se limita a la implementación de las reglas y 

procedimientos de organización de los procesos electorales, sino que 

comprenden un espectro más amplio, en razón de que al lado de la 

vertiente formal del régimen democrático, encontramos un ámbito 

sustantivo, el cual se compone de un conjunto de derechos 

fundamentales y prerrogativas que son, finalmente, el contenido 

material de todo el entramado instrumental de los procesos52. 

 

Por tanto y como se refirió en el marco normativo de la presente 

resolución, si se respetan los principios señalados con anterioridad53, 

es válido que en un reglamento se desarrollen derechos, 

modalidades, variables normativas54, restricciones u obligaciones 

a cargo de los sujetos que en ellos se vinculen, siempre y cuando estos 

tengan sustento en el sistema normativo, es decir, en las disposiciones, 

principios y valores tutelados por la ley que regulan, por la Constitución 

e incluso, tratándose de derechos humanos, por los Convenios en esa 

materia que haya celebrado el Estado Mexicano.55 

 

De todo lo anterior es dable concluir que la autoridad responsable 

efectivamente cuenta con facultades para emitir las disposiciones 

reglamentarias que estimara pertinentes con el propósito de desarrollar 

el contenido material de los requisitos establecidos por el legislador, 

siempre y cuando respetara los limites señalados en la propia Ley 

Electoral. 

 

En ese contexto, cabe precisar que los promoventes no señalan que la 

totalidad de los Lineamientos controvertidos excedieron la facultad 

reglamentaria del Instituto, sino que, por el contrario, hicieron referencia 

a artículos específicos que a su consideración traspasan el ámbito 

reglamentario y trastocan el espacio de la creación normativa. 

 
52 Similar criterio sostuvo la Sala Superior en el expediente de clave SUP-RAP-2017 Y 
ACUMULADOS 
53 Reserva de ley y jerarquía normativa 
54 Similar criterio sostuvo la Sala Superior en el expediente de clave SUP-RAP-135/2016 
55 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en el expediente de clave SUP-RAP-
232/2017 Y ACUMULADOS. 
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Por ello, este Tribunal efectuará el análisis puntual de cada artículo, 

señalado por los promoventes, con el propósito de dilucidar si estos se 

encuentran dentro de los límites establecidos por el artículo 104, 

numeral 2), inciso a) de la Ley Electoral o si, por el contrario, excedieron 

la facultad reglamentaria del Instituto: 

 

Tabla 1. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes56 
 

“Artículo 10. La acreditación de la adscripción calificada indígena 
de las personas postuladas bajo la acción afirmativa indígena se 
realizará mediante la presentación de la carta de autoadscripción 
indígena y de la constancia de adscripción calificada indígena, así 
como de la demás documentación prevista en los presentes 
lineamientos” 

A consideración de los promoventes, de la referida 
articulación se obtiene una consecuencia excluyente, ya 
que a su juicio, lo que el artículo 104 de la Ley 
Electoral configuró como tres elementos de registro se 
convirtieron en un conjunto abierto de documentos y 
formalidades creados por la autoridad responsable. 
 
Por ello, afirman que dichas disposiciones actualizan 
precisamente la adición de requisitos y cargas 
expresamente prohibidas por el artículo 36 de la 
Constitución Local, así como el similar 3 de la Ley 
Electoral. 

“Artículo 12. Para acreditar la adscripción calificada indígena de 
las personas postuladas bajo la acción afirmativa indígena, 
además de los requisitos previstos en los Lineamientos para el 
registro de candidaturas, los partidos políticos, coaliciones, 
candidaturas comunes y, en su caso, las Personas independientes 
deberán presentar: 
 

a) La carta de autoadscripción indígena. 
b) La constancia de adscripción calificada indígena expedida 

por la autoridad indígena, tradicional, comunitaria o 
agraria competente, conforme a lo previsto en los 
presentes Lineamientos.” 

“Artículo 21. Concluido el proceso de presentación de solicitud de 
registro de candidaturas, o en su caso, de presentación de Aviso 
de Intención, según corresponda, la DEPPP verificará que la carte 
de autoadscripción indígena y la documentación que las acompañe 
cumplan con los requisitos previstos en los presentes 
Lineamientos. De satisfacerse dichos requisitos, inciará el 
procedimiento de verificación de la adscripción calificada indígena.” 

 

Contario a las afirmaciones vertidas por los promoventes, la autoridad 

responsable estableció como límite natural de los alcances de los 

Lineamientos controvertidos precisamente la disposición normativa que 

reglamenta, es decir, puntualmente estableció que los requisitos  a 

cumplir para el registro de las candidaturas postuladas bajo la acción 

afirmativa indígena son i) la carta de autoadscripción indígena; y ii) La 

constancia de adscripción calificada indígena. 

 

Por lo que tales disposiciones impugnadas se limitan a establecer el 

conjunto de reglas sometidas al ordenamiento que desarrollan, con el 

objeto de lograr su plena y efectiva aplicación, ya que de lo contrario, ni 

los partidos políticos ni las personas que en su caso se autoadscriban 

como personas indígenas podrían tener conocimiento certero de qué es 
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lo que deberán presentar ante la autoridad administrativa electoral para 

acreditar su adscripción calificada. 

 

En virtud de lo anterior y contrario a lo aducido por las partes actoras, 

dicha articulación no transgrede lo dispuesto por el artículo 104 de la 

Ley Electoral, pues los Lineamientos fueron emitidos dentro de los 

límites establecidos por el legislador; y, en consecuencia, no se 

transgrede el artículo 36 de la Constitución Local, por las razones 

expuestas. 

 

Precisado lo anterior, se procederá con el estudio del resto de los 

artículos impugnados: 

Tabla 2. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes57 
 

“Artículo 14. En cualquier caso, tendrán preponderancia los 
reconocimientos realizados por las Asambleas Generales 
comunitarias, las Autoridades indígenas, tradicionales o 
comunitarias, en ese orden de prelación, o instituciones análogas 
de toma de decisión que sean consideradas por las propias 
comunidades como sus máximos órganos de autoridad conforme 
su sistema de cargos.” 

A consideración de los promoventes, el artículo 104, 
numeral 2), inciso a), subinciso iii), de la Ley Electoral 
no estableció una jerarquía estatal ni un catálogo 
condicionado, sino un criterio de existencia y 
pertenencia, que a su consideración se limita a que la 
constancia debe provenir de una autoridad existente 
en la comunidad o población. 
 
Es decir, a su consideración, la Ley Electoral permitió 
a la propia comunidad el reconocimiento de sus 
autoridades, en congruencia con el artículo 2 de la 
Constitución Federal. 
 
Por lo que, en su concepto, la disposición normativa 
da lugar a que una constancia auténtica sea objetada 
no por su falta de autoría o de vínculo comunitario, 
sino porque la comunidad acudió a una autoridad no 
favorecida por el modelo administrativo. 
 

“Artículo 17. La constancia de adscripción calificada indígena 
deberá presentarse por escrito, en original y ser expedida por 
alguna de las autridades o instancias de decisión del pueblo o 
comunidad indígena a la que pertenezca la persona postulada, 
conforme a la siguiente lista: 

I. La Asamblea General Comunitaria o la institución análoga 
reconocida por la propia comunidad como su máximo 
órgano de decisión 

II. La Gubernatura indígena o su figura equivalente. 
III. Las autoridades indígenas, tradicionales o comunitarias, 

cualquiera que sea la denominación que reciban dentro 
del pueblo o comunidad. 

IV. Las autoridades agrarias o municipales que, conforme a 
las formas de organización de la comunidad, cuenten con 
atribuciones de representación. 

V. Excepcionalmente, cuando no sea posible obtener la 
constancia emitida por alguna de las autoridades 
señaladas en las fracciones anteriores, ésta podrá ser 
suscrita por al menos diez personas integrantes del 
pueblo o comunidad indígena que conozca a la persona 
postulada y reconozcan su adscripción calificada, 
circunstancia que deberá justificarse plenamente.” 

 

Respecto a lo anterior, los promoventes aducen el exceso de la facultad 

reglamentaria de la autoridad responsable partiendo de las siguientes 

premisas: i) el Consejo Estatal estableció una prelación de autoridades 

indígenas no previstas en la Ley Electoral; y ii) la Ley Electoral permite 

que la constancia de autoridad provenga de cualquier autoridad 
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indígena, mientras que el Instituto indebidamente estableció un catálogo 

no previsto por el legislador. 

 

En primer término, cabe puntualizar que los promoventes parten de una 

interpretación incorrecta del artículo 14 de los lineamientos, pues el 

listado de autoridades indígenas establecido por el Consejo Estatal no 

sigue un “orden de prelación”, contrario a lo argumentado. 

 

Ello en virtud de que la autoridad responsable únicamente reconoció la 

preponderancia de distintas autoridades indígenas, a partir de una 

perspectiva intercultural, pues las citadas autoridades fueron 

identificadas como tales por las personas indígenas del estado, al 

momento de la realización de la Consulta. 

 

Es decir, la autoridad responsable no decidió unilateralmente qué 

autoridades indígenas se encontraban en aptitud de emitir las referidas 

constancias de adscripción calificada, sino que por el contrario, luego 

de llevar a cabo las distintas etapas de la Consulta que precisamente 

tenía por objeto regular dicho procedimiento de verificación, se 

obtuvieron tales resultados. 

 

Bajo esa tesitura, resulta evidente que a través de la Consulta, que es 

precisamente el mecanismo por medio del cual las comunidades 

pueden intervenir efectivamente en las decisiones estatales, las 

personas indígenas determinaron qué autoridades reconocen 

como susceptibles de emitir las constancias. 

 

Por tanto, la preponderancia obedece a los resultados de la Consulta y 

no así a una decisión arbitraria de la responsable, lo que en 

consecuencia cumple cabalmente con las obligaciones establecidas por 

el artículo 2 de la Constitución Federal. 

 

Robustece lo anterior el hecho de que el propio artículo 17 respecto del 

cual hicieron referencia los promoventes únicamente hace mención a 

una “lista” de autoridades indígenas, la cual de igual manera es 
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coincidente con los resultados de la Consulta, sin establecer que una 

de ellas sea más importante que otra para demostrar el vínculo de 

la persona que se pretenda postular. 

 

Además, el hecho de que se reconozca la preponderancia de esas 

autoridades no desconoce la posibilidad de que se presente una 

constancia de alguna autoridad diversa, la cual, atendiedo a las 

circunstancias, será valorada por la autoridad electoral desde una 

perspectiva intercultural. 

 

Por tanto, a consideración de este Órgano Jurisdiccional el hecho de 

que la autoridad responsable hubiese especificado las autoridades 

indígenas susceptibles de emitir las constancias de adscripción 

calificada es un reconocimiento a la diversidad cultural de nuestro 

estado y no así una transgresión a su facultad reglamentaria. 

 

Lo anterior pues si bien es cierto en el artículo 104, numeral 2), inciso 

a), subinciso iii) de la Ley Electoral, el legislador estableció que la 

constancia de adscripción calificada indígena debía ser expedida por 

una autoridad existente en la comunidad o población indígena, no 

menos cierto es que la definición de qué autoridad es susceptible de ser 

considerada como tal cumple con la finalidad reglamentaria de dar 

alcance, sentido y aplicabilidad a la norma, sobretodo si se toma en 

consideración que para arribar a dicha conclusión se tomó en 

consideración las respuestas brindadas por la población indígena del 

estado en la Consulta. 

 

Precisado lo anterior, se procederá con el estudio del resto de los 

artículos impugnados: 

 

Tabla 3. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes58 
 

“Artículo 19. La constancia deberá expresar, al menos, tres 
elementos objetivos que permitan sustentar la adscripción 
calificada indígena de la persona postulada. Entre otros, podrán 
considerarse los siguientes: 
 

A consideración de los promoventes, dicha 
disposición obliga a los partidos políticos y a las 
personas que pretendan postularse a través de dicha 
acción afirmativa a reunir tres factores, no obstante 
que a su consideración uno solo, valorado 
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(…)” integralmente y en su contexto, pudiera acreditar 
plenamente el vínculo comunitario. 
 
Además, afirman que en la Jurisprudencia 2/2023, la 
Sala Superior si bien exige elementos objetivos 
necesarios para acreditar la adscripción calificada, no 
menos cierto es que no fija un mínimo aritmético. 
 
En ese mismo orden de ideas, reitera que el artículo 
104 de la Ley Electoral exige la constancia de 
adscripción calificada expedida por autoridad 
comunitaria, no tres factores acumulativos. 

 

A consideración de este Órgano Jurisdiccional, el establecimiento de al 

menos tres elementos objetivos que permitan sustentar la adscripción 

calificada indígena de la persona que se postula no transgrede los 

limites establecidos por el legislador en el artículo 104 de la Ley 

Electoral. 

 

Lo anterior en virtud de que como se ha venido sosteniendo, si bien es 

cierto el legislador estableció el “qué” y el “para qué” de la situación 

jurídica general, hipotética y abstracta, al establecer los tres requisitos 

generales que debía reunir una persona que pretendiera postularse a 

una candidatura indígena, los lineamientos controvertidos establecieron 

el “como”, de esos requisitos. 

 

Es decir, el artículo al que hacen referencia los recurrentes parte del 

supuesto que desarrollan -la presentación de una constancia de adscripción 

calificada-, sin ampliarlo ni modificarlo, ya que no establecen requisitos 

adicionales a los delimitados por el legislador, sino que establecen la 

forma y los medios para acreditar los requisitos establecidos por la 

Ley, lo que se traduce en el ejercicio de la facultad reglamentaria a 

cargo de la autoridad administrativa electoral. 

 

Precisado lo anterior, se procederá con el estudio del resto de los 

artículos impugnados: 

 

Tabla 4. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes59 
 

“Artículo 16. La carta de autoadscripción indígena deberá 
presentarse por escrito, en original y contener, por lo menos, los 
elementos siguientes: 

Al respecto, los promoventes se adolecen de que los 
citados dispositivos normativos: i) exijan que la carta 
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(…)” 

y la constancia se presenten por escrito y en original; 
ii) fijen una temporalidad de vigencia; iii) la exigencia 
de datos de localización, así como la existencia de un 
número telefónico o cualquier otro medio de contacto; 
y iv) copia de un documento oficial para corroborar la 
identidad de la autoridad, sin tomar en consideración 
que las autoridades tradicionales no dejan de existir o 
que su reconocimiento no pierde validez porque 
carece de documentos estatales, sellos, domicilio 
convencional, teléfono o práctica documental escrita. 
 
Además, su agravio parte de nueva cuenta de la 
premisa de que la Ley Electoral no dispone que la 
autoadscripción o el vínculo comunitario caduque en 
seis meses. 
 
Asimismo, afirman que imponer formalidades de 
manera uniforme desconoce que el artículo 2 de la 
Constitución Federal protege sistemas normativos 
que pueden expresarse mediante prácticas orales, 
asambleas comunitarias distintas de la 
documentación burocrática estatal. 

“Artículo 18. La constancia de adscripción calificada indígena 
deberá contener, cuando menos, los siguientes requsitos: 
 

I. Fecha de expedición, la cual no podrá ser anterior a seis 
meses contados a partir de la presentación de la solicitud 
de registro.” 

“Artículo 20. A la constancia de adscripción calificada indígena 
deberá acompañarse: 
 

I. Copia de un documento oficial que permita corroborar la 
identidad de la autoridad o autoridades que suscriban la 
constancia. 

II. Cuando la constancia haya sido emitida por una Asamblea 
General Comunitaria o una instancia colegiada de decisión, 
copia del acta de asamblea o del documento análogo en el 
conste el acuerdo correspondiente, cuando ello sea 
conforme a sus normas y procedimientos internos.” 

 

“Artículo 21. Concluido el proceso de presentación de solicitud de 
registro de candidaturas, o en su caso, de presentación de Aviso 
de Intención, según corresponda, la DEPPP verificará que la carte 
de autoadscripción indígena y la documentación que las acompañe 
cumplan con los requisitos previstos en los presentes 
Lineamientos. De satisfacerse dichos requisitos, inciará el 
procedimiento de verificación de la adscripción calificada indígena.” 

 

Por lo que hace a los referidos artículos, los promoventes basan su 

motivo de disenso en que: i) se establecen formalidades de manera 

uniforme, desconociendo la realidad cultural de las comunidades 

indígenas; y ii) la Ley Electoral no establece temporalidad alguna para 

que caduque el vínculo comunitario. 

 

Como se ha venido haciendo mención a lo largo de la presente 

resolución, el legislador estableció un marco normativo a través del 

cual definió los requisitos que debían acreditar las personas que 

pretenden postularse para una candidatura indígena, sin embargo, no 

detalló los supuestos normativos para su verificación, es decir, no 

estableció los parámetros para dar alcance, sentido y aplicabilidad 

a los requisitos establecidos en el artículo 104 de la Ley Electoral. 

 

En consecuencia, es válido que la autoridad electoral desarrolle las 

obligaciones y restricciones a cargo de los sujetos vinculados con la 

norma, a efecto de indicar a las personas interesadas la forma y 

medios para cumplir los requisitos establecidos por el legislador, como 

lo es establecer la documentación que deberá acompañarse a la 

constancia de adscripción, en términos de lo dispuesto por el artículo 20 

de los Lineamientos controvertidos. 
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Por otra parte, a consideración de este Tribunal, el hecho de que se 

hubiese establecido que la fecha de expedición de la constancia de 

adscripción no podrá ser anterior a seis meses contados a partir de la 

presentación de la solicitud de registro, parte de la idea de que el vínculo 

entre la comunidad y la persona que pretende postularse no trasciende 

de manera ilimitada en el tiempo, sino que de conformidad con las 

conclusiones derivadas de la Consulta, se advierte que éste se acredita, 

entre otros aspectos, a través de: 

 

a) Su asistencia y participación en asambleas comunitarias. 

b) Apoyo en la organización de fiestas, ceremonias o actividades 

culturales. 

c) Participación en actividades de beneficio colectivo. 

d) Tener tiempo viviendo en la comunidad. 

e) Teniendo familia en la comunidad. 

 

Por tanto, puede que una persona reuna una o varias de esas 

características, sin embargo, ante el transcurso del tiempo existe la 

posibilidad de que dichas circunstancias cambien, es decir, la persona 

postulante puede dejar de vivir en la comunidad, es susceptible de dejar 

de asistir o participar en la vida comunitaria o de dejar de apoyar en la 

organización de ceremonias o eventos culturales. 

 

En consecuencia, el establecimiento de una fecha de expedición 

únicamente atiende a una potencialización de los derechos de los 

pueblos y comunidades indígenas y busca evitar que personas que ya 

no tengan un vínculo con la comunidad se beneficien de una 

prerrogativa destinada a la representación indígena, cuando ya no 

reunan las calidades necesarias para ejercerla. 

 

Por su parte, el hecho de que se haya establecido que la carta y la 

constancia deban ser presentados por escrito y en original, así como los 

datos de localización y comunicación vía telefónica obedece a los 

resultados obtenidos en la Consulta, por lo que cumple con el requisito 

de pertinencia cultural establecido en el artículo 2 de la Constitución 
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Federal, al haber sido reconocidos por las distintas comunidades y 

pueblos indígenas, circunstancia que además será abordada con mayor 

completitud al estudiar el agravio identificado con el numeral 9.3. 

 

Precisado lo anterior, se procederá con el estudio del resto de los 

artículos impugnados: 

 

 

 

Tabla 5. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes60 
 

“Artículo 22. Si de la revisión de la documentación presentada la 
DEPPP advierte el incumplimiento de alguno de los requisitos 
previstos en los presentes Lineamientos, requerirá, por única 
ocasión, al partido político, coalición, candidatura común, o, en su 
caso, las Personas independientes para que, dentro del plazo de 
cuarenta y ocho horas contadas a partir de la notificación 
respectiva, subsane las omisiones o inconsistencias advertidas o 
presente la documentación necesaria para su atención.”  

 

Los promoventes afirman que un plazo procesal y la 
prevención única representan una restricción 
sustantiva sobre requisitos que la propia Ley Electoral 
no estableció. “Artículo 23. Si el requerimiento no es atendido dentro del plazo 

concedido, se tendrá por precluido el derecho para subsanar las 
omisiones o inconsistencias advertidas y el procedimiento 
continuará con los elementos que obren en el expediente. El 
Consejo Estatal resolverá lo que en derecho corresponda con base 
en la documentación y demás elementos de convicción que 
integren el expediente.” 

 

En el mismo sentido que en consideraciones anteriores, las citadas 

disposiciones se encuentran dentro del ámbito reglamentario de la 

autoridad administrativa electoral, ello en virtud de que no crean nuevos 

requisitos a los previstos por el legislador en el artículo 104, sino que 

establecen lineamientos para darle operatividad a la normativa que 

regulan, de lo contrario habría incertidumbre acerca de: i) ¿qué ocurre en 

caso de que la documentación presentada no cumpla con alguno de los parámetros 

establecidos en los lineamientos?, o bien, ii) ¿es posible prevenir al partido político 

o a la persona que pretende postularse?; iii) en caso de que la respuesta sea 

afirmativa, ¿en cuanto tiempo debe atenderse dicha prevención?. 

 

Bajo ese orden de ideas, resulta evidente que los Lineamientos 

controvertidos no pretenden sustituir al legislador y crear requisitos 

adicionales a los establecidos en la Ley Electoral, sino que tiene como 

propósito dar aplicabilidad a la norma que regulan, procurando evitar 

 
60 PAN y DATO PERSONAL PROTEGIDO 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 73 

situaciones de incertidumbre jurídica o incluso un posible actuar 

arbitrario. 

 

Además, esta Autoridad Jurisdiccional no es ajena al reclamo esgrimido 

por los promoventes, en el sentido de que el plazo de cuarenta y ocho 

horas para subsanar las deficiencias pudiese parecer breve, sin 

embargo, las partes actoras pierden de vista que durante el proceso 

electoral los plazos deben ser sumamente breves, atendiendo a lo 

efímero de cada una de las etapas. 

 

Por lo que el término establecido por la autoridad responsable es acorde 

a la naturaleza del proceso electoral mismo y coincidente con la etapa 

de los registros de las candidaturas. 

 

Precisado lo anterior, se procederá con el estudio del resto de los 

artículos impugnados: 

Tabla 6. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes61 
 

“Artículo 24. El requerimiento previsto en los presentes 
Lineamientos no autoriza la sustitución de la constancia de 
adscripción calificada indígena originalmente presentada. 
 

En consecuencia, el partido político, coalición, candidatura común 
o, en su caso, las Personas independientes únicamente podrán 
subsanar las omisiones o inconsistencias advertidas o 
complementar la constancia con documentación y demás 
elementos de convicción relacionados con ésta, siempre que no se 
altere la identidad de la autoridad o de las personas que 
originalmente la suscribieron.” 

Al respecto, los promoventes aducen que dicha 
disposición normativa generaliza indebidamente la 
consecuencia de un precedente antifraude y la 
transforma en una prohibición absoluta para 
supuestos materiales distintos. 
 
Situación que a su consideración es de igual manera 
incompatible con lo dispuesto por el artículo 3 de la 
Ley Electoral. 

 

Contrario a lo aducido por los partidos políticos promoventes, la 

autoridad responsable se limitó a proveer en la esfera administrativa el 

exacto cumplimiento de la Ley que reglamenta, es decir, no estableció 

requisitos adicionales a los previstos por el legislador, sino que por 

el contrario, detalló hipótesis y supuestos normativos de aplicación del 

artículo 104 de la Ley Electoral. 

 

Lo anterior en virtud de el hecho de que establezca los parámetros a 

través de los cuales se podrán subsanar las omisiones o inconsistencias 

advertidas en la constancia o complementar la misma, corresponde al 

 
61 PAN y DATO PERSONAL PROTEGIDO 
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ámbito competencial de la autoridad administrativa electoral, pues 

únicamente detalla los supuestos normativos ya previstos por el 

legislador, estableciendo las modalidades y obligaciones en las que se 

deberá actuar para corregir la discordancia advertida. 

 

En consecuencia, se tiene que la autoridad responsable se limitó a 

establecer particularidades no contempladas en la Ley, con el propósito 

de dar efectiva aplicación al marco normativo diseñado por el legislador. 

 

De lo contrario, existiría incertidumbre jurídica acerca de la forma en que 

se debe proceder en caso de que se presenten omisiones o 

inconsistencias al momento de que las personas postulantes presenten 

su documentación. 

 

Precisado lo anterior, se procederá con el estudio del resto de los 

artículos impugnados: 

 

Tabla 7. 
 

Artículo de los Lineamientos Argumentos formulados por los promoventes62 
 

“Artículo 26. Cuando la constancia de adscripción calificada 
indígena derive de un acuerdo adoptado por la Asamblea General 

Comunitaria o por otra instancia colectiva de decisión, acreditado 
mediante el acta correspondiente o documento análogo, las 
diligencias de verificación deberán practicarse con la autoridad que 
haya emitido la constancia y, además, con al menos tres personas 
que suscribieron el acta” 
 

Al respecto, los promoventes se adolecen de que el 
Instituto traslada a la candidatura la presentación de 
una nueva solicitud cuando el instituto no logra 
localizar a la autoridad emisora, lo que a su 
consideración transgrede la facultad reglamentaria 
pues tal circunstancia no está prevista en la Ley 
Electoral. 

“Artículo 29. Para la localización de la autoridad indígena emisora 
de la constancia de adscripción calificada indígena se realizarán 
como máximo dos diligencias de verificación: una primera 
diligencia y, en caso de no localizarla, una segunda diligencia 
previa emisión del citatorio correspondiente.” 
 

“Artículo 30. Si agotadas las diligencias de verificación no fuera 
posible localicar a la autoridad indígena emisora de la constancia 
de adscripción calificada indígena, la DEPPP requerirá, por única 
ocasión, al partido político, coalición, candidatura común o, en su 
caso, a las Personas independientes para que, dentro del plazo de 
cuarenta y ocho horas contadas a partir de la notificación 
correspondiente, presente una nueva solicitud que cumpla con los 
requisitos establecidos. 
 
Si en este último plazo no se presenta una nueva solicitud de 
registro que cumpla con los requisitos establecidos o que no sea 
posible localizar a la autoridad indígena, el Consejo Estatal 
resolverá lo que corresponda con las constancias que obren en el 
expediente.” 

 

Por último y como se ha venido razonando, la facultad reglamentaria del 

Instituto consiste precisamente en dar alcance, sentido y aplicabilidad a 
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las normas emitidas por el legislador, de acuerdo con la finalidad que se 

busca y el contexto con el que se pretende aplicar. 

 

Luego entonces, si bien el legislador estableció los requisitos que debía 

reunir una persona para registrarse por la vía de una candidatura 

indígena, no menos cierto es que el mismo fue omiso en establecer la 

forma en que dichos requisitos serían cumplidos y los medios que se 

podrían emplear para tal efecto, es decir, no estableció el “¿cómo?” de 

esos supuestos jurídicos. 

 

En consecuencia, resulta válido y además, esencial, que la autoridad 

administrativa electoral, en ejercicio de su facultad reglamentaria, 

emitiera los Lineamientos respectivos, con el objetivo de que la ley 

respectiva lograra su plena y efectiva aplicación. 

 

En ese contexto, resulta válido que la autoridad administrativa electoral 

emita lineamientos en los que establezca modalidades, variables 

normativas63, restricciones y obligaciones, siempre y cuando tengan 

sustento en el sistema normativo, es decir, en las disposiciones, 

principios y valores tutelados por la Ley y, sobre todo, que no 

establezcan requisitos adicionales a los previstos por el 

Legislador. 

 

En ese contexto, el hecho de que los Lineamientos controvertidos haya 

establecido: i) parámetros para efectuar la verificación de la constancia 

respectiva; ii) las hipótesis de actuación que efectuará el Instituto con el 

propósito de localizar a la autoridad emisora de la constancia de mérito: 

y) iii) las consecuencias en caso de que no sea posible localizar a la 

autoridad indígena, no modifican los requisitos establecidos por el 

Legislador. 

 

Por el contrario, establecen los mecanismos de verificación tendientes 

a alcanzar el fin para el cual fue creada la medida afirmativa respectiva, 

es decir, evitar que personas que no tengan algún vínculo comunitario, 

 
63 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en el expediente SUP-RAP-135/2016 
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accedan a un cargo de representación de pueblos o comunidades 

indígenas a las cuales no representan. 

 

Derivado del análisis que antecede, a consideración de este Órgano 

Jurisdiccional los artículos de los Lineamientos controvertidos tanto por 

el PAN como por DATO PERSONAL PROTEGIDO, se encuentran 

dentro de los límites de la facultad reglamentaria del Instituto y, en 

consecuencia, no transgreden el principio de reserva de ley. 

 

Por su parte, el PRI únicamente señaló en términos generales que la 

autoridad responsable creó nuevas condiciones de postulación 

indígena, no obstante que en su concepto, dicha facultad no le fue 

conferida por la Constitución Federal, la Constitución Local o la Ley 

Electoral. 

 

Afirma lo anterior toda vez que el artículo 104, numeral 2), inciso a), de 

la Ley Electoral estableció puntualmente los requisitos que debían 

acreditar las personas que pretendieran postularse como candidaturas 

indígenas y que, no obstante ello, en los artículos 10 y 21 de los 

Lineamientos controvertidos contemplaron nuevas cargas a los partidos 

políticos, como lo es “temporalidad de seis meses, identificación oficial, datos de 

localizaciónm prelación de autoridades, número mínimo de elementos objetivos, 

prohibición de sustituir constancias, ratificaciones comunitarias, ratificaciones de 

forma y contenido, y consecuencias de preclusión y negativa” 

 

Todos ellos, aspectos que ya fueron analizados con anterioridad por 

este Órgano Jurisdiccional, por lo que con el propósito de no incurrir en 

repeticiones innecesarias, se esta a lo argumentado en el presente 

apartado, reiterando que todos y cada uno de los elementos a los que 

hace referencia el partido político se encuentran dentro del ámbito de 

atribuciones de la autoridad responsable, ya que se limitó a proveer en 

la esfera administrativa la forma y los medios necesarios para cumplir 

con lo establecido por el legislador, siendo válido que en un reglamento 

se desarrollen derechos, modalidades, variables normativas, 
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restricciones u obligaciones, siempre y cuando no establezcan 

requisitos adicionales a los establecidos por el legislador. 64 

 

Es decir, en los Lineamientos controvertidos, la autoridad responsable 

se limitó a detallar los supuestos normativos para la aplicación de lo 

señalado por el legislador en el artículo 104 numeral 2) inciso a) de la 

Ley Electoral, con el propósito de dar alcance, sentido y aplicabilidad a 

dicha disposición. 

 

En consecuencia, a consideración de este Órgano Jurisdiccional, los 

Lineamientos controvertidos se emitieron en ejercicio de la facultad 

reglamentaria del Instituto, sin advertir transgresión alguna a los 

principios de reserva de ley y jerarquía normativa. 

 

Además, como se analizó, si bien es cierto los artículos 28 y 36 párrafo 

duodécimo de la Constitución Local, en correlación con los similares 3 

tercer párrafo y 104 numeral 2, inciso a) de la Ley Electoral se puede 

advertir que el legislador reservó para si la facultad de establecer los 

requisitos que debe reunir una persona para postularse a través de una 

candidatura indígena, lo cierto es que no estableció los supuestos 

normativos para dar alcance, sentido y aplicabilidad al último de los 

preceptos citados. 

 

Por lo que la autoridad electoral local válidamente puede emitir los 

Lineamientos correspondientes para establecer la forma y los medios a 

través de los cuales se podrá cumplir con los requisitos establecidos por 

el legislador. 

 

Similar criterio sostuvo la Sala Superior en la sentencia de clave SUP-

JE-27/2024 y su acumulado, en el que determinó que en caso de que el 

legislador reserve para sí determinada materia, ello debe ser 

interpretado acorde con la facultad reglamentaria con la que 

cuenta el instituto local, la cual tiene por objeto cumplir con los 

fines que constitucional y legalmente le han sido encomendados. 

 
64 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en el expediente SUP-RAP-135/2016 
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En ese orden de ideas, la citada Autoridad Federal estimó que en el 

caso de los órganos constitucionales autónomos, como es el caso de 

los institutos locales, su facultad reglamentaria adquiere una 

trascendencia y significado particular, ya que el parámetro de control 

constitucional de su actuación tiene como fundamento una base 

constitucional propia. 

 

Por ello, consideró que el instituto local puede establecer las medidas 

necesarias para hacer efectiva la acción indígena implementada por el 

legislador local, siempre y cuando no modifique los requisitos previstos 

por este. 

 

Robustece todo lo anterior el hecho de desde dos mil diecisiete65, la 

Sala Superior ha indicado que la efectividad de la acción afirmativa 

indígena debía pasar por el establecimiento de candados que 

evitaran la autadscripción no legítima y un fraude al ordenamiento 

jurídico, esto es, que personas no indígenas quisieran situarse en esa 

circunstancia con el propósito de obtener una ventaja indebida al 

reclamar para sí derechos que constitucional y convencionalmente 

solamente le corresponden a pueblos y comunidades indígenas. 

 

Por ello, desde dos mil veintiuno66 la Sala Superior ordenó al Instituto 

Nacional Electoral emitir lineamientos que permitieran verificar de 

manera certera el cumplimiento de la adscripción calificada, para 

que, desde el momento del registro de la candidatura -y no hasta el 

momento en que se cuestione su autenticidad, como pretenden hacerlo valer los 

promoventes- las autoridades electorales cuenten con elementos 

objetivos e idóneos que permitan acreditarla. 

 

Lo anterior encuentra sustento precisamente en que las acciones 

afirmativas son un mecanismo para garantizar la representatividad 

política de aquellos grupos a quienes se les ha privado de la 

 
65 En el SUP-RAP-726/2017 y acumulados y posteriormente replicado en el SUP-JDC-474/2024 
66 De conformidad con lo determinado por la Sala Superior en el expediente de clave SUP-REC-
1410/2021 y acumulados 
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participación activa en la vida pública, por tanto, debe ser prioridad su 

acceso a los cargos públicos, atendiendo al principio constitucional de 

igualdad, así como a una obligación constitucional del Estado Mexicano. 

 

Bajo esa óptica, el Instituto, en su calidad de organismo constitucional 

autónomo, determinó emitir los Lineamientos controvertidos, con el 

objeto de establecer las bases relativas al registro de personas 

indígenas únicamente con el propósito de dar alcance, sentido y 

aplicabilidad a la norma establecida por el legislador, atendiendo a las 

bases y principios contemplados en el artículo 2 de la Constitución 

Federal, sin invadir su esfera competencial de creación normativa, por 

consiguiente, no existió transgresión alguna al principio de reserva de 

ley, de ahí lo infundado del agravio esgrimido por los promoventes. 

 

En consecuencia, de igual manera resulta infundado el agravio hecho 

valer por los promoventes, en el sentido de que la autoridad responsable 

utilizó precedentes jurisdiccionales para justificar una transgresión al 

citado principio de reserva de ley. 

 

Se afirma lo anterior partiendo de dos premisas fundamentales: 

 

i) No existió transgresión alguna al principio de reserva de ley, por 

las razones expuestas con anterioridad. 

ii) Al momento de emitir los Lineamientos controvertidos, la autoridad 

responsable se circunscribió a su facultad reglamentaria, es decir, 

no estableció requisitos adicionales a los previstos por el 

legislador y, por consiguiente, únicamente realizó acciones 

tendientes a dar cumplimiento a lo ordenado por la Sala Regional 

Guadalajara y este Tribunal. 

 

En consecuencia, los precedentes y criterios jurisdiccionales respecto 

de los cuales hizo referencia en los Lineamientos controvertidos 

únicamente sirvieron de sustento y parámetro para la autoridad 

responsable, más no fueron utilizados como una justificación para 

exceder su facultad reglamentaria, pues tal invasión de atribuciones 
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competenciales no ocurrió, por los argumentos esgrimidos con 

anterioridad, de ahí lo infundado del motivo de disenso. 

 

Por otra parte, el agravio esgrimido por los partidos políticos 

promoventes, en el sentido de que los Lineamientos controvertidos 

inciden indebidamente en el principio de autodeterminación de los 

institutos políticos, al condicionar su libertad para postular candidaturas 

indígenas al cumplimiento de exigencias administrativas resulta 

infundado, por las razones que se exponen a continuación: 

 

A consideración de este Órgano Jurisdiccional, los Lineamientos 

emitidos por el Consejo Estatal buscan armonizar los principios de 

autodeterminación de los partidos políticos y la acción afirmativa 

indígena, a efecto de hacerlos converger en el sistema democrático 

para de esta manera maximizar la participación política de estos grupos 

vulnerables, lo cual no impide que los institutos políticos, de acuerdo a 

lo establecido en su normativa interna, seleccionen a sus candidatos 

y candidatas de manera libre, por lo que en modo alguno vulnera el 

núcleo esencial de los mismos, sino que por el contrario, potencializan 

los principios de igualdad en su vertiente de pluralismo cultural. 

 

No pasa desapercibido para este Tribunal que el artículo 41, penúltimo 

párrafo de la Base I de la Constitución Federal, establece que las 

autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos 

internos de los partidos políticos en los términos que señale la 

Constitución y la ley, sin embargo, lo cierto es que también por 

disposiciones constitucionales, convencionales y legales, los institutos 

políticos estan obligados a potencializar la inclusión de las 

comunidades indígenas, como se desarrolló en el marco normativo de 

la presente resolución. 

 

Por ello, los principios de autodeterminación y autoorganización de los 

partidos políticos no pueden llevarse al extremo de estimar que lo 

decidido por dichos institutos acerca de la postulación de candidaturas 

no puede ser revisada por las autoridades administrativas electorales, 
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en tanto que los mismos también conviven con otros reconocidos por la 

propia Constitución Federal, como lo son los de igualdad y pluralismo 

cultural. 

 

Al respecto, la Sala Superior determinó que67 si bien los partidos 

políticos están facultados para establecer sus propios procedimientos y 

requisitos para la selección de sus precandidaturas y candidaturas a 

cargos de elección popular, a fin de que se cumpla con el principio de 

pluralismo nacional, lo cierto es que de un análisis integral del sistema 

jurídico mexicano, se advierte que dicha facultad puede ser modulada 

por las autoridades electorales. 

 

Por ello, a consideración de este Órgano Jurisdiccional, los 

Lineamientos controvertidos, lejos de incidir en la esfera jurídica de los 

partidos políticos, proporciona certeza y seguridad jurídica a los 

mismos, respecto de cómo deben solicitar el registro de las 

candidaturas. 

 

Además, los partidos políticos impugnantes no deben perder de vista 

que si bien la Constitución Federal reconoce a su favor los principios de 

autoorganización y autodeterminación, no menos cierto es que 

convencionalmente, el Estado Mexicano debe buscar los mecanismos 

para que las comunidades indígenas puedan estar representadas en los 

cargos públicos. 

 

De esta forma, el derecho de igualdad involucra la necesaria 

implementación por parte de las autoridades legislativas -estableciendo 

los requisitos de postulación- y administrativas -detallando los supuestos 

normativos para su aplicación-, las medidas necesarias para eliminar los 

esquemas de desigualdad, precisamente a través de la implementación 

de modalidades en el ejercicio al derecho de la autodeterminación y 

autoorganización partidista. 

 

 
67 Similar criterio sostuvo la Sala Superior en el expediente de clave SUP-RAP-726/2017 y 
acumulados. 
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Robustece lo anterior el hecho de que la Sala Superior68 de igual forma 

sostuvo que el pluralismo nacional se erige como un principio 

constitucional transversal, tendiente a alcanzar una participación de las 

comunidades indígenas en la política y en los cargos de elección, que 

deben de observar los partidos políticos no solo formalmente, sino 

materialmente. 

 

Por todo lo anterior, este Tribunal estima que los Lineamientos 

controvertidos no resultan violatorios al derecho de autodeterminación 

de los partidos políticos, ya que los parámetros que se establecen se 

realizaron con la finalidad de evitar candidaturas con falsas 

adscripciones calificadas o fraudes a la constitución y a las prerrogativas 

establecidas para un grupo históricamente discriminado y que buscan 

hacer efectivos los principios de igualdad sustantiva y pluralismo 

nacional. 

 

Destacando además que los Lineamientos de mérito fueron 

establecidos el diecisiete de julio, siendo que el proceso electoral 

iniciará hasta el uno de octubre, es decir, existe tiempo suficiente para 

que los partidos políticos lleven a cabo las medidas pertinentes para 

atender a lo establecido tanto en la legislación local como en el acto 

impugnado. 

 

Por todo lo anteriormente expuesto es que se considera infundado el 

agravio esgrimido por los partidos políticos promoventes, pues a juicio 

de este Órgano Jurisdiccional no se acredita transgresión alguna al 

principio de autodeterminación partidista aducido por las partes 

actoras. 

 

Por otra parte, resulta igualmente infundado el agravio esgrimido por 

los promoventes, en el sentido de que los Lineamientos controvertidos 

transgreden el derecho a la libre determinación y autonomía de los 

pueblos y comunidades indígenas, por las razones que se exponen 

a continuación: 

 
68 En el expediente de clave SUP-RAP-726/2017 y acumulados. 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 83 

 

En primer término, se tiene que a consideración tanto del PAN como de 

DATO PERSONAL PROTEGIDO, los Lineamientos controvertidos 

transgreden lo dispuesto por los artículos 2 y 35 fracción II de la 

Constitución Federal, ello en virtud de que afirman que estos impiden la 

posibilidad real de participar mediante una acción afirmativa, ya que 

plantean una ruta documental gravosa creada por la autoridad 

administrativa y ajena al sistema normativo de la comunidad. 

 

En ese mismo sentido, el PRI afirma que la autoridad responsable 

redujo la autonomía indígena, mediante la imposición de requisitos 

administrativos sin un conocimiento real de los sistemas normativos 

internos, ya que a su consideración la Consulta no permitió obtener 

información culturalmente pertinente para conocer la diversidad cultural 

del estado. 

 

Precisado lo anterior, se tiene que el citado agravio parte de las 

siguientes premisas: 

 

i) Transgresión a los principios de proporcionalidad, certeza, 

seguridad jurídica, progresividad y el derecho a la no 

discriminación de pueblos y comunidades indígenas. 

ii) Deficiencias advertidas durante el desarrollo de la consulta. 

 

Por ello, se procederá a analizar cada una de las premisas aducidas, a 

efecto de determinar lo conducente. 

 

o Por lo que hace a la supuesta transgresión a los principios de 

proporcionalidad, certeza juríca, progresividad y el derecho a 

la no discriminación de pueblos y comunidades indígenas  

 

Al respecto, dichas afirmaciones69 son por una parte infundadas y por 

otra inoperantes, de conformidad con los razonamientos que se 

exponen a continuación: 

 
69 Formuladas por el PRI 
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Por lo que hace a la supuesta transgresión a la proporcionalidad 

regulatoria, el promovente considera que ninguna de las exigencias 

adicionales supera el test de idoneidad, necesidad y proporcionalidad 

en sentido estricto. 

 

De conformidad con lo señalado por la Suprema Corte, para que 

resulten constitucionales las intervenciones que se realicen a un 

derecho fundamental, éstas deben superar un test de proporcionalidad 

en sentido amplio70. 

 

Lo anterior, implica que la medida debe perseguir una finalidad 

constitucionalmente válida, lograr la consecusión de su fin y no limitar 

de manera innecesaria y desproporcionada el derecho fundamental en 

cuestión. 

 

En ese sentido, la idoneidad de la medida, en esta etapa de escrutinio, 

consiste en analizar si la medida impugnada tiende a alcanzar en algún 

grado, los fines perseguidos por la autoridad que las emitió. 

 

Sobre esta grada, el promovente aduce que los Lineamientos 

controvertidos no resultan idóneos pues no guadan relación directa con 

la autenticidad documental; sin embargo, el argumento vertido por el 

partido político promovente resulta inoperante, en virtud de que no 

expone las razones por las cuales considera que el acto impugnado no 

contribuye al fin perseguido por la autoridad responsable. 

 

Se afirma lo anterior pues el fin último del artículo 104 numeral 2), inciso 

a) de la Ley Electoral y, por consiguiente los Lineamientos impugnados, 

tienen como finalidad asegurar que personas que no pertenecen a un 

pueblo o comunidad indígena, se beneficien de una acción afirmativa 

creada para dicho grupo vulnerable, que derive en la falta de 

representación de la población indígena. 

 

 
70 Tesis aislada de rubro “SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE 
IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA.” 
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Por otra parte, el promovente afirma que los Lineamientos 

controvertidos no son necesarios, ello en virtud de que existen medios 

menos restrictivos previstos por la Ley Electoral, sin embargo, de igual 

manera el partido político no señala a qué medidas se refiere, ya que 

sólo hace alusión genérica a las verificaciones, diligencias, entrevistas y 

consultas comunitarias, sin expresar con precisión en qué artículos de la 

Ley Electoral se prevén dichas diligencias, así como tampoco los 

motivos por los cuales considera que éstas resultan menos lescivas que 

un procedimiento específicamente creado para cumplir con los 

requisitos establecidos por el legislador. 

 

Por último, la parte actora aduce que los Lineamientos impugnados no 

son proporcionales en virtud de que imponen a los partidos políticos 

cargas más gravosas que las previstas para cualquier otra candidatura. 

 

Al respecto, la Suprema Corte estableció71 que dicha grada del test de 

proporcionalidad consiste en efectuar una ponderación entre dos 

principios que compiten en el caso concreto, es decir, requiere comparar 

el grado de intervención en el derecho fundamental que supone la 

medida legislativa examinada, frente al grado de realización del fin 

perseguido. 

 

En este caso, el promovente no establece con claridad qué derecho 

fundamental estima afectado con los Lineamientos impugnados, pues 

únicamente aduce una supuesta carga gravosa tanto a los partidos 

políticos como a las personas indígenas, sin que el establecimiento de 

cargas consista en un derecho fundamental que pudiese estimarse 

transgredido. 

 

Además, no debe perderse de vista que el fin que persiguen los 

lineamientos es coincidente con el principio de pluralismo nacional, que 

busca alcanzar una igualdad sustantiva en la representación de pueblos 

y comunidades indígenas en los cargos de elección, pero además, que 

dichas representaciones sean legítimamente ocupadas por personas 

 
71 Tesis aislada de rubro “CUARTA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA 
PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO ESTRICTO DE LA MEDIDA LEGISLATIVA.” 
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que efectivamente tienen un vínculo con sus comunidades y no así por 

otras que obtienen un beneficio indebido de las citadas medidas 

afirmativas. 

 

En ese sentido, el promovente pretende otorgar mayor preponderancia 

a reducir supuestas medidas gravosas, sobre el derecho a la igualdad 

sustantiva y la pluralidad cultural nacional. 

 

De ahí que se considere que los Lineamientos impugnados resultan 

idóneos, necesarios y además, proporcionales. 

 

Ahora bien, por lo que hace a la supuesta transgresión a los principios 

de certeza y seguridad jurídica, el Partido Revolucionario Institucional 

afirma que las reglas son confusas, contradictorias y generan 

incertidumbre sobre el inicio, desarrollo y conclusión del procedimiento 

de verificación, pues a su consideración el acto impugnado no permite 

prever con claridad las consecuencias jurídicas del incumplimiento a los 

parámetros establecidos. 

 

No obstante lo anterior, el partido promovente expone su argumento de 

manera ambigua y superficial, pues no específica qué reglas considera 

confusas, no señala cuales resultan contradictorias y menos aún refiere las 

razones por las cuales considera que las mismas generan incertudimbre. 

 

En consecuencia, dichas manifestaciones no pueden ser analizadas por 

este Tribunal, pues no resultan idóneas ni justificadas para colegir y 

concluir lo solicitado por la parte actora. 

 

Por otra parte, el promovente aduce una supuesta transgresión al 

derecho de igualdad y no discriminación, así como de progresividad, en 

perjuicio de las personas indígenas, ya que a su consideración los 

Lineamientos impugnados imponen requisitos complejos y gravosos 

para dichas candidaturas. 
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Sin embargo, el partido político promovente pierde de vista que el 

mecanismo y los parámetros establecidos por la autoridad responsable 

derivaron de dos cuestiones esenciales: i) la información brindada por 

los pueblos y comunidades indígenas al momento de la Consulta; y ii) 

el derecho que se pretende salvaguardar con los mismos es el de 

igualdad sustantiva, así como el principio de pluralismo cultural 

nacional, los cuales se logran precisamente a través del establecimiento 

de mecanismos claros, con el establecimiento de criterios objetivos que 

establezcan límites para que personas que no guardan un vínculo 

comunitario y no representan a la comunidad indígena, accedan a un 

cargo público a través de dicha prerrogativa. 

 

En ese sentido, el mecanismo y los parámetros establecidos en los 

Lineamientos únicamente plasman la voluntad de los pueblos y 

comunidades indígenas y buscan establecer barreras para que 

personas que no tienen derecho a acceder a la citada medida afirmativa, 

no obtengan indebidamente su registro como candidatura indígena. 

 

De ahí que lejos de existir discriminación en contra de los pueblos y 

comunidades indígenas con el establecimiento de tales requisitos, se 

busca potencializar su derecho a la representatividad real, al proteger a 

las posibles candidaturas de fraudes a dichas prerrogativas, ello a 

través de la emisión de los Lineamientos que tomaron en cuenta su 

opinión pero sobre todo sus prácticas culturales para tal efecto. 

 

o Por lo que hace a las supuestas deficiencias advertidas 

durante el desarrollo de la Consulta. 

 

Al respecto y como se estableció en el marco normativo de la presente 

resolución, la Nación Mexicana tiene una composición pluricultural y 

multiétnica sustentada originalmente en sus pueblos indígenas, por 

tanto, la conciencia de su identidad cultural deberá ser criterio 

fundamental, sobretodo tratándose de medidas dirigidas a ellos. 
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Además, la Constitución Federal reconoce y garantiza el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, su autonomía para decidir, conforme a sus sistemas 

normativos, sus formas internas de organización, de convivencia y de 

organización social, económica, política y cultural. 

 

Ante dichas circunstancias, los pueblos y comunidades indígenas 

deben ser consultados sobre las medidas legislativas o 

administrativas que se pretendan adoptar, cuando estas puedan 

causar afectaciones o impactos significativos en su vida o entorno. 

 

Atendiendo a ello, la autoridad responsable llevó a cabo una consulta 

previa, libre e informada con el propósito de construir acuerdos respecto 

del procedimiento que se habría de implementar para verificar las 

constancias de adscripción indígena y la existencia del vínculo 

comunitario, tratándose del registro de candidaturas en los procesos 

electorales locales. 

 

No obstante ello, el Partido Revolucionario Institucional afirma que la 

Consulta: 

 

i) No abordó ninguno de los temas esenciales para comprender 

la realidad normativa indígena, sin señalar puntualmente: a) 

qué aspectos debieron ser considerados por la autoridad 

responsable; ii) las razones por las que estos debieron ser 

tomados en cuenta; iii) la forma en la que la presunta omisión 

señalada incidió en el resultado de la consulta. 

 

De ahí que su argumento resulte inoperante, pues expone de 

manera ambigua y superficial su argumento, ya que no señala 

ni concreta algún razonamiento susceptible de ser analizado 

por este Tribunal. 
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ii) No estudió las prácticas reales de certificación, sin específicar 

en qué apartado de los Lineamientos se requiere dicha 

certificación o el contexto en que debió ser consultado. 

 

Por lo que de igual manera su argumento resulta inoperante, 

pues no existe pertinencia entre lo pretendido y las razones 

aportadas para justificar tal pretensión. 

 

iii) No analizó la diversidad de sistemas normativos, no obstante 

que en la Consulta se acudió con diversos pueblos y 

comunidades indígenas y se les cuestionó acerca de: a) las 

autoridades que reconocen como tales; b) las formas en las 

que las personas pueden acreditar su vínculo con la 

comunidad; c) los días en los que preferían recibir visitas por 

parte de las autoridades electorales, entre otros aspectos que 

se desprenden del Dictamen técnico. 

 

Por lo que es dable concluir que el promovente parte de una 

premisa equivocada, al considerar que la Consulta no verificó 

los sistemas normativos de los pueblos y comunidades 

indígenas, no obstante que la misma recaba datos esenciales 

sobre los mismos. 

 

iv) No preguntó como se emiten las constancias, no obstante que 

incluso gran parte de las personas indígenas consultadas 

expresamente refirieron que estas debían ser presentadas por 

escrito ante la autoridad electoral. 

 

v) No verificó cómo se reconoce a una autoridad o cómo se reúne 

un asamblea general, situación que escapa de la materia 

consultada, pues lo relevante es que sea emitida por alguna de 

las autoridades legitimadas por la comunidad y no la forma en 

la que éstas obtienen el reconocimiento comunitario, de ahí lo 

inoperante de su argumento. 
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vi) No examinó las condiciones materiales de las comunidades, 

sin razonar a qué se refiere con tal afirmación, así como la 

forma en que la supuesta omisión incidió negativamente en el 

resultado de la consulta y, por consiguiente, en los 

Lineamientos controvertidos, de ahí lo inoperante de su 

argumento. 

 

Por último, el promovente concluye que el Instituto no obtuvo 

información cultural relevante y aún así diseñó un modelo administrativo 

completo que pretende regular la vida comunitaria indígena. 

 

Sin embargo, contrario a ello, a juicio de esta Autoridad Jurisdiccional la 

Consulta y la información recabada en la misma resultó pertinente, 

adecuada y suficiente para la emisión de los Lineamientos 

controvertidos, pues a través de la misma las personas indígenas del 

estado brindaron respuestas acerca de lo siguiente: 

 

1. La forma en que una comunidad reconoce que una persona es 

parte de ella. 

2. Los casos en los que una persona no debe ser reconocida como 

parte de la comunidad. 

3. Quienes tienen la autoridad para otorgar una constancia que 

establezca que una persona pertenece a la comunidad. 

4. La forma en que la constancia debe ser emitida. 

5. La específicación de si dicha constancia debe darla una sola 

autoridad o varias autoridades en conjunto. 

6. Los datos que debe incluir la constancia de mérito. 

7. La forma en la que se puede asegurar la autoridad electoral de 

que la constancia es verdadera. 

8. Los días y horas en los que es mejor que el Instituto visite la 

comunidad. 

 

Es decir, la Consulta abordó cuestionamientos íntegramente 

relacionados con el objetivo para el cual fue efectuada: i) determinar 

quien puede emitir una constancia de adscripción calificada; ii) delimitar 
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la forma en la que se puede acreditar el vínculo comunitario; iii) 

conocer los elementos que las comunidades y pueblos indígenas 

consideran que debe reunir la citada constancia. 

 

En ese contexto, a consideración de este Órgano Jurisdiccional y 

contrario a lo aducido por el promovente, la Consulta cumple con los 

parámetros establecidos por la Suprema Corte y la Sala Superior, a 

saber: 

 

i) Se realizó de manera previa a la emisión de los Lineamientos. 

ii) Fue culturalmente adecuada, en virtud de que se 

establecieron medidas tendientes a facilitar el intercambio de 

ideas con los pueblos y comunidades indígenas, ya que se 

estableció contacto previo con sus autoridades e instituciones 

reconocidas, existieron diversos traductores y además se 

tradujeron los materiales necesarios. 

iii) Se brindó información completa a las comunidades y pueblos 

indígenas, por lo que cumple con el carácter informativo 

exigido. 

iv) Se realizó de buena fe, ya que no constituyó un mero trámite 

formal, sino que consideró aspectos de suma relevancia para 

el objeto para el cual fue efectuada y además tomó como base 

los resultados para la emisión de los Lineamientos, por tanto 

no se concibió como un mero trámite, sino como un verdadero 

instrumento de participación. 

 

Cabe precisar además que ninguna de las partes promoventes esgrimió 

argumentos que permitieran concluir lo contrario, por lo que a juicio de 

este Tribunal, las consideraciones vertidas por el partido revolucionario 

institucional parten de percepciones propias, en los cuales: i) no se 

razona con claridad los motivos por los cuales considera que los 

aspectos que refiere resultaban relevantes para el objetivo de la 

consulta; ii) no precisa los aspectos adicionales que se debieron 

consultar, sino que se limita a afirmar que lo consultado fue insuficiente; 

iii) parte de premisas erróneas, por las razones descritas con 
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anterioridad; y iv) no manifiesta argumento alguno para acreditar que la 

Consulta no cumple con los parámetros establecidos tanto por la 

Suprema Corte como por la Sala Superior. 

 

De lo anterior, se concluye que la Consulta efectuada por el Instituto, 

cumple con el objetivo para el cual fue realizada, es decir, contar con la 

información necesaria para conocer i) las autoridades indígenas 

reconocidas para emitir las constancias de adscripción calificada; ii) las 

formas en las que se podía o no acreditar el vínculo con la comunidad; 

iii) los elementos que debe contener la constancia respectiva; y iv) la 

forma en la que ésta debía ser presentada, entre otras cuestiones. 

 

En consecuencia, a juicio de esta Autoridad Jurisdiccional los 

Lineamientos impugnados cumplen con el test de proporcionalidad 

establecido por la Suprema Corte, así como con los principios de 

certeza, seguridad jurídica, igualdad y no discriminación, así como el 

relativo a la progresividad de los derechos, por las razones previamente 

expuestas. 

 

Cabe precisar que la determinación en cita encuentra sustento en que 

la sola afirmación de que una persona se autoadscribe como persona 

indígena y la simple exhibición de una supuesta constancia que acredite 

su adscripción calificada, resultan insuficientes para ubicarlos como 

miembros de esas comunidades, dado que como se ha mencionado, 

ello puede originar la postulación de personas que no tengan esa 

calidad. 

 

Es decir, de no establecer mecanismos para verificar la presentación de 

dichos requisitos, aumentaría la posibilidad de que personas que se 

autoidentifiquen como tales pero que no tengan vínculo comunitario o 

no formen parte de las comunidades, accedan a la representación de 

las mismas. 

 



RAP-136/2026 Y ACUMULADOS 

 

 93 

En esa tesitura, la Sala Superior72 consideró que la efectividad de la 

acción afirmativa también debe pasar por el establecimiento de 

candados que eviten la autoadscripción no legítima, entendiendo 

por ésta que sujetos no indígenas se quieran situar en esa condición, 

con el propósito de evitar una ventaja indebida, al reclamar para sí los 

derechos de pueblos y comunidades indígenas que, constitucional y 

convencionalmente, solamente corresponden a dichas comunidades. 

 

Respecto a lo anterior, la Suprema Corte emitió la tesis de rubro 

“PERSONAS INDÍGENAS. ÁMBITO SUJETIVO DE APLICACIÓN DEL 

ARTÍCULO 2º DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. AUTOADSCRIPCIÓN”, en la que se determinó que ante la 

ausencia de previsiones específicas que regulen el modo en que debe 

manifestarse dicha conciencia, la condición de autoadscripción, tiene 

que descasar en una consideración completa del caso, basada en 

constancias y actuaciones. 

 

Por ello, si bien es cierto la Sala Superior ha sostenido el criterio de que 

la autoadscripción es suficiente para reconocer a una persona como 

integrante de dichas comunidades, tal estándar, por sí sólo, tratándose 

de la eficiente representación política de los pueblos y comunidades 

indígenas, no es suficiente para estimar que las personas 

postuladas por los partidos políticos tienen esa calidad. 

 

En consecuencia, es necesario acreditar la adscripción calificada, a fin 

de que no quede duda de que la autoconciencia está justificada y, en 

este sentido, la acción afirmativa verdaderamente se materialice en las 

personas a quienes va dirigida, pues con ello se preserva que el 

postulado guarde correspondencia con la finalidad de la acción positiva. 

 

Por lo anterior, los Lineamientos impugnados persiguen un fin 

constitucionalmente válido -que no sean postuladas personas que no cumplan 

con la calidad de ser persona indígena con un vínculo comunitario-, y, en 

 
72 En el SUP-RAP-726/2017 y acumulados 
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consecuencia, dar aplicabilidad a los requisitos establecidos por el 

legislador en el artículo 104, numeral 2) inciso a) de la Ley Electoral. 

 

Todo esto con el propósito de que la ciudadanía vote efectivamente por 

candidaturas indígenas, garantizando que las personas electas 

representen los intereses reales de los grupos en cuestión, tendiendo 

con ello a evitar la desnaturalización de la acción afirmativa. 

 

Por las razones previamente señaladas, se estima que los Lineamientos 

controvertidos, lejos de transgredir los derechos a la igualdad y no 

discriminación de los pueblos y comunidades indígenas, buscan 

establecer candados para evitar posibles fraudes en la postulación de 

candidaturas a través de la acción afirmativa indígena, en atención a los 

principios de pluralismo cultural nacional e igualdad sustantiva. 

 

En consecuencia, se estima que el agravio esgrimido por las partes en 

el sentido de que los Lineamientos transgreden el derecho a la libre 

determinación y autonomía de los pueblos indígenas, así como el 

relativo a la igualdad y no discriminación resulta infundado, por las 

razones previamente expuestas. 

 

Por último, el motivo de disenso hecho valer por el PRI, en el sentido de 

que existieron violaciones en el proceso de aprobación de los 

Lineamientos controvertidos resulta infundado, por las razones que se 

exponen a continuación: 

 

El partido político promovente firma que se transgredió en perjuicio de 

las representaciones partidistas i) el derecho a recibir información previa 

suficiente; ii) a participar en la conformación del proyecto; iii) de ejercer 

el derecho a voz; iv) deliberar de manera informada; y v) a participar en 

un debate público y razonado. 

 

Por ello, este Órgano Jurisdiccional efectuó dos diligencias de mejor 

proveer con el propósito de constatar lo manifestado por el PRI: 
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1. En primer término, se requirió al Instituto que informara a este 

Órgano Jurisdiccional si se había convocado al partido político 

impugnante a la Décimasegunda Sesión del Consejo Estatal, 

misma que tuvo verificativo el diecisiete de julio, solicitando 

además la documentación que en su caso hubiese sido anexada 

a la convicatoria en cita. 

 

2. Posteriormente, se ordenó a la Secretaría General de este Órgano 

Jurisdiccional a efecto de que certificara el contenido audiovisual 

de la referida sesión, a efecto de verificar si el representante 

partidista del PRI había estado presente en la misma y, de ser el 

caso, si se le había negado su derecho de participar haciendo uso 

de la voz. 

 

De las citadas diligencias de mejor proveer se advirtió lo siguiente: 

 

1. Mediante correo electrónico de fecha dieciséis de julio73, se hizo 

del conocimiento del representante partidario del PRI acerca de la 

fecha y hora en que tendría verificativo la Décimosegunda sesión 

del Consejo Estatal, así como de los puntos sobre los cuales 

versaría el orden del día74; asimismo, se le compartió el proyecto 

del acuerdo impugnado75. 

 

2. De la certificación elaborada por la Secretaría General de este 

Tribunal, se advierte que el representante partidista no acudió a 

dicha sesión del Consejo Estatal. 

 

En consecuencia, resulta infundado que se transgredieran su derecho 

a recibir información previa suficiente, pues se le comunicó con la 

debida oportunidad la fecha y hora en que tendría verificativo la sesión 

de mérito, así como los temas que se abordarían en la misma. 

 

 
73 Visible a foja 321 del expediente RAP-138/2026 del índice de este Órgano Jurisdiccional. 
74 Visible a foja 323 del expediente RAP-138/2026 del índice de este Órgano Jurisdiccional. 
75 Visible a fojas 556 vuelta a 564 del expediente RAP-138/2026 del índice de este Órgano 
Jurisdiccional. 
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De igual manera, resulta infundado que se transgrediera en su perjuicio 

el derecho a participar en el debate público, en ejercicio de su derecho 

a voz y de deliberación informada, en virtud de que no obstante que fue 

convocado a la sesión respectiva, fue omiso en acudir a la misma. 

 

Por último, deviene también infundada la supuesta transgresión a su 

derecho a participar en la conformación del proyecto, pues si bien es 

cierto las representaciones partidistas de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 7 inciso c) del reglamento de sesiones del Instituto, tienen 

la atribución de formular proyectos y puntos de acuerdo, así como 

someterlos a consideración de las comisiones en que participen, ello no 

implica que tengan derecho a participar en el diseño y formulación de 

proyectos de acuerdos de competencia exclusiva del Instituto, al 

versar sobre el ejercicio de su facultad reglamentaria. 

 

Además, no pasa desapercibido por este Órgano Jurisdiccional que el 

partido político promovente afirmó que los Lineamientos controvertidos 

se modificaron durante el desarrollo de la sesión, circunstancia que es 

propia de la naturaleza colegiada y deliberativa del Consejo Estatal, 

situación que además no causa agravio alguno al promovente pues el 

debate se efectuó de manera pública durante la décimosegunda sesión 

de la autoridad administrativa electoral y además fue publicada la 

versión definitiva en el Periódico Oficial del Estado. 

 

En consecuencia, resuta infundado el agravio relativo a que existió un 

quebrantamiento al principio de deliberación democrática de las 

representaciones partidistas, por las razones expuestas con 

anterioridad. 

 

13.3. La autoridad responsable transgredió los principios de igualdad 

sustantiva, no discriminación indirecta, progresividad e 

interculturalidad. 

 

Por lo que hace al agravio esgrimido por las partes actoras, en el sentido 

de que el Instituto estableció un procedimiento uniforme de acreditación 
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y verificación de la pertenencia indígena que, pese a su aparente 

neutralidad, genera efectos diferenciados y desproporcionados en 

perjuicio de determinadas personas, pueblos y comunidades indígenas, 

el mismo resulta infundado, por las razones que se exponen a 

continuación. 

 

A efecto de determinar lo anterior, se procederá a aplicar un examen de 

discriminación indirecta, tomando en consideración que el parámetro de 

regularidad parte de lo dispuesto por los artículos 1 y 2 de la 

Constitución Federal, así como los derechos a la libre determinación y 

autonomía de los prueblos y comunidades indígenas, el derecho de 

participación política indígena y la finalidad compensatoria de la 

acciones afirmativas. 

 

Todo lo anterior desde una perspectiva intercultural, partiendo de la 

base de la realidad indígena acreditada en el expediente, conforme a 

lo siguiente: 

Parámetros  
 

Hechos acreditados en el expediente76 

Ubicación geográfica de las 
comunidades consultadas 

La Consulta en la que se basó el Instituto para la elaboración 
de los Lineamientos controvertidos, abarcó los municipios de:  
 

Buenaventura Galeana Ojinaga 

Manuel 
Benavides 

San Francisco 
de Borja 

Nonoava 

Julimes Meoqui Rosales 

Delicias Nuevo Casas 
Grandes 

Casas Grandes 

Aldama Coyame del 
Sotol 

Guachochi 

Guadalupe y 
Calvo 

Morelos Saucillo 

La Cruz Camargo San Francisco 
de Conchos 

Ascensión Jiménez López 

Allende Coronado Janos 

Aquiles 
Serdán 

Chihuahua Batopilas de 
Manuel Gómez 

Morín 

Juárez Guadalupe Práxedis G. 
Guerrero 

Ahumada Chínipas Guazapares 

Matamoros Santa Bárbara San Francisco 
del Oro 

Hidalgo del 
Parral 

Valle de 
Zaragoza 

Bachíniva 

Namiquipa Huejotitán El Tule 

Urique Ignacio 
Zaragoza 

Gómez Farías 

Madera Bocoyna Maguarichi 

Temósachic Matachí Guerrero 

Balleza Rosario Carichí 

Cusihuiriachí Cuauhtémoc Satevó 

 
76 Derivados de la Consulta efectuada por la autoridad responsable. 
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Uruachi Ocampo Moris 

Gran Morelos Dr. Belisario 
Domínguez 

Santa Isabel 

Riva Palacio 

 
 

Pueblos y comunidades que 
participaron en la consulta 

Rarámuri/Tarahumara, O´oba/Pima, Ódami/Tepehuano, 
N´dee/N´nee/Ndé/Apache, Chinanteco, Wajiró/Guajiró y 
Mazahua. 

Porcentaje de la población 
indígena consultada que vive 
en una comunidad organizada 

por sus propios usos y 
costumbres 

83% 

Formas en que la comunidad 
reconoce que una persona es 

parte de ella 

1. Nacimiento 
2. Familia originaria o descendiente de personas 

indígenas de la zona. 
3. Hablar la lengua 
4. Desempeño de cargos tradicionales. 
5. Participación en beneficio de la comunidad. 
6. Compromiso en la resolució de conflictos o mejora de 

instituciones 
7. Vivir en la comunidad 

Autoridades reconocidas para 
emitir constancias de 
adscripción calificada 

1. Asamblea General Comunitaria. 
2. Gobernador o autoridad tradicional. 
3. Autoridades comunitarias. 
4. Autoridades agrarias 
5. Consejo Supremo 
6. Consejo de Ancianos 

 

Forma en que debe emitirse la 
constancia 

1. Por escrito con firma y sello (79%) 
2. En asamblea (42%) 

Datos que debe contener la 
constancia 

1. Nombre de la persona. 
2. Fecha de expedición. 
3. Comunidad a la que pertenece. 
4. Lengua que habla 
5. Especificar si tiene familia en la comunidad. 
6. Tiempo que ha vivido en la comunidad 
7. Especificar si ha desempeñado cargos en la 

comunidad. 
8. Asistencia y participación en actividades comunitarias 

o de beneficio colectivo. 

Formas en que se puede 
asegurar que la constancia es 

verdadera 

1. Visita presencial 
2. Confirmación con la autoridad vía telefónica 
3. Verificación mediante videollamada con la autoridad 

indígena. 

 

Del recuadro anteriormente referido se obtienen datos relevantes sobre 

los hechos acreditados en el presente expediente; en primer término, 

tenemos que los 67 municipios del estado fueron considerados en 

la Consulta efectuada por la autoridad responsable, lo cual, por 

obviedad de razones, incluye aquellos localizados en zonas serranas y 

alejadas de la capital del estado. 

 

Por otra parte, en el estado se reconocen a los pueblos indígenas 

rarámuri “Tarahumara”, Ódami “Tepehuan”, Wajiró “Wuarijió” O´oba “Pima”77 y 

N´dee “Ndé”78, bajo ese contexto, se tiene que la autoridad responsable 

 
77 Información obtenida del Programa Sectorial para los Pueblos Indígenas de Gobierno del Estado 
2017-2021. 
78 En cumplimiento a lo ordenado en el Amparo Directo 1073/2022. 
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no únicamente consultó a personas indígenas pertenecientes a los 

pueblos y comunidades indígenas con mayor representación y 

presencia en el estado, sino que además tomó en consideración a una 

comunidad adicional. 

 

El 83% de los participantes en la Consulta viven en una comunidad 

organizada, lo que permite presumir su conocimiento acerca de los usos 

y costumbres que rigen su pueblo o comunidad, circunstancia que 

otorga preponderancia a la información brindada por estos. 

 

Los citados participantes establecieron un total de siete formas en que 

la comunidad reconoce a una persona como parte de la misma, todas 

ellas contempladas en el artículo 19 de los Lineamientos controvertidos 

e incluso se consideró una última opción en la que se estableció 

“cualquier otro elemento que la autoridad emisora considere pertinente para 

acreditar la adscripción calificada”. 

 

De igual manera, los participantes reconocieron en su mayoría seis 

autoridades distintas facultadas para emitir la constancia respectiva, 

todas ellas también contempladas en el artículo 17 de los Lineamientos 

controvertidos. 

 

En ese mismo orden de ideas, las personas indígenas, pertenecientes 

a los pueblos y comunidades indígenas reconocidos con presencia en 

el estado, señalaron que la constancia respectiva podía ser emitida por 

escrito con firma y sello o en asamblea. 

 

Asimismo, precisaron los datos que debía contener la constancia, de 

igual manera contemplados por la autoridad responsable en el artículo 

16 de los Lineamientos de mérito. 

 

Por último, las personas indígenas establecieron tres formas principales 

para verificar la autenticidad de la constancia, dando preponderancia a 

la visita presencial, reconociendo también la posibilidad de que la 

revisión se efectuara vía telefónica o por videollamada, circunstancias 
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de igual manera previstas por el artículo 27 de los Lineamientos 

impugnados. 

 

Aunado a lo anterior, cabe precisar que artículos 1 y 31 de los 

Lineamientos controvertidos establecen que la revisión de los 

elementos aportados se efectuará mediante una valoración integral y 

con perspectiva intercultural, además, con respeto a la libre 

autodeterminación y autonomía de los pueblos y comunidades 

indígenas. 

 

Por otra parte, si bien es cierto los promoventes alegan que las 

formalidades establecidas no representan la misma dificultad para todas 

las personas y comunidades, pues a su consideración quienes 

pertenecen a comunidades remotas, dispersas, migrantes o cuyas 

decisiones se adoptan oralmente mediante asambleas, o bien, a través 

de autoridades que carecen de documentación oficial, de encuentran en 

desventaja, sin embargo: 

 

i) No proporcionan datos objetivos que permitan dilucidar a qué 

comunidades o pueblos indígenas se refieren, puesto que en 

la Consulta participaron integrantes de los pueblos reconocidos 

en el estado. 

ii) No individualizan el pueblo o comunidad indígena que pudiese 

verse afectado con las exigencias establecidas en los 

Lineamientos impugnados. 

iii)  Refieren que existen distintas autoridades que adoptan 

decisiones de manera oral mediante asambleas, perdiendo de 

vista que esa circunstancia si fue considerada por la autoridad 

responsable, como se definió en párrafos anteriores. 

iv) Tampoco especificó qué comunidades carecen de 

documentación oficial y menos aún aportaron pruebas al 

respecto.  

v) Afirmó que se privilegian prácticas que se asemejan a las 

instituciones estatales y perjudican a las que ejercen su 

autonomía mediante formas de organización distinta, sin 
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individualizar a qué pueblos y comunidades se refiere y qué 

tipo de organización mantienen, como para considerar que las 

exigencias les resultan gravosas.  

 

En síntesis, afirma que existe un impacto diferenciado al solicitar 

documentación original, temporalidad, identificación oficial, prevención única, 

preclusión y cargas de localización, sin referir a qué pueblo o comunidad 

indígena impacta de manera diferenciada la totalidad de dichos 

elementos y menos aún, ofrece algún medio probatorio que acredite tal 

circunstancia. 

 

Precisado el contraste efectuado entre los hechos acreditados en el 

expediente y las manifestaciones efectuadas, que si bien no pasan 

desapercibidas por este Órgano Jurisdiccional, carecen de prueba 

documental o incluso referencia específica que permita analizar de 

forma distinta los hechos puestos a consideración, se considera que el 

agravio resulta infundado. 

 

Además, no resulta procedente efectuar el análisis de discriminación 

indirecta solicitada por las partes, ello en virtud de que la Suprema 

Corte79 ha sido clara en que la misma tiene verificativo cuando una 

disposición, criterio o práctica aparentemente neutral ubica a un grupo 

social específico en clara desventaja frente al resto. 

 

Por consiguiente, resultaba esencial que los promoventes específicaran 

cual o cuales pueblos o comunidades indígenas se encontraban en 

clara desventaja frente al resto, pues de lo contrario, resulta 

materialente imposible verificar si existe una afectación negativa y 

desproporcionada, si no se tiene certeza quien o quienes son sujetos 

de dicha afectación y, además, no es dable efectuar la comparación 

respectiva, pues no existe definición de los dos grupos que deben 

contrastarse entre sí. 

 

 
79 Jurisprudencia de rubro “DISCRIMINACIÓN INDIRECTA O POR RESULTADOS. ELEMENTOS QUE LA 
CONFIGURAN.” 
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Robustece lo anterior, tomando en cuenta que la totalidad de pueblos y 

comunidades indígenas reconocidos en el estado fueron consultados y 

los Lineamientos, aunque generales, abstractos e impersonales, 

agruparon prácticamente la totalidad de las opiniones vertidas por las 

personas indígenas. 

 

Por todo lo anterior es que se considera que el agravio esgrimido por 

las partes deviene infundado. 

 

Por último, cabe precisar que los promoventes aducen que la autoridad 

responsable transitó de un esquema documental flexible a uno 

integrado por formatos específicos80, afirando que el Consejo Estatal 

fue omiso en explicar las razones por las cuales estos otorgan certeza 

y además no consideró que no se deben excluir formatos libres. 

 

El agravio es cita es parcialmente fundado pero ineficaz para alcanzar 

la pretensión de las partes actoras, por las razones que se exponen a 

continuación: 

 

En principio, le asiste la razón cuando sostiene que la autoridad 

responsable transitó de un esquema en el que la documentación podía 

presentarse de manera flexible a otro en el que se incorporaron 

formatos destinados a sistematizar la información necesaria para 

acreditar y verificar la adscripción calificada y la autoadscripción, sin 

desarrollar de manera suficiente las razones por las cuales su 

utilización, por sí misma, otorgaría mayor certeza respecto de la 

autenticidad de la vinculación comunitaria. 

 

En efecto, la sola circunstancia de que determinada información se 

encuentre contenida en un formato previamente elaborado por la 

autoridad electoral no implica, por sí misma, que la adscripción 

calificada o la autoadscripción sea auténtica, veraz o suficiente para 

demostrar la existencia del vínculo entre la persona postulada y la 

comunidad indígena respectiva. 

 
80 Anexo 1 y 2 de los Lineamientos controvertidos. 
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La certeza que persigue el procedimiento no deriva de la forma o 

estructura documental mediante la cual se proporciona la información, 

sino de la posibilidad de que la autoridad electotal cuente con elementos 

objetivos y suficientes para verificar, desde una perspectiva intercultural, 

la existencia de los elementos exigidos para acreditar la adscripción. 

 

No obstante, ello no conduce a considerar inválida la implementación 

de los formatos referidos. 

 

Ya que la utilización de instrumentos previamente diseñados constituye, 

en principio, una medida instrumental que puede facilitar la recopilación, 

sistematización y posterior verificación de la información, así como 

permitir que las personas postuladas, los partidos políticos, las 

autoridades comunitarias y la propia autoridad electoral conozcan con 

mayor claridad cuales son los datos relevantes para desarrollar el 

procedimiento de acreditación. 

 

En ese sentido, los formatos deben entenderse como un instrumento 

de facilitación y no como una formalidad constitutiva del derecho. 

Su finalidad consiste en ordenar y hacer accesible la información 

necesaria para la verificación, pero no en sustituir las formas propias 

mediante las cuales los pueblos y comunidades indígenas manifiestan, 

documentan o hacen constar sus decisiones. 

 

Además, cabe precisar que la autoridad responsable no señaló que los 

formatos impugnados son la única forma para postularse para el 

registro, por lo que válidamente se puede entender que los mismos 

fueron elaborados con el propósito de mostrar visualmente los requisitos 

que debe contener cada documento -conforme a lo establecido en el artículo 

104 de la Ley y los Lineamientos controvertidos- buscando incluso que sirviera 

como apoyo a las personas que pretendieran postularse y que no 

tuviesen experiencia en el cumplimiento de requisitos, a efecto de que 

funcionaran como una guía orientadora. 
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En consecuencia, no pueden interpretarse como medios exclusivos, 

únicos o excluyentes de acreditación, cuando una persona, 

comunidad o autoridad indígena presente un documento elaborado en 

formato libre que contenga sustancialmente la información necesaria 

para acreditar los elementos exigidos por la normativa. 

 

Por ello, lo jurídicamente relevante no es, entonces, que la información 

se encuentre incorporada exactamente en el formato diseñado por el 

Instituto, sino que permita identificar, de manera suficiente, a la persona 

postulada, a la comunidad con la que afirma mantener el vínculo, a la 

autoridad que reconoce o hace constar esa relación y demás elementos 

necesarios. 

 

Una interpretación distinta, conforme a la cual la ausencia del formato 

oficial produjera autonáticamente el desconocimiento de una constancia 

comunitaria que materialmente contiene los elementos necesarios para 

su valoración, implicaría privilegiar una formalidad administrativa sobre 

la realidad comunitaria que pretende documentar, lo cual resultaría 

incompatible con la perspectiva intercultural con la que el Instituto 

deberá revisar la documentación proporcionada por los postulantes. 

 

Por tanto, el planteamiento es fundado únicamente en cuanto a que la 

certeza no deriva de la utilización en sí del formato mismo, sin embargo, 

el agravio resulta ineficaz para revocar los Lineamientos, en virtud de 

que la incorporación de formatos, considerada en sí misma, no 

constituye una carga indebida ni excede la facultad reglamentaria de la 

autoridad, siempre que sean entendidos como herramientas destinadas 

a facilitar y sistematizar el procedimiento de acreditación y verificación, 

como es el caso. 

 

En virtud de que la autoridad no señaló que dichos formatos 

constituirían un requisito esencial cuya inobservancia produciría, por 

ese solo hecho, la pérdida o desconocimiento del derecho. 
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En consecuencia, los formatos aprobados constituyen mecanismos 

preferentes de organización y facilitación de la información y sobre todo, 

una herramienta administrativa diseñada para facilitar el ejercicio de ese 

derecho, más no así medios exclusivos de acreditación. 

 

Esta interpretación permite armonizar, por una parte la necesidad 

institucional de contar con procedimientos ciertos, ordenados y 

verificables y, por otra, el deber constitucional de respetar la autonomía, 

diversidad cultural y sistemas normativos internos de los pueblos y 

comunidades indígenas. 

 

13.4. Los Lineamientos impugnados desconocen una situación jurídica 

individualizada, lo que transgrede el principio de jerarquía 

normativa, así como el relativo a certeza, seguridad jurídica, 

progresividad y derecho a ser votado mediante elección 

consecutiva. 

 

El agravio esgrimido por el promovente resulta fundado pero ineficaz 

para alcanzar la pretensión de modificar o revocar los Lineamientos 

controvertidos, por las razones que se exponen a continuación. 

 

En esencia, el promovente sostiene que el Consejo Estatal omitió 

considerar el régimen particular previsto en los artículos terceros 

transitorios de las reformas constitucional y legal, conforme al cual, a su 

juicio, las personas que actualmente ejercen un cargo de elección 

popular al que accedieron mediante una acción afirmativa indígena 

deben tener por acreditada esa calidad para efectos de una eventual 

elección consecutiva. 

 

En principio, debe señalarse que el estudio del planteamiento se realiza 

desde una perspectiva intercultural, atendiendo a la calidad indígena del 

promovente y a que la controversia se encuentra directamente 

relacionada con las condiciones para el ejercicio de sus derechos 

político-electorales. 
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Ello exige que el análisis de sus argumentos se realice de manera 

integral y flexible, evitando formalismos excesivos, y privilegiando la 

identificación verdadera de su causa de pedir, a fin de garantizar la 

tutela efectiva que tome en consideración el contexto normativo y 

cultural en el que se plantea la controversia. 

 

Desde esa perspectiva, la pretensión del promovente no debe 

entenderse limitada a evidenciar una deficiencia en la redacción de los 

Lineamientos, sino dirigida a obtener certeza respecto de que el 

régimen general de acreditación de pertenencia indígena no 

desconozca la situación jurídica particular que deriva de las 

disposiciones transitorias constitucionales y legales que invoca. 

 

Precisado lo anterior, le asiste la razón al promovente en cuanto 

sostiene que el Consejo Estatal no contempló ese régimen particular al 

emitir los Lineamientos controvertidos. 

 

En efecto, tanto la Constitución Local como la legislación electoral 

establecen, mediante sus respectivas disposiciones transitorias, una 

regla específica relacionada con las personas que se encuentran en el 

supuesto referido por la parte actora. No obstante, del análisis a los 

Lineamientos controvertidos no se advierte que el Consejo Estatal 

hubiese incorporado una previsión específica dirigida a reconocer dicho 

supuesto o a precisar su interacción con el régimen general de 

acreditación previsto en ese ordenamiento. 

 

En ese sentido, existe la omisión alegada, pues frente a un régimen 

jurídico particular establecido tanto a nivel constitucional como legal, la 

autoridad responsable emitió disposiciones de carácter general para las 

candidaturas indígenas sin hacer referencia a aquél. 

 

Por ello, se estima que el agravio es fundado. 

 

Sin embargo, esa conclusión no conduce, como pretende el 

promovente, a modificar o revocar los Lineamientos controvertidos. 
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Lo anterior, porque la existencia de la omisión advertida debe 

distinguirse de las consecuencias jurídicas que pueden válidamente 

atribuirse a ésta. En particular, que los Lineamientos no reproduzcan o 

desarrollen expresamente el supuesto establecido en las disposiciones 

transitorias no significa que éstas hayan sido desconocidas, privadas de 

eficacia o desplazadas por la autoridad administrativa electoral. 

 

Esto es así porque, atendiendo a su naturaleza, los Lineamientos no 

constituyen un ordenamiento destinado a concentrar de manera 

exhaustiva todas las disposiciones constitucionales, legales, 

transitorias y reglamentarias susceptibles de incidir en el registro 

de las candidaturas indígenas. 

 

Sino que, por el contrario, su función es esencialmente instrumental, 

pues tiene por objeto desarrollar y hacer operativas determinadas 

previsiones del marco normativo aplicable dentro del ámbito 

competencial de la autoridad administrativa electoral. De ahí que no 

resulte jurídicamente exigible que reproduzcan cada uno de los 

supuestos, reglas especiales o excepciones que se encuentren 

previstos directamente en normas de superior jerarquía. 

 

Considerar lo contrario llevaría a sostener que la validez de una 

disposición reglamentaria depende de que reproduzca exhaustivamente 

el universo normativo con el cual habrá de relacionarse, cuando su 

propia naturaleza debe ser interpretada y aplicada de manera 

sistemática con las normas constitucionales y legales que integran el 

orden jurídico electoral. 

 

Así, la ausencia de una referencia expresa a las disposiciones 

transitorias no equivale a su desconocimiento. 

 

Por el contrario, tales disposiciones conservan su fuerza normativa y 

resultan obligatorias para el Consejo Estatal con independencia de que 

hayan o no sido reproducidas en los Lineamientos, pues su eficacia 
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deriva directamente de la Constitución Local y de la Ley Electoral y no 

de su incorporación en una norma de carácter reglamentario. 

 

En ese contexto, el artículo 2 de los Lineamientos, al establecer su 

observancia general para las candidaturas indígenas, no puede ser 

interpretado aisladamente ni en el sentido de que deja sin efectos los 

regímenes particulares establecidos por las disposiciones de superior 

jerarquía. 

 

Sino que su alcance debe armonizarse con la Constitución Local y la 

Legislación Electoral, incluidas sus disposiciones transitorias; además, 

del contenido de los Lineamientos no se advierte que la autoridad 

responsable hubiese desconocido expresamente la existencia, vigencia 

o fuerza vinculante de las disposiciones transitorias, ni que hubiese 

establecido alguna regla dirigida específicamente a neutralizar sus 

efectos. 

 

Por tanto, existe una diferencia sustancial entre no haber incorporado 

expresamente el régimen especial en los Lineamientos y haberlo 

desconocido. Mientras que lo primero efectivamente ocurrió y justifica 

calificar como fundado el planteamiento, lo segundo no se desprende 

del acto impugnado. 

 

En consecuencia, la omisión advertida carece de alcance suficiente 

para producir la modificación o revocación de los Lineamientos, ya que 

las disposiciones transitorias mantienen vigencia y deben ser observada 

directamente por el Consejo Estatal cuando se actualice el supuesto 

normativo correspondiente. 

 

Po tanto, si bien el agravio es fundado en virtud de que el Consejo 

Estatal no contempló expresamente en los Lineamientos el régimen 

particular establecido en las disposiciones transitorias invocadas, 

resulta ineficaz para modificar o revocar el acto impugnado, dado que 

esa falta de previsión no priva de eficacia a dichas normas ni impide su 
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aplicación directa y preferente cuando se actualicen sus respectivos 

supuestos. 

 

Ahora bien, no obstante que la omisión previamente analizada resulta 

insuficiente para modificar o revocar los Lineamientos controvertidos, 

este Tribunal considera necesario, atendiendo a las particularidades del 

caso y juzgando con una perspectiva intercultural, emitir una 

declarativa de certeza respecto al régimen jurídico que resultará 

aplicable al promovente, exclusivamente en caso de que se 

actualicen la totalidad de los requisitos previstos en las 

disposiciones transitorias respectivas. 

 

La Sala Superior ha reconocido que, en materia electoral, las acciones 

declarativas constituyen un mecanismo de tutela jurisdiccional cuyo 

objeto consiste en eliminar un estado de incertidumbre respecto de 

la existencia, contenido o alcance de un derecho político-electoral, 

a fin de dotar de certeza y seguridad jurídica a la persona titular del 

derecho. 

 

Lo anterior en términos de la Jurisprudencia 7/2003 de rubro “ACCIÓN 

DECLARATIVA. ES PROCEDENTE EN EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE 

LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO.”, su 

procedencia exige, esencialmente, la concurrencia de dos elementos: i) 

que exista una situación de hecho que produzca incertidumbre respecto 

de un posible derecho político-electoral; y ii) que exista la posibilidad 

seria de que esa situación pueda afectar o perjudicar el ejercicio de ese 

derecho. 

 

De esa manera, la finalidad de una determinación de esta naturaleza no 

necesariamente consiste en reparar un derecho que ya haya sido 

vulnerado, sino en disipar una situación objetiva de incertidumbre 

que pueda incidir posteriormente en su ejercicio, mediante un 

procedimiento jurisdiccional con fuerza vinculante que precise la 

situación jurídica correspondiente. 
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En el caso concreto, a juicio de este Órgano Jurisdiccional se satisfacen 

tales condiciones. 

 

Como se razonó previamente, existe un régimen particular establecido 

en las disposiciones transitorias de la Constitución Local y la Ley 

Electoral, respecto de determinadas personas que accedieron a un 

cargo de elección popular mediante una acción afirmativa indígena y 

que pretendan participar mediante elección consecutiva. 

 

Asimismo, quedó evidenciado que el Consejo Estatal, al emitir los 

Lineamientos controvertidos, estableció un régimen general para la 

acreditación de las candidaturas indígenas, sin incorporar 

expresamente el supuesto previsto en dichas disposiciones transitorias. 

 

Si bien esa circunstancia no genera la invalidez de los Lineamientos, sí 

reproduce una situación objetiva de incertidumbre respecto de la forma 

en que éstos habrán de interactuar en el régimen particular. 

 

Precisamente, la existencia de esa incertidumbre justifica que éste 

Órgano Jurisdiccional, además de determinar que la omisión resulta 

ineficaz para alcanzar la modificación o revocación de los Lineamientos, 

precise el alcance jurídico de las disposiciones transitorias frente 

al régimen general establecido por la autoridad administrativa 

electoral. 

 

Por su parte, la necesidad de emitir este pronunciamiento adquiere una 

dimensión particular en virtud de que el promovente es una persona 

indígena y la controversia se encuentra directamente vinculada con las 

condiciones bajo las cuales podrá acreditar esa calidad para el ejercicio 

de sus derechos político-electorales. 

 

Por ello y como se razonó en el marco normativo de la presente 

resolución, en asuntos relacionados con integrantes de pueblos y 

comunidades indígenas, el deber de juzgar con perspectiva intercultural 

exige que las autoridades jurisdiccionales adopten una aproximación 
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que favorezca el acceso efectivo a la justicia, tome en consideración las 

circunstancias específicas de las personas involucradas y evite 

exigencias meramente formales que se conviertan en obstáculos 

injustificados para el ejercicio de sus derechos. 

 

Bajo esa perspectiva, el análisis de la controversia no debe agotarse en 

concluir que la falta de incorporación de las disposiciones transitorias 

en los Lineamientos es insuficiente para producir su invalidez. 

 

Ya que una resolución limitada a esa conclusión mantendría subsistente 

la incertidumbre que precisamente dio origen al planteamiento del 

promovente, pues aun cuando se determine que los Lineamientos son 

válidos, persistiría la duda acerca de, si llegado el momento de la 

eventual elección consecutiva, la autoridad administrativa electoral 

podría exigirle nuevamente el cumplimiento del régimen general de 

acreditación de pertenencia indígena. 

 

Por tanto, desde una perspectiva intercultural y conforme al principio de 

tutela judicial efectiva, resulta procedente adoptar una resolución que 

no solamente determine la validez de los Lineamientos, sino que 

proporcione certeza respecto a la interacción entre éstos y el régimen 

particular establecido por las disposiciones transitorias. 

 

Esta determinación es congruente con la doctrina judicial desarrollada 

por la Sala Superior, conforme a la cual la declarativa tiene 

precisamente como finalidad eliminar la incertidumbre jurídicamente 

relevante respecto del contenido y alcance de un derecho político-

electoral. 

 

Además, tratándose de derechos indígenas, se ha reconocido la 

procedencia de esta clase de pronunciamientos cuando resultan 

necesarios para dar certeza al ejercicio efectivo de los derechos 

reconocidos constitucionalmente. 
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En consecuencia, la perspectiva intercultural conduce a evitar que la 

falta de claridad derivada de la regulación administrativa pueda 

convertirse posteriormente en una barrera para el ejercicio de sus 

derechos. 

 

Ahora bien, resulta indispensable precisar que la declarativa de certeza 

que se emite no constituye un reconocimiento actual, absoluto ni 

incondicionado de que el promovente se encontrará en los supuestos 

normativos previstos en las disposiciones transitorias. 

 

Tampoco implica que este Tribunal determine anticipadamente que el 

promovente cumple actualmente con todos los extremos previstos en 

dichas disposiciones, sino que la declarativa tiene un alcance más 

acotado. 

 

Su objeto consiste exclusivamente en establecer que si el promovente 

se ubica, en el momento correspondiente, en todos y cada uno de 

los supuestos y cumple con la totalidad de los requisitos 

establecidos por las disposiciones transitorias constitucional y 

legalmente aplicables, deberá reconocérsele la consecuencia 

jurídica que dichas normas prevén, sin que la ausencia de su 

reproducción en los Lineamientos pueda ser utilizada para 

desconocerla. 

 

Por tanto, la eficacia de esta declarativa se encuentra expresamente 

condicionada al cumplimiento integral de los requisitos previstos en el 

régimen transitorio. 

 

Esto significa que corresponderá a la autoridad administrativa electoral 

en el momento procesal oportuno y con motivo de la eventual solicitud 

de registro correspondiente, verificar si objetivamente el promovente 

satisface todos los elementos exigidos por las disposiciones transitorias, 

por ejemplo, postularse por el mismo ámbito territorial y al mismo cargo 

de elección popular, sin que se encuentre sujeto a cuestionamiento su 

calidad de persona indígena. 
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Por ello, en caso de que faltare cualquiera de los requisitos establecidos 

en el régimen transitorio, la presente declarativa no surtirá efecto alguno 

en favor del promovente, ni podrá ser invocada como fundamento para 

eximirlo de las reglas de acreditación que, conforme al marco jurídico, 

le corresponden. 

 

Así, la declarativa que se emite no crea un derecho nuevo en favor del 

promovente ni amplía el supuesto establecido en las disposiciones 

transitorias. Únicamente dota de certeza a una consecuencia jurídica 

que deriva directamente de éstas y elimina la incertidumbre generada 

por su falta de incorporación expresa en los Lineamientos. 

 

De esta manera se armonizan las dos dimensiones de la controversia: 

por una parte, se preserva la validez de los Lineamientos, al no resultar 

necesario que éstos reproduzcan exhaustivamente todas las 

disposiciones constitucionales y legales aplicables; y, por otra, se 

garantiza que su carácter general no pueda interpretarse 

posteriormente en perjuicio de una persona indígena que se ubique 

plenamente en un régimen especial previsto en normas de superior 

jerarquía. 

 

Por las razones expuestas, este Tribunal considera procedente 

declarar, para efectos de certeza y seguridad jurídica, que el 

régimen general establecido en los Lineamientos controvertidos no 

desplaza ni deja sin efectos el régimen particular previsto en los 

artículos terceros transitorios de las reformas constitucional y legal 

aplicables. 

 

En consecuencia, siempre y cuando el promovente acredite, en el 

momento procesal oportuno, el cumplimiento de todos y cada uno de 

los requisitos establecidos en dichas disposiciones transitorias, tendrá 

derecho a que la autoridad administrativa electoral le reconozca la 

consecuencia jurídica que éstas expresamente establezcan, sin que 
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pueda exigírsele desconocer ese régimen particular bajo el argumento 

de que los Lineamientos no lo reprodujeron expresamente. 

 

Se enfatiza que esta declarativa únicamente surtirá efectos si se 

actualizan íntegramente los supuestos normativos previstos en las 

disposiciones transitorias. 

 

Por ende, no constituye una determinación anticipada sobre el 

cumplimiento de tales requisitos, no reconoce de manera 

incondicionada la procedencia de una eventual candidatura, no 

prejuzga sobre el cumplimiento del resto de los requisitos de elegibilidad 

o registro y tampoco exime al promovente de acreditar cualquier otro 

requisito que resulte jurídicamente exigible. 

 

Con este alcance estrictamente condicionado, se dota de certeza al 

promovente respecto del marco normativo que habrá de regir su 

situación jurídica, se preserva la eficacia de las disposiciones 

constitucionales y legales aplicables y, simultáneamente, se evita que la 

falta de reproducción del régimen transitorio en los Lineamientos pueda 

convertirse en una barrera formal para el ejercicio de sus derechos 

político-electorales. 

 

Por último, no pasa desapercibido para este Órgano Jurisdiccional que 

los promoventes solicitan que en caso de que este Tribunal advierta que 

alguna otra disposición de los lineamientos admite interpretación 

conforme, se deberán fijar los parámetros cerrados y vinculantes 

respectivos. 

 

Sin embargo, su petición resulta inatendible, ya que atendiendo a lo 

dispuesto por el artículo 348 de la Ley Electoral, los medios de 

impugnación se resolverán de estricto derecho, por lo que en su caso 

resultaba obligación de los promoventes establecer qué disposiciones 

adicionales de los Lineamientos consideraban susceptibles de una 

interpretación conforme.   
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Precisado lo anterior y con el propósito de que las personas que 

comparecieron como personas terceras interesadas, quienes 

manifestaron ser mujeres indígenas, puedan conocer y comprender 

efectivamente esta determinación jurisdiccional, sus razones y 

consecuencias, en salvaguarda a los derechos de tutela judicial efectiva 

y acceso a la justicia, bajo una óptica de perspectiva intercultural y 

máxima protección a sus derechos, se emite la versión de lectura fácil 

de la presente resolución, la cual deberá ser traducida a la lengua 

hablante de las personas terceras interesadas, es decir, rarámuri de la 

Alta. 

 

 

“Para DATO PERSONAL PROTEGIDO y DATO PERSONAL PROTEGIDO: 
 
Las personas que integramos el Tribunal Electoral reconocemos mucho 
su participación como terceras interesadas en los escritos que presentó 
el PAN y el PRI. 
 
Sus escritos nos ayudaron a revisarlo desde una perspectiva de los 
pueblos y comunidad indígenas, sobre todo la que ustedes representan. 
 
Gracias a lo que nos comentaron, revisamos si los Lineamientos que hizo 
el Instituto de verdad tomaron en cuenta lo que ustedes les dijeron en la 
Consulta o si los partidos políticos tenían razón. 
 
Después de revisar los asuntos, nos dimos cuenta de que ustedes tienen 
razón, el Instituto hizo una Consulta a los pueblos y comunidades 
indígenas y esos resultados los tomó en cuenta para poder hacer los 
Lineamientos que ustedes ya conocen. 
 
Además, como ustedes dijeron, esos Lineamientos no van en contra de 
la Constitución, sino que buscan que personas que no son indígenas y 
que no conocen sus usos y costumbres, sean elegidos como candidatos 
indígenas. 
 
Nosotros estamos de acuerdo con ustedes en que solamente personas 
indígenas, que tengan vínculo con su comunidad y que puedan 
representarlas, deben ser candidatos o candidatas indígenas. 
 
Por eso, decidimos confirmar los Lineamientos del Instituto, como ustedes 
lo pidieron y no haremos ningún cambio en ellos. 
 
De igual manera, las Magistradas y el Magistrado que integramos este 
Tribunal les reconocemos su participación y las opiniones que nos dieron.” 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

 

RESUELVE 
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PRIMERO. Se determina la acumulación de los expedientes RAP-

138/2026 y JDC-139/2026, al diverso RAP-136/2026, al ser el primero 

en formarse y registrarse en el índice de este órgano jurisdiccional. 

 

SEGUNDO. Se confirma en lo que fue materia de impugnación, los 

Lineamientos controvertidos. 

 

TERCERO. Para efectos de certeza y seguridad jurídica, se declara 

que el régimen general establecido en los Lineamientos controvertidos, 

no desplaza ni deja sin efectos el régimen particular previsto en los 

artículos terceros transitorios de las reformas constitucional y legal 

aplicables. 

CUARTO. Se ordena a la Secretaría General de este Tribunal, a efecto 

de que elabore la versión pública de la presente resolución. 

 

QUINTO. Se ordena a la Secretaría General de este Tribunal, a efecto 

de que realice las acciones pertinentes a efecto de que se traduzca, en 

la lengua indígena que corresponda, la versión de lectura fácil de la 

presente resolución, a las personas terceras interesadas. 

 

Notifíquese, a) personalmente a las partes actoras y por conducto de 

la Defensoría Pública de Derechos Políticos y Electorales de la 

Ciudadanía Chihuahuense a las personas terceras interesadas; b) por 

oficio al Instituto Estatal Electoral y c) por estrados a las demás 

personas interesadas.  

 

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las Magistradas y 

Magistrado que integran el Pleno del Tribunal Estatal Electoral de 

Chihuahua. La Secretaria General da fe que la presente resolución se 

firma de manera autógrafa y electrónica. DOY FE. 

 

 

 

 

 

HUGO MOLINA MARTÍNEZ 

MAGISTRADO PRESIDENTE 
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SOCORRO ROXANA 

GARCÍA MORENO 

MAGISTRADA 

 

 

 

 

 

ADELA ALICIA 

JIMÉNEZ CARRASCO 

                    MAGISTRADA 

 

 

 

 

 

 

 

 

NOHEMÍ GÓMEZ GUTIÉRREZ 

SECRETARIA GENERAL  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez 

jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General del veintiuno de diciembre de dos mil veinte 

del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, así como el Acta de Sesión Privada de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, 

por los que se implementa la firma electrónica certificada en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo 

del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral. 

 

 

La suscrita con fundamento en los artículos 300, numeral 1), inciso d) de la Ley Electoral del Estado de Chihuahua y 40, 

fracción IV del Reglamento Interior de este Órgano Jurisdiccional electoral, hago constar y CERTIFICO, que la presente foja 

forma parte de la sentencia dictada en el expediente RAP-136/2026 Y ACUMULADOS, por las Magistradas y Magistrado que 

integran el Pleno del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, en Sesión Pública de Pleno, celebrada el uno de septiembre de 

dos mil veintiséis a las doce horas. Doy Fe. 


	• Oportunidad. Los escritos fueron presentados dentro del plazo legal establecido, es decir, dentro del término de setenta y dos horas.
	• Legitimación e interés. Se colma, pues acude al presente juicio por su propio derecho, como mujeres integrantes de la comunidad DATO PERSONAL PROTEGIDO, y con una pretensión contraria a la de las partes actoras.

